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RESUMEN 

La presente investigación tuvo como propósito establecer si los criterios del secreto de la 

indagatoria empleados por los fiscales penales de Arequipa garantizan el derecho de defensa del 

investigado, para ello se utilizó un enfoque cualitativo, en el cual se analizaron disposiciones 

fiscales y se realizaron entrevistas con conocedores del tema.  

Los resultados de la investigación demuestran vulneración de la garantía de defensa del 

investigado debido a que las disposiciones que disponen el secreto de la investigación carecen de 

un pronunciamiento concreto sobre las circunstancias que lo justifican, advirtiéndose la falta de 

una adecuada valoración entre la necesidad de obtener resultados en la investigación y la posible 

vulneración del derecho de defensa del imputado, encontrándose como propuesta de mejora 

normativa, el uso del Test de Proporcionalidad en las disposiciones fiscales, siendo que esta 

herramienta de control constitucional se utiliza para asegurar que las medidas que limitan un 

derecho fundamental como el derecho de defensa sean absolutamente justificadas y no excesivas, 

siendo que este test obliga a la autoridad, en este contexto al Ministerio Público a demostrar que 

la medida restrictiva cumple con tres subprincipios clave la adecuación, necesidad y ponderación. 

Palabras Claves:  

Secreto de la investigación, derecho de defensa, Test Proporcionalidad.  

 

 

 

 

 



 
 

SUMMARY 

The present research aimed to establish whether the criteria for secrecy in investigations employed 

by criminal prosecutors in Arequipa guarantee the right of defense of the person under 

investigation. To this end, a qualitative approach was used, in which fiscal provisions were 

analyzed, and interviews were conducted with experts on the subject. 

 

The results of the investigation demonstrate a violation of the defendant's right to defense because 

the provisions establishing the secrecy of the investigation lack a specific ruling on the 

circumstances that justify it, noting the lack of an adequate assessment between the need to obtain 

results in the investigation and the possible violation of the defendant's right to defense. A 

proposed regulatory improvement is the use of the Proportionality Test in fiscal provisions, as this 

constitutional control tool is used to ensure that measures that limit a fundamental right such as 

the right to defense are absolutely justified and not excessive. This test requires the authority (in 

this context, the Public Prosecutor's Office) to demonstrate that the restrictive measure complies 

with three key sub-principles: adequacy, necessity, and proportionality. 

Keywords:  

Secrecy of the investigation, Right to defense, Test of proportionality.  
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 INTRODUCCIÓN 

A través de la Casación Nº373-2018, la Corte Suprema de Justicia de la República (2019) 

determinó que el secreto de la investigación tiene naturaleza constitucional, siendo esto no solo 

una regla procesal si no una potestad legitima y necesaria para asegurar la eficacia de la 

investigación penal, enfatizando la Sala Permanente que el secreto debe ser concordante y 

compatible con la garantía de defensa del imputado. La sentencia establece que, la decisión de 

declarar el secreto de la investigación por parte del Ministerio Público debe cumplir con un criterio 

estricto de justificación, vinculándolo directamente con la efectividad de la acción estatal, debido 

a que el Ministerio Público está facultado para utilizar esta herramienta a fin de tomar las medidas 

necesarias para evitar la destrucción o manipulación de las pruebas, lo cual debe estar en armonía 

con el derecho de defensa que asiste a toda persona investigada. 

En consecuencia, uno de los requisitos fundamentales para determinar el carácter constitucional 

del secreto de la indagatoria es que la actuación fiscal esté suficientemente justificada para que 

ambas partes puedan comprender los fundamentos de la decisión del fiscal, que podrá ser recurrida 

por falta de motivación o desproporcionalidad una vez levantado este secreto. Si bien es posible 

declarar el secreto de la investigación para asegurar su adecuada continuidad, éste debe ser 

debidamente ponderada con la garantía de defensa que tiene toda persona imputada. En otras 

ocasiones, sin embargo, el órgano jurisdiccional no analiza si el secreto de la investigación es 

necesario para asegurar la eficaz administración de justicia, no equilibrándose con la garantía de 

defensa. 

El objetivo central es examinar y analizar los criterios y fundamentos que utilizan los fiscales 

penales de Arequipa, al momento de disponer el secreto de la investigación, centrándonos en la 
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 limitación al derecho de defensa evidente a la que se incurre con la utilización del secreto de la 

indagatoria.  

El propósito fundamental de este estudio es evaluar si la aplicación del secreto de la investigación 

por parte de los fiscales penales de Arequipa resulta en una vulneración del derecho de defensa de 

los investigados, analizándose para esto la legislación vigente, opinión académica especializada y 

precedentes judiciales pertinentes, valorando además la forma en la cual la disposición de este 

secreto podría equilibrarse logrando la eficaz administración de justicia en concordancia con el 

debido proceso, es decir, salvaguardando la garantía de defensa del imputado.  

Finalmente, se enuncia la aplicación del examen de proporcionalidad al momento de disponer el 

secreto de la investigación, desarrollando cada uno de sus subprincipios en las disposiciones 

fiscales, logrando evitar cuestionamientos entorno a la motivación exhaustiva que se exige en 

cuanto a la limitación de un derecho esencial como la garantía de defensa.  
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CAPÍTULO I: PLANTEAMIENTO DEL 

PROBLEMA 
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1. Descripción del Problema  

El marco procesal penal confiere al Ministerio Publico la facultad de decretar el 

secreto de la investigación, que de acuerdo con el artículo 68 numeral 3 debe ser por un 

plazo prudencial, mismo que deberá terminar antes de la culminación de esta (Código 

Procesal Penal, 2004, art. 68), asimismo en el artículo 324 numeral 2 establece que por el 

plazo 40 días el fiscal podrá disponer el secreto de algunos actos o documentaciones siempre 

que su conocimiento pueda impedir que la investigación logre su objetivo (Código Procesal 

Penal, 2004, art. 324).  

A pesar de que, de acuerdo con el artículo 139 inciso 4 de la Constitución Política 

del Perú, la publicidad es un principio rector del proceso penal peruano, el Código Procesal 

Penal establece el secreto de la investigación el cual constituye una limitación excepcional y 

temporal, siendo que este mecanismo legal permite restringir el derecho fundamental a la 

defensa (mencionado en el inciso 14 del mismo artículo) en partes específicas de la 

investigación. 

Es imperativo que la Fiscalía fundamente el secreto de manera razonable y objetiva, 

debiendo de constar esta motivación en la disposición fiscal, lo que permita a las partes tras 

la notificación conocer y comprender las razones del ente acusador, facultando a las partes a 

fiscalizar el equilibrio el derecho de defensa con el secreto de la investigación, asegurando 

que el propósito principal es evitar la obstaculización de la verdad y finalidad de la 

investigación se cumpla. 

De todo lo anterior, se infiere la ausencia de criterios fijos y definidos para que el 

Ministerio Público decrete el secreto de la investigación. Esta situación, al ponderarse con el 

derecho a la tutela judicial efectiva, puede vulnerar el derecho de defensa del imputado. 



 

5 
 

Dicho derecho incluye la facultad de conocer los hechos imputados, elegir su defensor, 

cuestionar pruebas y ofrecer elementos de descargo para demostrar su inocencia. 

El presente estudio reviste un serio problema, para la garantía de defensa del 

investigado quien al no saber oportunamente lo que se le atribuye, y los actos que realiza la 

fiscalía durante la disposición de este secreto se ve limitado en su derecho de defensa, dado 

que en su momento no ha podido cuestionar ni contradecir las diferentes diligencias y 

actuaciones que realiza la fiscalía, la cual por estrategia  comunicará la investigación cuando 

se encuentre el imputado con alguna medida coercitiva o de coerción personal, dejando al 

imputado sin oportunidad ni momento para poder desarrollar su derecho de defensa. 

Es así como se hace necesario establecer criterios para la adecuada implementación 

del secreto investigativo, siendo que la definición de tales criterios no solo incentivaría su 

uso justificado por parte de los fiscales, sino que también aseguraría que la Fiscalía pueda 

investigar los delitos eficazmente, sin dejar de proteger la garantía de defensa de las 

personas imputadas.  

Pronunciamientos clave como la Casación N°373-2018 y el Acuerdo Plenario N°06-

2019 han reconocido la necesidad de que el fiscal balancee el derecho de defensa con una 

administración de justicia efectiva al momento de decidir el secreto de la investigación, sin 

embargo, pese a esto, no se han establecido parámetros concretos para determinar su 

procedencia, complicándose esta situación por la regulación del tiempo, pues el Art. 68, 

numeral 3, solo alude a un "plazo prudencial" sin definirlo, lo que crea incertidumbre sobre 

su relación con el plazo de 40 días que estipula el Art. 324, numeral 3, del Código Procesal 

Penal. 
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2. Objetivos  

2.2. Objetivo general  

Determinar si el criterio usado por los fiscales penales de Arequipa para aplicar 

el secreto de la investigación en el proceso penal vulnera el derecho de defensa. 

2.3. Objetivos específicos  

• Identificar los criterios usados por los fiscales penales de Arequipa sobre la 

aplicación del artículo 324 numeral 2 del Código Procesal Penal.  

• Determinar si se vulnera el derecho de defensa con la aplicación del artículo 324 

numeral 2 del Código Procesal Penal. 

• Desarrollar criterios constitucionales para la aplicación del artículo 324 numeral 2 

del Código Procesal Penal.  

3. Hipótesis 

DADO QUE: El Código Procesal Penal establece que el secreto de las 

investigaciones se realiza con la finalidad de que no se dificulte el éxito de la investigación.  

ES PROBABLE QUE: Cuando los fiscales disponen el secreto de la investigación 

se vulnera el derecho de defensa del investigado siendo necesario desarrollar criterios 

constitucionales para su aplicación.   

4. Interrogantes 

4.2.General  

¿El criterio usado por fiscales penales de Arequipa al aplicar el secreto de la 

investigación garantiza el derecho de defensa? 
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4.3.Especificas  

• ¿Qué criterios utilizan los fiscales penales de Arequipa para aplicar el artículo 324 

numeral 2 del Código Procesal Penal? 

• ¿De qué forma se vulnera el derecho de defensa al aplicar el artículo 324 numeral 2 

del Código Procesal Penal?  

• ¿Qué criterios constitucionales se deben desarrollar para la correcta aplicación del 

artículo 324 numeral 2 del Código Procesal Penal?  

5. Justificación  

5.2.Importancia Para La Sociedad  

La relevancia de esta investigación radica en el análisis de la aplicación indebida 

del secreto de la investigación que vulnera el derecho de defensa del imputado. 

Específicamente, se aborda cuando el secreto se impone desde el inicio, retrasando el 

conocimiento de los cargos y pruebas. Esto contraviene el principio de información 

inmediata y oportuna (Art. IX Título Preliminar CPP) y afecta múltiples garantías del 

imputado, como el acceso al expediente, la igualdad procesal, la capacidad de presentar 

pruebas, el derecho a un tiempo razonable para preparar la defensa y la elección de un 

abogado técnico.  

La garantía de defensa se constituye una garantía reconocida a nivel 

constitucional en el artículo 139, numeral 14, de la Carta Magna peruana, que lo consagra 

como un principio esencial de la función jurisdiccional con observancia en todo estado 

del proceso. En este contexto, el Tribunal Constitucional ha determinado que se produce 

una afectación al contenido esencial de dicha garantía cuando se les niega a las partes la 
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posibilidad de utilizar instrumentos suficientes y efectivos para la defensa de sus 

derechos. 

El propósito de esta investigación es desarrollar criterios constitucionales para la 

debida aplicación de este artículo, que conlleven a una correcta aplicación del secreto de 

la investigación, pretendiendo realizar una contribución para fortalecer el Estado de 

Derecho y la propia función que desarrolla la Fiscalía como conductor jurídico de la 

investigación y en su momento ente acusador.   

5.3.Relevancia Jurídica  

Mediante los hallazgos de este estudio, se busca contribuir al aseguramiento de 

una debida motivación para la aplicación del secreto de la investigación, al proponer 

criterios de equilibrio, se aspira a proteger simultáneamente la garantía constitucional del 

derecho de defensa del investigado y la facultad del Ministerio Público para la 

administración eficaz de justicia, siendo que la consecución de este balance es 

fundamental para garantizar un proceso penal equitativo que permita al imputado ejercer 

su defensa de forma apropiada. 

5.4.Relevancia Académica  

La presente investigación tiene como objetivo cubrir la carencia de criterios 

definidos que existe en la aplicación del secreto de la investigación en relación con el 

derecho de defensa, planteándose el desarrollo de criterios de rango constitucional, 

específicamente la aplicación del Test de Proporcionalidad (en sus fases de idoneidad, 

necesidad y proporcionalidad stricto sensu), con el fin de lograr un uso correcto del 

secreto. Esperando incentivar la discusión y el estudio de esta herramienta constitucional 

en el ámbito universitario para su potencial extensión a otras instituciones jurídicas. 
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Del mismo modo, no pasa desapercibido que, en el análisis de las disposiciones 

fiscales que exponen el secreto de la investigación, se advirtió que en muchas de estas, la 

parte investigada era considerada como “L.Q.R.R.”, es decir personas por identificar, 

pese a que en los hechos denunciados y por tanto en el informe policial se indicaban con 

nombres y apellidos a los involucrados en la investigación, evidenciándose una estrategia 

fiscal para evitar la notificación al investigado, la cual afecta la garantía de defensa del 

investigado.  
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6. Estado del arte 

De la búsqueda efectuada se tienen como relevantes las siguientes 

investigaciones:  

La Inexistencia De Criterios Procesales Para Declarar El Secreto Y El Éxito De La 

Investigación Preparatoria En La Fiscalía Provincial Penal, Sede Nueva Cajamarca 

Del Distrito Fiscal De San Martin  

Autor: Gina del Pilar Ramírez Malca  

Análisis: El estudio se propuso determinar la relación entre la ausencia de 

criterios procesales para el secreto de la investigación y el éxito de la investigación 

preparatoria, concluyéndose la insuficiente regulación del secreto generó inacción en la 

Fiscalía de Nueva Cajamarca, donde no se aplicó dicha figura en ninguna investigación. 

Por lo tanto, se propuso incorporar al artículo 324 del Código Penal criterios específicos 

para el uso de esta herramienta, lo que permitiría alcanzar de manera eficiente el 

propósito de la investigación (Ramírez Malca, 2016). 

Alcance Del Secreto De Las Diligencias Preliminares En La Investigación Contra El 

Crimen Organizado Y Su Relación Con El Derecho De Defensa Del Imputado  

Autor: Ricardo A. Pérez Capcha 

Análisis: La presente investigación se propuso analizar la relación existente entre 

el secreto de las diligencias preliminares en el contexto de la criminalidad organizada y la 

garantía del derecho de defensa del imputado. Como resultado, se estableció que la 

solicitud de reserva por parte del fiscal debe estar respaldada por argumentos irrefutables 

y la estricta recolección de pruebas que acrediten la comisión del hecho punible por los 

investigados; de lo contrario, el archivo del caso podría devenir en impunidad (Pérez 

Capcha, 2021).  
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Del mismo modo se ha publicado en la ciudad de Arequipa, la investigación 

titulada:  

La Desnaturalización Del Secreto De Las Investigaciones En El Proceso Penal Y Su 

Afectación Al Derecho De Defensa 

Autor: Almendra Alexandra Arias Rodríguez 

Análisis: En esta indagación académica se tuvo como propósito analizar cómo la 

alteración indebida del carácter reservado de la investigación incide en la garantía de 

defensa dentro del proceso penal, concluyendo que dicha desnaturalización no solo afecta 

el derecho de defensa, sino otros principios procesales, además que el uso excesivo y 

prolongado del secreto limita el acceso del imputado a información clave para ejercer 

adecuadamente su defensa, lo que genera un desequilibrio en el proceso, reconociendo 

que el secreto puede resultar eficaz en casos relacionados con el crimen organizado, 

siempre que su aplicación sea razonable y proporcional, de modo que no se vean 

comprometidos los derechos fundamentales (Arias Rodríguez, 2024).  

 Mi trabajo de investigación a diferencia de los indicados anteriormente se centra 

en identificar si el criterio usado por los fiscales penales de esta ciudad de Arequipa para 

determinar la disposición del secreto de la indagatoria vulnera la garantía de defensa, 

centrándome en analizar a fondo el derecho de defensa en su ámbito constitucional, 

proponiendo el uso del test de proporcionalidad como medio para establecer criterios 

específicos para la aplicación debida de esta figura procesal.  
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7. Marco conceptual  

Para determinar cómo afecta el secreto de la investigación al derecho de defensa del 

imputado, y cuál es su verdadera implicancia en el proceso penal, es necesario estudiar a 

fondo el actual sistema procesal penal del Perú. 

7.1.Sistema Penal Inquisitivo y Acusatorio  

Conforme lo indica Cubas Villanueva (2009), la historia del derecho procesal 

penal se ha regido principalmente por dos modelos: el sistema inquisitivo y el sistema 

acusatorio. El sistema inquisitivo se distingue por la concentración de las funciones de 

acusación y resolución en una sola persona, lo que compromete la neutralidad del juez al 

contaminarse con la investigación, además este modelo es predominantemente escrito, lo 

que provoca demoras en la resolución de los requerimientos, incluso los más simples, 

además que se caracteriza por ser totalmente secreto, impidiendo la contradicción, la 

oralidad y la publicidad, y vulnerando el debido proceso y los derechos del investigado, 

siendo que en este esquema, el imputado se hallaba en un estado de indefensión porque 

desconocía la imputación en su contra y era tratado de antemano como culpable, y la 

gravedad de la afectación era tal que la sola declaración del imputado podía bastar para 

una sentencia condenatoria.   

A diferencia del inquisitivo, el sistema penal acusatorio surge como una respuesta 

a las arbitrariedades, buscando asegurar el derecho de defensa del investigado. Logrando 

esto mediante la separación de funciones en dos entes independientes: La Fiscalía como 

ente acusador y el Poder Judicial como ente resolutor, exigiendo este sistema inquisitivo 

previo contradictorio para emitir cualquier resolución, requiriendo pruebas suficientes 

para sustentar una condena. (Vásquez Arana, 2014).  
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Con el Código de Procedimientos Penales de 1940, se operaba con un sistema 

mixto de corte predominantemente inquisitivo. Sus rasgos distintivos incluían el excesivo 

ritualismo y la supremacía de lo escrito, junto con la aplicación del secreto de la 

investigación aun para los involucrados. La investigación era conducida por el juez y se 

desarrollaba en dos etapas: una fase de instrucción (inquisitiva), sin participación de la 

defensa, y una fase plenaria (acusatoria), dirigida por el mismo juez. Esto comprometía 

indudablemente la imparcialidad del ente resolutor y la eficacia de la defensa del 

imputado. El Nuevo Código Procesal Penal de 2004 generó un cambio significativo, 

otorgando al Ministerio Público la conducción de la investigación y garantizando la 

intervención de la defensa en cada actuación. El juez, por su parte, mantiene su rol de 

tercero imparcial. El proceso se compone de tres fases: la Investigación Preparatoria (que 

incluye diligencias preliminares), destinada a obtener elementos necesarios para la emitir 

pronunciamiento fiscal (archivar o continuar con la investigación); la Etapa Intermedia, 

enfocada en el control de la acusación y la admisión probatoria; y finalmente, la fase de 

Juicio Oral, es donde se muestra públicamente toda al evidencia (actuación) y el juez la 

examina y le asigna su peso para poder determinar si el acusado es culpable o inocente 

(Reyna Alfaro, 2022).  

Es relevante poder diferenciar entre el sistema inquisitivo y acusatorio, porque en 

la actualidad en este país teniendo el sistema acusatorio en el cual se pretende garantizar 

los derechos del investigado en todas las fases del proceso penal, asimismo habiendo 

desarrollado en el sistema inquisitivo las investigaciones se realizan sin conocimiento del 

investigado, encontramos que el secreto de la investigación es un rezago del sistema que 

aún era aplicado con el antiguo código de 1940.  



 

15 
 

7.2.El Proceso Penal  

Es una herramienta crucial tanto para la jurisdicción como para la acción, que 

permite realizar diversas actuaciones ante un órgano judicial para decidir si una acción u 

omisión concreta es ilegal según el Código Penal, lo que acarrea a la condena o 

absolución del acusado y establece las sanciones o medidas de seguridad apropiadas (San 

Martín Castro, 2020).   

Al mismo tiempo Caro John (2024) señala que el proceso penal es una serie de 

acciones legales que buscan investigar y esclarecer los delitos, siendo su objetivo 

principal determinar si las personas implicadas son culpables o inocentes, y así establecer 

su responsabilidad penal.  

Entonces finalmente la finalidad del proceso judicial en materia penal es definir 

legalmente la culpabilidad o inocencia de quienes son señalados como autores de un 

delito. 

7.3. Investigación Preparatoria. 

7.3.1. Base Legal. Se encuentra regulada en el libro tercero denominado “El Proceso 

Común”, Sección I, entre los artículos 321 al 343 del Código Procesal Penal. 

7.3.2.  Definición. De acuerdo con Rodríguez Hurtado (2013) la investigación 

preparatoria es la fase en la cual se consiguen los insumos que permitan 

configurar la pretensión punitiva de Fiscalía y la libertaria del imputado (p. 233).   

 Como lo indica de forma somera el autor, la investigación preparatoria 

además de ser la primera fase del proceso penal es aquella en la cual de acuerdo 

con lo establecido en el Código Procesal Penal se pretende recabar los elementos 
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de convicción que permitan determinar a la Fiscalía seguir con la investigación 

y/o en su momento decidir terminar el proceso con un archivo o con una 

acusación, formando esta denominada pretensión punitiva y libertaria del 

imputado, que en el caso de la pretensión punitiva se refiere a formular una 

acusación propiamente dicha y la acción libertaria del imputado el archivo y/o 

solicitar el sobreseimiento de la causa.  

Esta fase se encuentra subdividida en las siguientes subetapas: la 

investigación preliminar y la investigación preparatoria propiamente dicha.  

7.3.3. Objetivo.  En esta fase, el Ministerio Público pretende averiguar si la conducta en 

cuestión es delictiva, así como la identidad de la víctima, las circunstancias o 

motivaciones del autor y si se ha causado algún daño, centrándose en la 

recopilación de pruebas de cargo, de convicción y eximentes necesarias para que 

el fiscal pueda determinar si presenta una acusación y/o en su caso archivo del 

caso (Castillo Alva, 2023 

Entonces la finalidad de esta etapa es obtener elementos de convicción que 

permitan al fiscal ejercer la acción penal correspondiente, siendo preciso indicar 

que en esta etapa no solo el fiscal busca elementos de convicción para en algún 

momento sentenciar al investigado, sino que recaba elementos de convicción que 

le permitan resolver entre archivar o seguir con la investigación para realizar su 

atribución como titular de la acción penal.   

7.3.4. Subetapas.  

7.3.4.1.Investigación Preliminar.  Está establecida entre los apartados 319 al 334 del 

Código Procesal Penal, siendo además mencionada en el artículo del 60 del 
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mismo código. En esta subetapa es donde se toma conocimiento de la noticia 

criminis, pudiendo de oficio o a pedido de parte (interposición de denuncia) el 

fiscal aperturar investigación y disponer actos iniciales, que serán llevados por 

la Policía Nacional.  

De acuerdo con la propia normal procesal las diligencias preliminares 

suponen la ejecución de actos inaplazables o ineludibles orientados a la 

comprobación de la perpetración delictiva y la criminalidad de la conducta, 

buscando además resguardar las pruebas tangibles de su comisión, identificar 

a las personas implicadas y afirmar adecuadamente (Reyna Alfaro, 2022).  

En muchas oportunidades la comisión del delito se hace de 

conocimiento en primer lugar de la Policía Nacional, quienes deben de 

notificar a la Fiscalía para en caso se determine la prórroga de las 

investigaciones que hayan empezado, esto a fin de garantizar el derecho de 

las partes y cumplir lo dispuesto por la norma procesal al indicar como 

obligación de la Policía Nacional que debe de dar cuenta de forma inmediata 

al fiscal sobre el hecho delictivo, esto a fin de poder continuar con la 

investigación y practicar las diligencias que indique el fiscal, siendo que una 

vez realizados todos los actos de investigación, el policial debe de emitir un 

Informe Policial el cual deberá de remitir a la Fiscalía a efecto se toma una 

decisión entorno a los hechos denunciados.  

La finalidad de la investigación preliminar es recabar la información 

que permita al fiscal decidir si formaliza la investigación preparatoria o si 

archiva el caso. Esto último ocurre si se concluye que el hecho no es punible, 
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no constituye un delito, o si existe alguna causa legal de extinción de la 

acción penal. 

 El Ministerio Público puede ordenar la intrusión de la policía si el 

comportamiento es constitutivo de delito, no se ha ordenado ninguna acción 

penal y no se ha identificado al culpable o a los participantes. Si el 

denunciante ha desatendido un requisito procesal que depende de él, también 

puede ordenar que se reserve temporalmente la investigación. 

Finalmente, conforme la norma procesal actual el Ministerio Público 

debe ordenar la formalización y continuación de la Investigación Preparatoria 

cuando existan indicios de la existencia de un delito a partir de las diligencias 

preliminares contenidas en el informe policial, no haya transcurrido el plazo 

de prescripción, se haya identificado al imputado y se hayan cumplido los 

requisitos procesales. 

7.3.4.2. La Investigación Preparatoria. Esta subetapa es activada por decisión del 

Ministerio Público una vez que el análisis de la denuncia, el informe policial o 

las diligencias de indagación arrojan "indicios reveladores" de la perpetración 

de un ilícito, siendo que dicha activación requiere la verificación concurrente 

de que la acción penal se mantiene vigente, que el imputado ha sido 

plenamente individualizado, y que se han cumplido los requisitos de 

procedibilidad establecidos en la norma. 

Es obligatorio que el documento de formalización especifique: el 

nombre y apellido del imputado, el detalle del hecho imputado, la calificación 

jurídica del delito, la identidad del afectado y las futuras diligencias a realizar, 
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siendo que, esta formalización debe ser notificada al imputado y puesta en 

conocimiento del Juzgado de investigación preparatoria (Reyna Alfaro, 

2022).  

En esta etapa el fiscal no puede duplicar las diligencias de 

investigación practicadas durante las diligencias previas, sino que debe 

ordenar o realizar otras nuevas que considere pertinentes y útiles durante la 

investigación preparatoria.  Éstas sólo podrán ampliarse cuando sea necesario, 

se aprecie un vicio importante en su realización anterior, o sea inevitable que 

deban añadirse elementos de convicción adicionales para finalizarla  

El fiscal tiene derecho a solicitar información a cualquier funcionario 

público o particular. Del mismo modo, las partes procesales puede pedir al 

fiscal que practique nuevas diligencias. 

La Fiscalía puede solicitar el apoyo policial para llevar a cabo la 

investigación y, de ser necesario, puede incluso recurrir al uso de la fuerza 

pública para cumplir con su mandato. Salvo restricciones legales, el director 

del Ministerio Público siempre debe formalizar la investigación cuando 

necesite la intervención del juez de la investigación preparatoria, como por 

ejemplo imponiendo medidas coercitivas.  

El uso de agentes encubiertos y la distribución y entrega de artículos 

ilegales pueden permitirse durante la investigación preparatoria. En caso de 

que el término legal de la Investigación Preparatoria culmine sin que el 

Ministerio Público la haya dado por concluida, cualquiera de los sujetos 
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procesales está facultado para requerir al Juez de Investigación Preparatoria 

que disponga la culminación de esta. 

7.4.  Etapa Intermedia 

7.4.1. Base Legal.  Se encuentra regulada en el libro tercero denominado “El Proceso 

Común”, Sección II, entre los artículos 344 al 355 del Código Procesal Penal.  

7.4.2. Definición.  Para Cubas Villanueva (2009) la segunda fase del proceso penal, 

llamada etapa intermedia, está a cargo del juez de la investigación preparatoria y 

tiene dos funciones: controlar la acusación y sanear el proceso. Al igual, en esta 

etapa el juez evalúa en audiencia el sobreseimiento o la acusación formulada por 

el fiscal, siendo que esta etapa concluye con el auto de enjuiciamiento, evaluando 

la necesidad de mantener o modificar medidas coercitivas, incluida la posible 

libertad del imputado. Posteriormente, el Juez Penal dicta el auto de apertura de 

juicio oral. 

7.4.3. Objetivo. Esta etapa existe para asegurar la fase de juzgamiento, para que se 

prepare de manera responsable. Su propósito es corregir y sanear cualquier error 

formal en el requerimiento acusatorio de la Fiscalía o del querellante durante la 

audiencia de control de acusación (Cubas Villanueva, 2009).   

7.5. Juicio Oral   

7.5.1. Base legal.  Se encuentra normado en el libro tercero denominado “El Proceso 

Común”, Sección III, entre los artículos 356 al 403 del Código Procesal Penal.    

7.5.2.  Definición. La fase culminante y esencial del proceso penal es el juicio oral, pues 

tiene la función de solucionar el conflicto social que generó el caso, si bien el 
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sistema oral establece requisitos más estrictos para la incorporación de la 

evidencia que su contraparte escrita, la necesidad de una meticulosa preparación 

por parte de los intervinientes es igualmente mayor (Cubas Villanueva, 2009). 

7.5.3. Objetivo.  Esta etapa tiene como finalidad primordial definir la situación jurídica 

del acusado (su culpabilidad o inocencia), lográndose esto mediante la aportación 

y la evaluación de las pruebas en un escenario de confrontación abierto al público.  

7.6.  El Ministerio Público  

7.6.1. Base legal.  La regulación de esta entidad se halla establecida tanto en la 

Constitución Política del Perú de 1993, específicamente en el Capítulo X, 

artículos 158 a 160, como en su normativa especial, la Ley Orgánica del 

Ministerio Público (Decreto Legislativo 52).    

7.6.2.  Antecedentes.   El Ministerio Público es una organización que ha cambiado con 

el tiempo en cuanto a su constitución, funciones y responsabilidades, teniendo 

origen colonial con la instalación de la Real Audiencia y Cancillería de las Indias 

en mayo de 1542, en el cual el Consejo de Indias tenía la misión de proteger 

potestad judicial (jurisdicción) es fundamental para garantizar la protección de los 

bienes y recursos económicos tanto del propio Estado (hacienda pública) como de 

los ciudadanos (patrimonio privado).  

 En resumen, es la función de hacer justicia para proteger la riqueza 

pública y privada. Posteriormente la Época Republicana, el Ministerio Publico 

estuvo ligado al Poder Judicial, desde el Reglamento Provisional dictado en 1821 

hasta la Constitución Política de 1979, en la cual actuaba como apoyo al 
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magistrado brindándole explicaciones o datos para que el juez pudiera 

comprender completamente, siendo que, pese a que en las Constituciones de 1856 

y 1860 se hace referencia a fiscal de la Nación, fiscales de las Cortes Superiores y 

Agente Fiscal, no precisaban sus competencias.  

 La Fiscalía obtuvo su estatus formal y autonomía por primera vez con la 

Constitución de 1979, esta carta magna lo designó como un órgano constitucional 

independiente al conferirle personería jurídica propia y asignarle la 

responsabilidad primordial de impulsar la acción penal, definiendo claramente sus 

competencias y restricciones (Sánchez, 1993).   

 Bajo el amparo de la Constitución de 1993, el Ministerio Público es la 

entidad encargada de ejercer la acción penal y tiene como misión fundamental 

investigar los delitos desde su fase inicial. Además, actúa como el representante 

de la sociedad en los procesos y garantiza la defensa de la legalidad y de todos los 

intereses públicos que están protegidos por el derecho (Congreso Constituyente 

Democrático, 1993).  

7.6.3. Naturaleza  Como órgano responsable de la conducción de la investigación, el 

Ministerio Público es un órgano del Estado peruano constitucionalmente 

independiente, autónomo y jerárquicamente organizado. Su responsabilidad es 

actuar con imparcialidad y objetividad para cumplir con su deber como titular de 

la acción penal. Sus principales características son las siguientes:  

• Es autónomo, ya que puede tomar decisiones para llevar a cabo sus 

funciones y objetivos de acuerdo con el nuevo sistema procesal penal, 
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comprende cuatro elementos: la ausencia de un superior en una estructura 

jerárquica, la ausencia de presiones externas en la toma de decisiones, la 

autoridad reguladora propia de la institución y la autonomía de ejecución del 

presupuesto (Duce, 2015, p.2).  

Del sistema procesal penal peruano, se tiene que la Fiscalía está 

encabezada por el Fiscal de la Nación, o superior jerárquico dentro de la 

institución, además la Fiscalía goza de independencia absoluta respecto a los 

otros poderes como el Ejecutivo, Judicial y Legislativo, permitiendo la 

imparcialidad en las indagatorias. Prueba de ello son los recientes casos 

contra altos funcionarios y jueces, como el caso Rolex en el cual se involucra 

a la expresidenta Dina Boluarte. Asimismo, esta institución también ejerce 

potestad reglamentaria mediante la emisión de directivas internas y posee 

libertad en la ejecución presupuestaria para distribuir sus recursos asignados.  

• Es independiente, implica la prohibición de toda intervención 

ajena. Por ende, el Ministerio Público no puede ser compelido a alterar sus 

disposiciones por injerencia de ninguna otra entidad. 

• Es Jerárquicamente organizado, opera bajo un modelo de 

organización jerárquica que implica la subordinación entre niveles. 

7.6.4. Funciones de la Fiscalía  . Conforme al Artículo 159 de la Constitución Política 

del Perú, el Ministerio Público tiene siete atribuciones esenciales, entre las que 

destacan: promover la acción en defensa de la legalidad, cuidar la correcta 

administración de justicia, personificar a la sociedad en los procesos y, 

fundamentalmente, guiar la investigación del delito desde su inicio y ejercer la 
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acción penal.  

Además, de la emisión de dictámenes previos en las investigaciones que la 

norma lo exija, ejerciendo en determinadas ocasiones la potestad de presentar 

propuestas legislativas para señalar insuficiencias o fallas en el marco normativo 

que impiden resolver un caso o regular completamente una materia (Congreso 

Constituyente Democrático, 1993).   

• Impulsar o iniciar acciones legales para proteger el cumplimiento 

de la ley, significa que la fiscalía no solo se limita a perseguir delitos, sino que 

tiene un rol como garante del ordenamiento jurídico, es decir, actúa para 

asegurar que las leyes se cumplan, la protección de los derechos ciudadanos y 

salvaguardar el interés general ante cualquier juzgado. 

• La representación de la sociedad significa que el fiscal no defiende 

intereses personales, sino los de la sociedad, un ejemplo es que al investigar un 

caso de corrupción no solo buscar castigar a los culpables, sino que defiende el 

interés público de tener una correcta administración.  

• Guiar desde un comienzo la indagatoria del delito, esta función se 

resume en la potestad que tiene la Fiscalía desde el comienzo de la indagatoria 

del delito, esta función se desarrollará en el siguiente apartado, dada su 

relevancia en la presente investigación.   

• El ejercicio de la acción de oficio o a pedido de parte, siendo el 

fiscal, el encargado de llevar adelante la acción penal para investigar y 

perseguir el delito, siendo este su rol central y fundamental en el sistema de 

justicia.  
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• Dar dictámenes previos a los autos jurídicos en casos de 

establecidos por la norma, esta no es una práctica generalizada en todos los 

procesos, siendo necesario este dictamen previo en aquellos casos donde la 

intervención del fiscal es crucial para la defensa de la legalidad, como en los 

procesos judiciales que involucren a menores de edad.  

• Posee la prerrogativa constitucional de ejercer iniciativa en la 

formación de leyes dando a conocer los defectos en la legislación. Esta función 

significa que el Ministerio Público tiene la posibilidad de proponer proyectos 

de ley, siendo esto a su vez, una atribución constitucional que le permite la 

creación de nuevas leyes en el ámbito de su competencia.  

Para Castillo Alva (2023) la conducción de la investigación del delito 

y el rol del fiscal en el procedimiento penal constituyen las labores más 

importantes del Ministerio Publico en su dimensión constitucional y legal, 

ello debido a la concentración de recursos que conllevan estas funciones 

además que la sociedad identifica a esta institución con estas funciones.  

En razón a la presente investigación se hará énfasis en la función de 

conducción de la investigación, la cual tiene implícita la función 

investigadora del Ministerio Público.  

7.6.4.1.Función investigadora. Según el artículo 159 de la Constitución Política del 

Perú, el artículo IV del Título Preliminar y el artículo 60 del Código Procesal 

Penal, la Fiscalía guía la investigación desde el comienzo.  

Para Castillo Alva (2023) la Fiscalía es una entidad investigadora que 

cuenta con la función esencial de determinar con precisión lo que realmente 



 

26 
 

ocurrió para luego procesal judicialmente a los individuos que resulten ser 

penalmente responsables, apuntando que si bien la Fiscalía no juzga, en 

contrapartida aparece como el director de la investigación, teniendo en cuenta 

que el fiscal es quien prepara un caso para la actividad judicial, dado que en el 

proceso penal el juez no actúa por sí mismo, no decide directamente, sino que 

lo hace en virtud a un pedido por parte de la Fiscalía. Asimismo, indica que la 

función investigadora del fiscal se centra en el poder de dirección de la 

investigación, ya que controla jurídicamente su desarrollo y otorga estrategias 

decidiendo que hacer y el método que permita conseguir su objetivo, de 

acuerdo con la Ley Orgánica del Ministerio público, se encarga de realizar el 

derecho material y velar por la vigencia de los derechos fundamentales.  

Es preciso señalar que este poder de dirección de la investigación es 

un poder que permite a este ente diseñar las tácticas de investigación que 

llevarán a la optimización del procedimiento desde el comienzo hasta su fin, 

asimismo implica la posibilidad de delimitar cuáles son los fácticos materia 

de averiguación en la indagatoria (pudiendo en caso de carecer de relevancia 

jurídico-penal apartar otros hechos vinculados); un poder jurídico y 

normativo que permite diseñar una determinada estrategia a ejecutarse 

respecto a un plan de acción; un poder constitucional y legal de poder dar 

mandatos a la Policial Nacional para la investigación del delito, y la 

colaboración de otras entidades estatales en la investigación del delito, el 

poder de citación y emplazamiento de personas y/o funcionarios, 

reconociéndole a la fiscalía un poder de intimación y de ordenar la 
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concurrencia de determinadas personas a declarar como en el caso de testigos 

o peritos, disponiendo la conducción compulsiva en su caso (Castillo Alva, 

2023).   

Además, el fiscal al “dirigir la investigación”, no es que sea 

considerado experto en criminalista, sino que su función como manda el texto 

constitucional se encuadra en el escenario en el que la Policía Nacional del 

Perú realice acciones que requieren la indagatoria, lo que involucra que la 

policía y el fiscal se encuentren en una estrecha vinculación (Neyra Flores, 

2010, p. 228).  

Para Oré Guardia (1996) parte de la comprensión del papel del fiscal 

consiste en tener claro que su trabajo consiste en descubrir lo ocurrido, no en 

conseguir condenas. Por esta razón, el fiscal puede decidir poner fin a la 

investigación en una fase intermedia o incluso pedir el sobreseimiento del 

caso.  Pero cuando el caso llega a la fase de juicio, el fiscal ejerce sus 

funciones de acusación e intervendrá durante el juicio oral para defender su 

visión del caso y pedir que se apliquen al acusado las consecuencias legales.  

En resumen, esta función investigadora que desarrolla el Ministerio 

Público se centra en que al ser el conductor de investigación desde sus inicios 

tiene a cargo la dirección de la investigación, en la cual determina los hechos 

que van a ser investigados, da las estrategias en las cuales la Policía Nacional 

va a investigar, y decide en su momento si continuar o no con la investigación 

de acuerdo con lo recabado.  
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7.6.4.2.Función de velar por la recta administración de justicia   La Fiscalía además 

de comenzar y conducir los procesos debe asegurar el cumplimiento de la ley 

y proteger los intereses públicos, extendiéndose ello a la defensa de las 

libertades personales como los derechos de grupo, asegurando además un 

acceso imparcial y legítimo, suponiendo la investigación del delito que los 

fiscales se sujeten de forma necesaria e inevitable a los presupuestos formales 

establecidos en la ley, debiendo de cumplir con los principios y reglas 

mínimas a fin de proteger el respeto al principio de legalidad y el supuesto 

establecido en la ley específica (Castillo Alva, 2023).  

Es decir, que el fiscal al investigar el delito debe de encontrarse 

conforme lo estipulado en la Constitución, no pudiendo incumplir las normas 

para obtener elementos de convicción o para realizar diligencias para el 

descubrimiento de la verdad, siendo que el Ministerio Público al ser defensor 

de la legalidad tiene que cumplir el debido proceso y las normas legales.  

Asimismo, el Tribunal Constitucional (2010) en el Exp. N°02748-

2010-PHC/TC indicó la intromisión de la justicia constitucional en las 

actuaciones de la fiscalía se sustenta en el acatamiento del derecho esencial al 

debido procedimiento y todas sus representaciones, siendo aplicables las 

garantías constitucionales en la investigación siempre que su medio y 

conclusiones sean compatibles con las actuaciones de la Fiscalía.  

Del mismo modo, es necesario tener claro este extremo que indica 

el ente encargado de velar por la supremacía de la Carta Magna que de 

acuerdo con las atribuciones otorgadas por la Constitución al Ministerio 
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Público estas deben de realizarse en concordancia la salvaguarda de las 

garantías esenciales de la persona, teniendo no únicamente las 

herramientas que nos da el propio Código Procesal Penal para defender 

estos derechos sino las propias garantías constitucionales como son el 

Habeas Corpus, Acción de Amparo, Acción de Hábeas Data, conforme al 

caso en concreto.  

7.6.5. Actos que emite el Ministerio Público. Toda decisión que emita el fiscal se debe 

de encontrar en documentos  denominados estos “disposiciones”, 

“requerimientos” y “providencias”, al hablar de disposiciones nos encontramos 

ante un instrumento que se formula para hacer de conocimiento decisiones 

tomadas entorno a la investigación (disposiciones de apertura, prórroga, archivo, 

etc.), requerimientos son instrumentos dirigidos a la judicatura para requerir la 

realización de actuaciones procesales (requerimientos de acusación, prisión 

preventiva, mixto, etc.), y finalmente las providencias las cuales son instrumentos 

de mero trámite que sirven para impulsar el proceso, o dar respuesta a solicitudes 

simples de las partes de la investigación (Ortiz, 2022).  

En este punto es crucial centrarnos en las denominadas “disposiciones” las 

cuales son decisiones fiscales que se emiten para tomar decisiones entorno a la 

investigación, estas deben de encontrarse debidamente motivadas a efecto que las 

partes conozcan las razones de las mismas, siendo que en el caso que no se 

encuentren de acuerdo puedan solicitar aclaraciones a la fiscalía y en su caso recurrir 

vía tutela de derechos o control de plazos ante el juez para que se controlen las 

decisiones del fiscal que podrían devenir en arbitrarias. 
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Al respecto de la debida motivación el Tribunal Constitucional (2012) en 

el Exp.N°04437-2012-PA/TC indico en el considerando quinto que, en 

concordancia con la motivación debida de las resoluciones fiscales, los fiscales al 

resolver los casos deben de expresar argumentos objetivos que los conduzcan a 

decidor, debiendo de originar estas decisiones no solo de lo establecido en la ley 

sino deben de ser aplicables al caso.   

7.7.  El Imputado   

7.7.1. Conceptualización.  Es el sujeto pasivo esencial del procedimiento penal, el cual 

enfrenta la posibilidad de ser sancionado, al ser considerado responsable de un 

delito, la condición de imputado inicia desde la notificación del inicio de la 

investigación, momento en el cual surgen desde ya sus derechos fundamentales 

(Gimeno, 2001).  

Desde el momento en que una persona es formalmente señalada o 

investigada, es decir que adquiere la calidad de imputado, comienza a gozar de un 

conjunto de protecciones y garantías procesales desde que se inicia la 

investigación, conforme lo indica la norma procesal, incluyendo la garantía de 

defensa (Maier, 2004). 

Conforme a lo indicado anteriormente, la persona señalada formalmente 

como imputada, es aquella a la cual se le hace responsable de la presunta 

realización de un delito, y que se encuentra siendo investigada, la cual desde el 

inicio de las investigaciones cuenta con todos los derechos y garantías 

procesales.   
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7.7.2. Derechos del imputado 

7.7.2.1.Base legal  Se encuentran establecidos en la carta magna principalmente en el 

artículo 2 inciso 24 literales e y f: El artículo 2 inciso 24 literal e) señala nadie 

es considerado culpable hasta que se demuestre lo contrario. El artículo 2 

inciso 24 literal f) señala una persona únicamente será arrestada si un juez 

emite una orden escrita con razones válidas, o si es sorprendida cometiendo 

un delito.  

Asimismo, se encuentra establecidos los derechos del imputado en los 

artículos II, IX del Título Preliminar y el artículo 71 del Código Procesal 

Penal.    

Tanto el Artículo II como el Artículo 2 de la Constitución consagran 

que toda persona debe ser tratada como inocente mientras no exista una 

prueba irrefutable que demuestre legalmente su culpabilidad. Además, la 

norma establece que, antes de que se dicte una sentencia firme (es decir, que 

la culpabilidad haya sido determinada judicialmente), ningún funcionario o 

autoridad tiene permitido exponer públicamente a una persona como 

responsable del delito. 

El Artículo IX consagra un conjunto esencial de garantías para el 

imputado, asegurando que sea informado de los cargos y de sus derechos, y 

que cuente con un abogado de su elección o de oficio, del mismo modo este 

derecho implica tener tiempo suficiente para preparar su defensa y poder 

participar en la presentación de pruebas en igualdad de condiciones. Además, 
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el imputado no puede ser forzado a declarar en su contra y debe tener acceso 

pleno a la información del caso. 

7.7.2.2.Desarrollo  Como se indicó anteriormente la actual norma procesal a 

diferencia de la norma procesal de 1940, cuenta con una regulación 

proteccionista que pretende salvaguardar los derechos de los intervinientes en 

el procedimiento penal. En este extremo, se instauró en este código un título 

preliminar, el cual contiene las garantías que confiere la Constitución al 

imputado, pretendiéndose garantizar adecuadamente al imputado conforme al 

estado democrático de derecho.  

Conforme nos indica nuestra norma procesal desde el comienzo de la 

investigación, el investigado puede hacer uso de sus derechos directamente o 

mediante representación legal. Por ello, los operadores jurídicos y la Policía 

Nacional deben explicar con prontitud y claridad los derechos que le amparan 

al imputado, tal como se estipula en la norma procesal.  

De acuerdo con San Martin Castro (2020) los derechos del imputado 

se clasifican de acuerdo con la conducta del imputado como sujeto en el 

procedimiento penal. tanto como activos como pasivos, encontrándose dentro 

de los activos aquellos de participación como el derecho de ser oído por el 

órgano jurisdiccional, la posibilidad de elegir a su abogado defensor desde el 

momento en el cual es llamado por la autoridad policial, su concurrencia en 

los actos de investigación, solicitar actos en la indagatoria, recusar a personal 

judicial, promover determinadas cuestiones, encontrarse presente en juicio 

oral, interponer recursos, entre otros, así también en los pasivos tenemos la 
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declaración del imputado en cualquier oportunidad, interrogatorio objetivo no 

existencia de preguntas obscuras, respeto del derecho de la dignidad y 

reconocer la presunción de inocencia.  

Teniendo en cuenta que en el presente trabajo nos centramos en la 

figura del secreto de la investigación la cual se aplica en la primera fase del 

proceso, nos centramos en la garantía de defensa el cual concentra derechos 

como el conocer los hechos se le atribuyen al imputado, presentar elementos 

de convicción que permitan realizar una defensa eficaz, tener la oportunidad 

de poder contradecir y cuestionar la prueba, poder elegir a su abogado de libre 

elección, y tener acceso a la carpeta fiscal. 

7.8.  El Derecho de Defensa  

7.8.1. Base legal.  Esta establecida en la carta magna en el artículo 139 numeral 14 y 

por el artículo IX del Título Preliminar del Código Procesal Penal especialmente 

al referir que el investigado tiene derecho a la defensa técnica y material que se 

materializa intervención activa del imputado en su defensa.  

El artículo 139 inciso 14 de la Constitución Política del Perú, establece el 

derecho de toda persona a no ser privada de su derecho de defensa en ningún 

momento del proceso legal, implicando esto que si es detenida debe ser 

informada de inmediato y por escrito sobre el motivo de su detención.  

Según el Artículo IX del Título Preliminar del Código Procesal Penal, el 

imputado goza del derecho a ser notificado de los cargos y sus derechos, de 

contar con un defensor de su elección o asignado. Esta norma también garantiza 

que el acusado disponga del tiempo adecuado para preparar su estrategia y pueda 
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participar equitativamente en el debate probatorio durante todas las fases del 

proceso. Además, la ley lo protege al eximirlo de la obligación de auto 

incriminarse o de admitir su culpabilidad, y le asegura el acceso a la 

documentación del caso. 

7.8.2. Conceptualización. Para Reyna Alfaro (2024) la garantía de defensa es una 

salvaguarda que surge al momento en que una persona se le atribuye un delito, 

materializándose desde las fases anteriores al inicio del procedimiento penal en la 

indagatoria preliminar, mientras se encuentra asignado a la policía Nacional del 

Perú.  

Asimismo, debe de entenderse que la garantía de defensa de todo 

ciudadano nace a partir de ser citado o detenido, significando el surgimiento de 

este derecho con la determinación de un hecho delictivo al investigado, sin hacer 

falta la existencia de alguna decisión al respecto, teniendo el imputado toda la 

posibilidad procesal de ser participe del proceso, a ser escuchado en todas las 

instancias en las que se desenvuelva (San Martin Castro, 1999). 

Conforme a lo indicado por Roxín (1988) para que un proceso penal sea 

legítimo y se ajuste a los principios del Estado de Derecho, es fundamental que la 

persona acusada (inculpado) tenga la oportunidad real de defenderse y refutar 

activamente las acusaciones que se han levantado en su contra siendo 

indispensable que el juzgado tome en cuenta y pondere todos los argumentos y 

perspectivas debatidas por las partes antes de emitir su decisión final (la 

sentencia).  
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A propósito de lo indicado anteriormente se tiene a la garantía de defensa 

como una salvaguarda fundamental de toda persona de resguardar una imputación 

en cualquier proceso, teniendo diferentes formas de materializarse, además que no 

es exclusivo del proceso penal, sino que abarca otros procesos de carácter judicial 

como civil, laboral, tributario, e incluso el procedimiento administrativo.  

Del mismo modo, para Carocca (1998) se manifiesta bajo dos aspectos, 

uno como un derecho fundamental individual (subjetivo) que corresponde a todos 

los intervinientes, siendo este derecho es imprescindible e intransferible, lo que 

significa que el titular no puede renunciar a la oportunidad de ejercerlo ni cederlo 

a terceros, y segundo como una garantía, donde su cumplimiento se convierte en 

una condición sine qua non para asegurar la plena validez de las actuaciones 

procesales (p. 20-22).   

7.8.3. Garantías del Derecho de Defensa. El imputado en un proceso penal goza de un 

arsenal amplio de garantías que se integran bajo el paragua del derecho de 

defensa, las cuales son extensas conforme se ha visto de forma somera en la parte 

denominada base legal.  

Sin embargo, teniendo en consideración que se pretende analizar la figura 

del secreto de la investigación en relación con este derecho considerando que esta 

herramienta jurídica solo se aplica en la fase de investigación preparatoria 

(investigación preliminar e investigación propiamente dicha).  

7.8.3.1.Derecho del imputado de conocer los hechos que se atribuyen. La debida 

notificación de los hechos imputados es una expresión indispensable y vital 

que activa y da contenido al derecho de defensa en el proceso penal (Reyna 
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Alfaro, 2024). De acuerdo con la norma procesal penal vigente este derecho 

de información de la imputación, implica que el imputado será informado de 

forma inmediata y detallada. 

De acuerdo con el Tribunal Constitucional de España (2002) en su 

sentencia 170/2002 indico que es necesario que el acusado sea informado de 

la acusación que se formula en su contra, de forma previa y en términos 

suficientes, pues nadie se defiende de lo que desconoce.  

En cuanto a esta garantía es la más relevante de la garantía de defensa, 

puesto que el investigado que no conoce lo que se le atribuye, no podrá 

desarrollar ninguna garantía que implica el derecho de defensa, dejándolo en 

completa indefensión.  

7.8.3.2.Derecho a la imputación necesaria.  Esta garantía, exige que el imputado 

sea informado de los hechos que se le atribuyen, además que esta imputación 

debe ser precisa, clara y expresa. 

En esta línea Castillo (2007; como se cita en Reyna Alfaro, 2024) 

establece que toda imputación debe de tener elementos fácticos, lingüísticos y 

normativos, en cuanto a: los elementos facticos estos se centran en la narración 

circunstanciada del hecho punible que permitan observar todos sus aspectos tanto 

objetivos como subjetivos, los elementos lingüísticos implica que el lenguaje que 

use el Ministerio Publico debe ser claro e inteligible, y en relación a los 

elementos normativos estos supuestos implican la aplicación de las normas 

legales a los hechos probados, en estas subsunciones se tiene la subsunción en 

cuanto a los tipos penales alternativos que se centra en especificar cada uno de 
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los tipos penales que se le pretende atribuir, la aplicación individual de la ley 

debe ser sumamente precisa en dos áreas: 1) Al establecer cómo participó el 

acusado en el hecho y hasta dónde avanzó en la comisión del delito; y 2) Al 

calificar situaciones donde el acusado cometió varios delitos, lo que exige no solo 

enumerar las pruebas, sino también explicar detalladamente cómo cada prueba 

demuestra la existencia y la relación de esos múltiples delitos. 

7.8.3.3.Derecho al tiempo y las facilidades necesarias para la defensa. Este derecho 

esencial se articula en torno a dos ejes principales: garantizar al acusado el 

tiempo adecuado para planificar su estrategia y suministrarle los recursos y 

herramientas indispensables para llevar a cabo esa preparación de defensa.   

• Plazo necesario. – El desafío radica en que, mientras el Ministerio 

Público pudo haber preparado el caso durante un largo período previo, la 

parte investigada debe confrontar lo acumulado, localizar testigos, recabar 

pruebas propias, y refutar los argumentos legales de la acusación en un lapso 

significativamente más corto.  

• Asimismo, esta garantía debe extenderse al tiempo necesario en la 

etapa de indagación donde el Ministerio Público realiza actos de 

investigación que deberían de hacerse con conocimiento pleno del 

investigado y su defensa (Reyna Alfaro, 2024).  

• La duración requerida para la articulación de la defensa depende de 

un conjunto de variables procesales y sustantivas. Estas variables incluyen, 

pero no se limitan a, la gravedad intrínseca de la infracción penal, las 

dificultades operativas en la consecución de elementos de prueba favorables, 
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la pluralidad de sujetos acusados, y la naturaleza atípica o novedosa de las 

cuestiones legales que deben ser objeto de estudio. 

• Suministrar recursos y herramientas indispensables para la 

garantía de defensa. - Para garantizar una defensa efectiva, el imputado 

posee la facultad de comunicarse de manera confidencial con su defensor, 

libre de cualquier injerencia o restricción, con el fin de elaborar la estrategia 

de defensa. Dicha protección incluye el derecho a interactuar con terceros y a 

examinar la documentación esencial para su caso, particularmente aquella que 

ya ha sido incorporada al proceso y se encuentra en poder de las instancias 

judiciales correspondientes. 

•  Para Reyna Alfaro (2024) el establecimiento de la defensa puede 

considerarse eficaz cuando se realizan determinados actos como son 

comprender los cargos específicos presentados contra el acusado, determinar, 

recolectar y evaluar toda la evidencia que será utilizada en la acusación, el 

relato, versión o postura que el propio acusado presenta sobre los hechos, y la 

estrategia legal y la argumentación jurídica elaborada por el abogado, siendo 

que todo ello requerirá un tiempo razonable, manifestación que se encuentra 

reconocida en la norma procesal (p.40).  

• En este extremo nos encontramos totalmente de acuerdo con el 

autor, al indicar que para una eficaz defensa se necesita de un tiempo 

razonable, tiempo que debiera ser igual al cual tuvo la Fiscalía en la etapa de 

investigación preliminar (considerando que muchas veces las investigaciones 

exceden el plazo establecido por el código).  
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7.8.3.4.La asistencia del imputado por un Abogado defensor. Para Vélez (1986) 

La defensa técnica exige que el imputado designe a un abogado para que la 

ejerza (con limitadas excepciones donde el propio imputado puede 

asumirla). El ejercicio de esta defensa se concreta mediante la presentación 

de instancias, observaciones y alegatos fundamentados en el derecho 

sustantivo o procesal. Puesto que esta actividad requiere de una formación 

jurídica que el imputado usualmente no posee, la carencia de asistencia 

legal impediría una defensa eficaz y frustraría el objetivo de esta garantía 

(p. 379).  

La defensa técnica se fundamenta en los pilares de asistencia y 

representación. El primer pilar se refiere al soporte técnico especializado 

que se brinda al imputado, incluyendo la información detallada de sus 

derechos e intereses, así como el análisis de las implicaciones (pros y 

contras) tanto de los hechos imputados como del marco jurídico. El 

segundo pilar, la representación, implica que el abogado actúa en 

sustitución del imputado a lo largo del proceso, salvo en los actos que 

requieren la presencia personalísima del procesado. 

Según Del Valle Randich (2010) cabe indicar la triple naturaleza de 

la defensa: se define como pública por la función esencial que desempeña 

en el sistema de justicia; es libre, ya que su ejercicio no debe enfrentar más 

limitaciones que las estrictamente estipuladas por la legislación; y 

finalmente, su carácter profesional deriva de la necesidad de que sea 

solicitada y gestionada por un experto en la materia legal (p.20).  
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Para Reyna Alfaro (2024) El propósito primordial del derecho a la 

defensa técnica es asegurar que el imputado cuente con una defensa 

materialmente efectiva, siendo que, para esta efectividad, se requiere que 

el letrado disponga de las facultades para ejecutar actos defensivos, como 

el acceso oportuno al expediente fiscal en un periodo razonable. 

Adicionalmente, se garantiza la defensa pública o de oficio, lo cual exige 

que el Estado asigne un abogado defensor que debe desempeñar su rol de 

forma activa y diligente. Por último, es imperativo señalar que el derecho a 

una defensa eficaz es una prerrogativa de carácter irrenunciable para el 

procesado.  

7.8.3.5.El derecho a la Autodefensa. Consiste en la participación personalísima y 

activa del investigado en el proceso, con el propósito de resguardar su libertad 

y llevar a cabo las diligencias necesarias para prevenir una sentencia 

condenatoria u obtener la mínima punición legal.  

Para Vélez (1986) esta autodefensa se lleva a cabo de declaraciones 

que el acusado puede dar en cualquier etapa del proceso, tantas veces como 

sea necesario. Mediante el derecho a la autodefensa, el imputado está 

autorizado a presentarse ante la autoridad judicial en compañía de su letrado, 

con el fin de alegar y reivindicar personalmente los derechos que le 

corresponden. 

Este derecho habilito al imputado a presentar su propia versión de 

defensa. Sus elementos clave son el derecho a permanecer callado y a no ser 

obligado a incriminarse. 
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7.8.3.5.Derecho a confrontar la evidencia presentada. Para Faundez (1989) este 

derecho permite revisar todas las pruebas en su contra con el fin de 

analizarlas, cuestionarlas o, incluso usarlas a su favor. No se podría aceptar un 

proceso justo si se permitiera que una persona fuera condenada basándose en 

pruebas y testimonios que no tuvo oportunidad de conocer y refutar, para que 

la defensa sea realmente efectiva, se debe de garantizar que el inculpado tenga 

a disposición la totalidad de instrumentos y facultades para la articulación de 

su defensa (p. 367-368).  

De acuerdo con la postura del autor, esta garantía esencial permite al 

imputado ejercer una defensa activa al darle la potestad de acceder y 

cuestionar la evidencia que el Ministerio Público pretende utilizar en su 

contra, de esta manera, puede oponerse justificadamente a la ejecución de 

procedimientos investigativos si los considera inapropiados o contrarios a sus 

intereses. 

7.8.3.6.El derecho de no ser obligado a declarar contra sí mismo. Este componente 

del Derecho de Defensa impone la obligación de anular y excluir como medio 

de prueba cualquier declaración o confesión del imputado que haya sido 

conseguida bajo coacción o indebida presión (Maier, 1989, p. 367-368).    

Para Reyna Alfaro (2024) el derecho de no autoincriminación se 

encuentra reconocido por la norma procesal penal vigente, siendo un derecho 

fundamental que guarda relación con la garantía de defensa y el derecho al 

debido proceso, puesto que establece la posibilidad de elección en el 
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contenido de su declaración, el cual no necesariamente debe sujetarse a la 

verdad.  

Entonces, se tiene que el propio proceso pretende con esta garantía 

que el imputado sea sentenciado con más elementos que su propia 

declaración, teniendo incluso la posibilidad de mentir frente a la autoridad, lo 

cual no le afectaría de ninguna forma en la etapa de juzgamiento, debido 

porque este puede declarar en cualquier momento del proceso.  

7.8.4. Desarrollo del contenido constitucional protegido del Derecho de Defensa.  El 

elemento fundamental de un derecho (protegido por la Constitución) representa el 

nivel mínimo de protección que debe ser garantizado a todas las personas, según 

lo estipulado por la propia Constitución. 

 En cuanto al derecho de defensa a efecto de determinar este contenido 

esencial se examinará directamente, algunos pronunciamientos:  

• El Tribunal Constitucional (2002) estableció que se afecta el 

derecho a la defensa si, por causa de decisiones judiciales, una de las partes en un 

litigio no puede acceder a los medios indispensables para defender eficazmente 

sus intereses (Exp.N°1230-2002-HC-TC).  

• En su Sentencia del Exp.N°2028-2008-HC/TC, el Tribunal 

Constitucional (2008) precisó que el derecho de defensa abarca dos aspectos 

esenciales: la dimensión material, que permite al imputado ejercer su autodefensa 

desde el momento en que se le comunica la imputación; y la dimensión formal, 

que asegura contar con la asistencia de una defensa técnica durante todo el 

proceso. Ambas dimensiones, al formar parte del núcleo constitucionalmente 
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protegido del derecho, garantizan que ningún ciudadano caiga en un estado de 

indefensión. 

• Conforme a la Sentencia del Exp.N°04286-2012-PA/TC, el 

Tribunal Constitucional (2012) precisó que el derecho de defensa es un elemento 

indispensable del debido proceso. Este derecho fundamental se configura como un 

principio procesal que tiene como fin impedir la indefensión y asegurar el derecho 

a la contradicción respecto a los actos procesales que puedan afectar los intereses 

legales de quienes participan o tienen interés en el caso. 

• El Tribunal Constitucional (2006) mediante la Sentencia expedida 

en el Exp.N°7811-2006-PHC/TC), detalló las garantías que conforman el derecho 

de defensa. Este derecho asegura que las partes sean notificadas correctamente de 

las diligencias del proceso y comunicadas a tiempo de los cargos y la detención. 

Igualmente, garantiza la congruencia entre lo acusado y lo resuelto, el 

ofrecimiento de pruebas y la emisión de resoluciones fundamentadas, lo que es 

crucial para ejercer la doble instancia.   

Si bien se cuentan con diferentes pronunciamientos en torno al núcleo 

constitucional resguardado del derecho de defensa, queda claro que estos se 

dirigen a evitar la indefensión del imputado y propiciar la contradicción de los 

actos procesales, estableciendo sumamente relevante que el imputado conozca de 

forma oportuna lo que se le atribuye para poder ejercitar los demás derechos 

intrínsecos en la garantía de defensa.  

7.8.5. Principios inherentes al derecho de defensa.  Tras revisar el progreso sobre el 

núcleo esencial de la garantía de defensa, se entiende que dicho derecho lleva 
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implícitos principios cruciales, a saber: la prohibición de la indefensión y la garantía 

de contradicción. 

7.8.5.1. Interdicción de indefensión.  El postulado de la prohibición de la 

indefensión, se considera una garantía fundamental en los procesos judiciales 

y administrativos, mediante el cual se prohíbe que un ciudadano sea privado o 

limitado indebidamente de los medios de defensa que le corresponde, 

impidiendo que pueda participar efectivamente en el proceso y afectar sus 

derechos, generando la indefensión una vulneración de la garantía de defensa 

y la garantía procesal, que puede darse cuando se le impide a una parte alegar, 

justificar, demostrar o defender sus intereses legítimos. La máxima instancia 

de interpretación constitucional, en su Exp.N°1941-2002-AA/TC, indico que 

la indefensión se produce cuando un ciudadano es sancionado tras habérsele 

atribuido un acto u omisión antijurídicos, negándosele la oportunidad de ser 

escuchado o de presentar sus alegatos conforme a las debidas garantías del 

proceso (Tribunal Constitucional, 2003).  Para Gómez (202) se entiende por 

indefensión a la privación ilegítima de la capacidad de una persona para 

participar plenamente y en condiciones de igualdad en cualquier 

procedimiento que la afecta, siendo que esta restricción anula su oportunidad 

de realizar actos procesales esenciales (como ofrecer pruebas o postular 

argumentos) que son necesarios para garantizar que la decisión final del 

juzgado sea legalmente fundamentada y justa. 
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Este principio, conocido como interdicción, tiene como finalidad 

primordial garantizar la participación completa de las partes, salvaguardando 

así su derecho de defensa durante todo el proceso. 

7.8.5.2.Contradicción.  Para Picó (2008) la plena operatividad del derecho de defensa 

asegura a los litigantes la facultad de presentar sus argumentos jurídicos en 

apoyo de sus pretensiones y la posibilidad de contradecir los fundamentos 

formulados por la contraparte. La decisión final sobre si ejercer o no esta 

facultad de réplica es potestad exclusiva de la defensa. 

 Para Pava Lugo (2009) el derecho de todo ciudadano de poder 

expresar sus razones y ser oído constituyen seguridad jurídica.  

Del mismo modo, según Ferrajoli (1998) la refutación de la acusación 

por el imputado es un elemento central y concreto del derecho de defensa., 

siendo que para que cualquier proposición acusatoria sea aceptada tiene que 

ser contradicha, además sustenta en pruebas dadas por las partes, la decisión 

de condena solo procede ante la acumulación de pruebas necesarias, y en 

ausencia de cualquier elemento probatorio de descargo que pudiera fundar 

una absolución.  

Por lo que, el principio de contradicción debe ser considerado un 

elemento inherente al derecho de defensa, aplicable a todo el proceso, siendo 

su papel crucial en la etapa de juzgamiento donde la defensa refuta la 

acusación. Además, se afirma que la trascendencia de la contradicción radica 

en la búsqueda de la verdad (el fin del proceso penal), esta premisa es 

debatible. En realidad, el objetivo del proceso es resolver el conflicto 
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mediante la prueba de las alegaciones de cada parte, lo cual no siempre 

coincide con la verdad material de los hechos. 

7.8.6. Aplicación Debida del Derecho de Defensa.  Para Chowell (2008) la garantía de 

defensa, en su carácter irrenunciable e intransferible, debe ser asegurado de forma 

permanente y efectiva durante toda la tramitación del proceso penal, incluyendo 

desde la indagación inicial hasta la investigación formal y el debate en la sala 

(juzgamiento), estando su observancia es el presupuesto necesario para considerar 

que los intervinientes han gozado de un proceso justo y legal. 

Según Binder (1985) el poder sancionador del estado en la historia se 

encontraba plagada de injusticias y arbitrariedades, siendo este el motivo del 

desarrollo y consolidación del derecho de defensa, materializándose ello en 

tratados de derechos humanos y las cartas magnas de varias naciones, 

constituyéndose la defensa como una salvaguarda propia del imperio de la ley, 

siendo un requisito indispensable de validez y legitimidad del proceso, 

disminuyendo el margen de error en las sentencia al otorgar la controversia entre 

las parte, apartando al juez de emitir una decisión unilateral y arbitraria. La 

regulación idónea del derecho de defensa es crucial para establecer la equidad 

procesal y la igualdad de armas entre los litigantes. Ello asegura la integración de 

elementos de defensa (tanto técnicos como pruebas de descargo) garantiza la 

imparcialidad necesaria en la aplicación de las normas de derecho sustantivo. De 

esta manera, se previene la inclusión de actos irrelevantes y se asegura la 

observancia estricta de los trámites procesales obligatorios (Claría, 1998, p. 280).   

Entonces este derecho no solo es una garantía fundamental para el investigado, 
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imputado o acusado, sino que también constituye un componente indispensable de 

la estructura procesal. Al ser parte del debido proceso, asegura que las partes 

gocen de igualdad de oportunidades y facultades, lo que es crucial para 

salvaguardar el equilibrio dentro del proceso. 

7.9. El Secreto de la Investigación 

7.9.1. Base Legal.  El secreto de la investigación está normado en el Código Procesal 

Penal: el Artículo 68.3 autoriza a la Policía Nacional a disponer la reserva por un 

plazo prudencial, mientras que el Artículo 324, párrafo segundo, faculta al Fiscal 

a declarar el secreto de actuaciones o documentos por un periodo no mayor a 40 

días, solo si la publicidad obstaculiza el logro de la indagatoria (Código Procesal 

Penal, 2004). 

7.9.2. Naturaleza.  Es una disposición excepcional y temporal, en cuanto a ser 

excepcional la propia normal procesal establece que podrá disponerse el secreto 

siempre que el conocimiento de los actos del proceso pueda dificultar el éxito de 

investigación, y en cuanto a la temporalidad de acuerdo con el artículo 324 solo se 

podría disponer este secreto por el término de 40 días.  

Conforme al Recurso N°158-2024/Amazonas, la Corte Suprema precisó 

que la aplicación del secreto de la investigación es una medida excepcional que 

solo debe emplearse en casos de especial gravedad, siendo el objetivo de este 

secreto impedir que el investigado, al conocer las diligencias, pueda ejecutar 

maniobras o interferencias que frustren la búsqueda de la verdad de los hechos 

investigados (Corte Suprema de Justicia de la República, 2025).  
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Sobre el particular al referirse sobre que se aplica cuando el conocimiento 

de los actos del proceso pueda obstaculizar el logro de la indagatoria, se entiende 

que el objetivo principal del secreto es evitar que el imputado y las personas 

vinculadas obstaculicen la búsqueda de la verdad y la recolección de pruebas, 

pudiendo esto suscitarse de varias maneras como la destrucción u ocultamiento de 

pruebas, influencia en testigos (intimidar o coaccionar a testigos) y la fuga.  

7.9.3. Finalidad. De acuerdo con lo establecido en la propia norma procesal, la 

finalidad del secreto de la investigación es el logro de la indagatoria, que se puede 

entender como la eficaz administración de justicia.  

La eficaz administración de justicia se refiere a un sistema judicial que 

cumple sus objetivos de manera oportuna, con el uso óptimo de recursos, logrando 

paz social y seguridad jurídica, siendo su meta que se satisfagan las necesidades 

de los ciudadanos al resolver sus conflictos de forma efectiva y transparente. La 

tutela procesal efectiva engloba el respeto a los derechos de las partes y la 

observancia de todas las garantías procesales. Por lo tanto, se concluye que este 

respeto es fundamental para una administración de justicia efectiva. 

Para Cuentas (2019) la tutela procesal efectiva es una garantía 

constitucional que asegura a cualquier persona la posibilidad de acudir a un 

tribunal para que se resuelva su problema legal conforme a la ley. Esta garantía 

constitucional busca que el proceso judicial sea realmente útil y justo. 

De acuerdo con la Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 30 de 

junio de 2005 (Exp.N°05396-2005-AA), la tutela procesal efectiva (Art. 3 del 

Código Procesal Constitucional) es un concepto que comprende la doble garantía 
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del acceso a la justicia y el debido proceso. Esta tutela asegura que el ciudadano 

goce de un conjunto de derechos procesales, que incluyen la defensa, 

contradicción, igualdad de armas y la posibilidad de probar sus alegaciones. 

Por ello, al buscar una eficaz administración de justicia, es imperativo 

referirse a la tutela judicial efectiva, que asegura el cumplimiento de la totalidad 

de las garantías del debido proceso. De esta forma, se protegen todos los derechos 

procesales, entre los cuales se destaca el fundamental derecho de defensa. 

7.9.4. Plazo.  En la fase indagatoria se puede disponer por un tiempo prudencial, y en la 

investigación formalizada se dispone por un término máximo de 40 días (20 días 

dispuestos por el fiscal, prorrogables por 20 días con autorización del juzgado).  

La tramitación de la solicitud de prórroga del plazo de 20 días no requiere 

que se celebre una audiencia. Esta práctica se mantiene igual para otros 

requerimientos judiciales, incluyendo la disposición de formalizar investigación 

preparatoria, la solicitud de confirmación de incautación, y la autorización de la 

detención preliminar incomunicada, entre otros. 

Es preciso indicar que si bien el Código Procesal Penal no establece si 

debiese de darse una audiencia para que el Juzgado de Investigación Preparatoria 

resuelva la prórroga del secreto de las investigaciones, quedando este 

cuestionamiento, considero que, en el caso en concreto del secreto de la 

investigación, no debería de celebrarse una audiencia previa, por lo siguiente:  

• Dado que en toda audiencia debe existir contradictorio entre las 

partes, considerando que no se puede convocar a la parte a la cual se aplicará el 

secreto, porque podría obstaculizar la investigación, esto no influiría en nada que 
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el juzgado resuelva solo con lo que tenga, siendo ineficaz realizar una audiencia 

con solo una parte.    

• El acceso a la carpeta fiscal es un derecho que debe concederse 

para poder debatir durante una audiencia, donde surge la interrogante sobre la 

conveniencia de celebrar una audiencia donde una de las partes carece de 

conocimiento sobre el contenido al que debe oponerse. De igual modo, si la parte 

no presenta objeción, ¿qué efecto jurídico tendría la conformidad con un acto 

cuyo contenido es desconocido? Esta situación, particularmente cuando los 

documentos o actuaciones están en posesión exclusiva del fiscal, reduce la 

audiencia a un acto meramente formal y simbólico, una práctica que el nuevo 

modelo procesal busca evitar. 

• Para apoyar el argumento de tener una audiencia previa, se 

supondría que el Ministerio Público será la única parte presente en la audiencia. 

Pero ¿es factible celebrar una audiencia con una sola de las partes convocadas?  

Entonces, ¿cómo se desarrollaría la vista contradictoria y la argumentación?  

Entonces, conforme con el principio de economía del proceso, lo adecuado sería 

que la Fiscalía aportara por escrito las pruebas que respaldan sus pretensiones en 

esta instancia, junto con el cuaderno correspondiente. Esto nos llevaría de nuevo 

al concepto de audiencia simbólica. 

Empero, según la lectura de las normas, no hay ninguna cláusula que exija 

una audiencia antes de tomar una decisión. Dados los términos del artículo 132 

numeral 2 anteriormente citado, no existiría obligación para celebrar una 

audiencia en el presente caso. Téngase en cuenta que la norma procesal estipula 
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que las órdenes deben dictarse en una audiencia a menos que se indique 

específicamente lo contrario. 

La Resolución Administrativa N°96-2006-CE-PJ que aprueba el 

Reglamento General de Audiencias, cuyo artículo 10 detalla exhaustivamente las 

audiencias que debe dirigir el Juez de la Investigación Preparatoria, es notable que 

la prórroga del secreto de la investigación, regulada en el artículo 324.2 del 

Código Procesal Penal, no está incluida en dicho catálogo. 

A pesar de los argumentos contrarios, considero que el auto que extiende 

el secreto de la investigación no necesita audiencia. Esto se debe a que la medida 

impone una limitación de derechos en el ámbito probatorio. Dado que el derecho a 

la defensa legítima es fundamental, se debe aplicar el principio según el cual: "Los 

requerimientos del Ministerio Público serán debidamente apoyados e 

impulsados."   

Salvo ciertas restricciones, el Juzgado de Investigación Preparatoria 

resolverá de inmediato, sin ninguna tramitación.  El Juzgado de Investigación 

Preparatoria corresponderá notificarlo con antelación a todas las partes que 

intervengan en el procedimiento, en particular a la parte afectada, si no existe 

riesgo razonable de que la medida pierda su finalidad.  Asimismo, para decidir, 

puede ordenar mediante resolución no impugnada la celebración de una audiencia 

con la participación de la Fiscalía y de las demás partes. A la audiencia asistirán 

los comparecientes. 

Sin duda, el objetivo de mantener en secreto un procedimiento o 

documento en particular es recabar pruebas que apoyen el éxito del proceso. Nos 
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encontramos en la sección de pruebas del Código dentro de esta jerarquía 

conceptual. Al estar ubicada en el título de la búsqueda de pruebas y la restricción 

de derechos, esta medida tiene el efecto de prohibir o limitar la libre defensa de 

cualquiera de las partes involucradas en la acción judicial. 

Por lo tanto, puede afirmarse que la resolución (orden) que autoriza la 

prolongación de la confidencialidad de las investigaciones es plenamente 

compatible con el artículo 203.2 mencionado. El Juez de la Investigación 

Preparatoria debe resolver las solicitudes de manera inmediata y sin necesidad de 

trámites adicionales, según establece el primer apartado de esta norma. Sin 

embargo, esta celeridad se detiene solo bajo dos condiciones: a) la existencia de 

una norma específica que ordene una audiencia, o b) la ausencia de un riesgo 

justificado de que la finalidad de la medida se frustre. 

Estos dos requisitos se cumplen en la extensión de la confidencialidad. En 

primer lugar, no existe ninguna norma que exija una audiencia, ya que el CPP y el 

Reglamento General de Audiencias no la contemplan. En segundo lugar, existe un 

riesgo legítimo de que se pierda la eficacia de la medida si se convoca a audiencia 

a las partes a las que se les aplica la confidencialidad. Este riesgo es inherente a la 

naturaleza del secreto, cuyo objetivo es permitir a la Fiscalía la búsqueda de 

pruebas sin injerencia de la contraparte. 

Del análisis realizado, se concluye que celebrar una audiencia para 

resolver el pedido fiscal de prórroga del secreto de la investigación es innecesario 

e ineficaz. En cuanto a la resolución judicial que decide esta prórroga, el Juez de 

la Investigación Preparatoria debe limitar su fundamentación a elementos 
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generales y normativos, evitando informar a los involucrados sobre las 

actuaciones o documentos específicos que permanecerán en reserva. 

7.9.5. Sujetos.  De acuerdo con la norma procesal se puede aplicar a las partes del 

proceso, no existiendo una especificación en cuanto a que debería de centrarse en 

la parte imputada. Para Angulo (2012) a primera vista, debería quedar claro que el 

secreto sólo se aplicaría a aquellos que, por sus circunstancias, pudieran 

obstaculizar la investigación, como el sujeto investigado, siendo que la norma 

procesal la que indica que la función del secreto es mantener en reserva ciertas 

actuaciones o documentos con el fin de asegurar la eficacia de la investigación 

(p.145).  

Es preciso considerar la hipótesis excepcional de la agraviada o la 

actuación civil intenten sabotear la investigación. Durante la etapa preliminar, el 

fiscal reúne información crucial que puede conducir a la formalización de la 

acusación. Existe el riesgo de que el denunciante o agraviado, al surgir nuevos 

elementos de convicción, sea posteriormente considerado cómplice o autor 

mediato. Por ello, si una diligencia pudiera perjudicar indirectamente al 

agraviado, este podría obstruirla. En consecuencia, el fiscal está obligado a 

detallar en su disposición contra qué parte específica operará el secreto y cuáles 

son los criterios estratégicos que justifican su aplicación y los objetivos que se 

buscan.  

Es posible afirmar que la medida de secreto puede recaer sobre un 

interviniente procesal concreto o sobre todas las partes, siendo imperativo que el 

fiscal lo indique de manera taxativa. Asimismo, debe establecerse el límite 
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temporal durante el cual se mantendrá la reserva de los documentos o 

actuaciones. 

7.9.6. Etapa de aplicación. Se establece que la medida se aplica en la etapa de 

investigación preparatoria, entendiéndose esta como el periodo que se encuentra 

tanto en la indagatoria preliminar como en la formalización de investigación 

preparatoria en sentido estricto. 

7.9.7. Procedimiento para Disponer el Secreto de la Investigación.  La fiscalía está 

autorizada para decretar el secreto de la investigación mediante disposición desde 

la indagatoria preliminar, una vez que tiene conocimiento de un posible delito. 

Este secreto se puede mantener y prolongar hasta la investigación preparatoria 

formalizada, estando dicha táctica fiscal permite realizar notificaciones 

estratégicas, que en ocasiones coinciden con la aplicación de alguna medida 

coercitiva contra el imputado. 

En cuanto a la disposición del secreto en la investigación preparatoria esta 

podrá disponerse sobre determinados actos o documentos por el plazo máximo de 

40 días (20 días establecidos por el fiscal extendidos por 20 días solicitando esto 

previamente al juzgado).  

La solicitud de prórroga del plazo de 20 días para la disposición del 

secreto de la investigación no exige la realización de una audiencia, justificándose 

esta omisión por la naturaleza intrínseca de dicha herramienta procesal, 

equiparándose a otros actos judiciales que tampoco requieren audiencia, como la 

formalización de la investigación preparatoria, la confirmatoria de incautación o la 

autorización de detención preliminar incomunicada, entre otros.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                             
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El contenido del auto del Juzgado de la Investigación Preparatoria, según 

este estudio, debe limitarse a criterios generales y fundamentos normativos. Es 

esencial que la resolución no revele a los involucrados cuáles son las diligencias o 

documentos concretos a los que se aplicará la reserva. Dada la naturaleza 

reservada de las investigaciones, en la práctica, el acceso al expediente o carpeta 

de investigación está restringido únicamente a las partes del proceso, siendo que 

en el caso del secreto se podría limitar solo a una de las partes, los documentos 

sobre los cuales recae el secreto deberán de colocarse en un cuaderno diferente, 

mismo que deberá adjuntarse al cuaderno principal al concluir este secreto.   

Esta práctica se observa en el ordenamiento español, específicamente en 

los procesos que involucran a menores de edad, donde el secreto de algunas 

actuaciones investigativas se tramita en un incidente procesal distinto. La ley 

española indica que el defensor tendrá acceso integral a este incidente durante la 

etapa de juicio. Ello implica que, una vez levantada la reserva, el expediente 

reservado debe integrarse al principal para su remisión al juez competente antes 

del control de cargos (acusación) (Fuentes, 2016, p.67).  

7.9.8. Puede solicitarse en más de una oportunidad.  Existe el debate sobre si el 

secreto de las investigaciones puede solicitarse una sola vez o si, debido a la 

existencia de varios procedimientos o documentos, todas las solicitudes deben 

concentrarse en una sola petición. El fiscal encargado de la investigación tiene la 

facultad de reiterar la orden de secreto de sumario el número de veces que 

considere necesario, siempre y cuando la medida se aplique a actos o documentos 

diferentes. Esta posibilidad no está vetada por el Código Procesal Penal. 



 

56 
 

Dado que los veinte días son un plazo límite, es posible fijar términos 

cortos para las nuevas diligencias o para el examen de los documentos hallados. 

En el contexto de investigaciones complejas, la propia actividad investigativa 

suele generar nuevos elementos que, de forma justificada, necesitan que se aplique 

el secreto a determinadas actuaciones o documentación. 

Asimismo, se debe considerar que ordenar la confidencialidad de 

procedimientos o documentos que previamente han sido objeto de secreto no es 

posible por las siguientes razones claras: En la práctica, no existirían más secretos 

que proteger en una segunda ocasión. Más importante aún, el establecimiento 

continuo de plazos, uno tras otro, infringiría directamente la disposición del 

Código Procesal Penal que define tanto el plazo fiscal como el judicial como los 

límites temporales máximos e insuperables para cada medida. 

7.9.9. La posibilidad de cuestionar el secreto de la investigación.   Una vez levantado 

el secreto habiendo sido notificada la parte, esta podría cuestionar el secreto de la 

investigación con dos herramientas procesales como son la tutela de derechos y el 

control de plazos.  

En el contexto peruano, la tutela de derechos se establece en el artículo 71 

del Código Procesal Penal como un procedimiento procesal para la defensa de los 

derechos del imputado (Apolo Peralta, 2024, p. 66). Su objetivo principal es 

proteger y resguardar dichos derechos (San Martín Castro, 2020), permitiendo al 

imputado solicitar que se controle y se restablezca la situación jurídica cuando sus 

derechos sean vulnerados durante la formalización de la indagatoria. 
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El control de plazos de acuerdo con Huaroto (2023) es una institución 

jurídica que se caracteriza por ser garantista para la defensa y limita 

investigaciones extensas del ministerio público. Para este autor, el control de 

plazos es un arma de doble filo ya que si bien pone un límite a la investigación 

para lo prolongarla hace también que los casos sean archivados con mayor 

celeridad.  

Entendido esto, se tiene que en cuanto a cuestionar las razones por las 

cuales se dispuso la investigación en secreto se hará a través de una tutela de 

derechos, y en cuanto a cuestionar el plazo, se hará con el control de plazos. 

En el marco de la sesión judicial para la defensa de derechos por la 

aplicación del secreto investigativo, la Corte Suprema (Apelación 161-2022) 

sostuvo que la omisión de dicha audiencia representa un vicio procesal que puede 

ser subsanado. El Tribunal razonó que, a pesar de que el artículo 71, numerales 1 

y 4 del CPP prevé la intervención de las partes, el texto legal no erige la audiencia 

como requisito indispensable para la constitución de la tutela. Con base en esto, el 

Supremo Tribunal dictaminó que no se configura una causal de invalidez o 

nulidad por la ausencia de la audiencia (Corte Suprema de Justicia de la 

República, 2022).  

Por otro lado, mediante la Apelación 44-2024, Lima Sur, la Corte Suprema 

señaló que, al momento de plantearse la cuestión del plazo en la investigación 

secreta, estaba debe de realizarse con la sesión judicial de control de plazos y no 

con la tutela de derechos (Corte Suprema de Justicia de la República, 2024). 
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7.9.10. La Motivación del Secreto de la Investigación.   Toda decisión judicial o fiscal 

debe tener una motivación válida, de acuerdo la norma procesal y el propio 

procedimiento, aceptándose que una disposición que declare la confidencialidad 

(secreto) debe tener una razón y que las partes deben ser informadas esto 

conforme el artículo 324.2 de la norma procesal. 

Al contrario, de ningún modo se pretende obstaculizar la investigación 

impidiendo que una o varias partes tengan conocimiento de algún documento o 

actuación, ¿Cómo puede mantenerse en secreto la causa de la ocultación para esa 

parte si normalmente coincide con la motivación principal de la acción? Debería 

especificarse en la decisión fiscal que documentación o actos permanecerán en 

secreto y las razones por las que, si hemos de guiarnos por el fundamento de 

adecuada fundamentación de los actos procesales del juez. La mera explicación de 

las razones por las que se exige tal secreto bastaría para alertar a cualquier persona 

razonablemente suspicaz sobre la naturaleza de la acción o del documento que se 

mantendrá como tal. Por lo tanto, al informar a las partes, el secreto pierde su 

eficacia porque no cumplirá su objetivo, que es garantizar la eficacia de la 

indagatoria.  

No debe suponerse que esta fase es secreta para las distintas partes en el 

proceso, aunque no sea pública como el juzgamiento (visible para todas las 

personas), existe apertura al desarrollo de la investigación al querellante, al 

abogado defensor y a las partes civiles, siendo que existen situaciones en las que 

la confidencialidad es esencial la eficacia de la indagatoria. Incluso para las 

personas que participan en el proceso, las normas procesales, que tienen varias 
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modalidades, permiten el establecimiento de la confidencialidad por un período 

limitado de tiempo en estas situaciones (Binder, 2015, p. 241).  

Debemos emplear la herramienta de ponderación para decidir qué 

principio debe priorizarse en esta situación concreta porque nos enfrentamos a un 

conflicto de ideales.  De ello se deduce que, si los principios en conflicto son, por 

un lado, priorizar el logro y buen resultado de la investigación restringiendo o 

limitando una garantía esencial en virtud del principio de bien común mientras 

que, en segundo lugar, se encuentra la exigencia de fundamentar las 

sentencias/decisiones del principio de la motivación de las resoluciones, entonces 

este último debe primar una vez más sobre el principio de la debida motivación 

para priorizar el éxito de la investigación. 

Esto tiene sentido porque, en definitiva, si se exige que la decisión fiscal 

incluya una descripción detallada del contenido confidencial (el documento o la 

actuación), esta obligación de motivación anularía el propósito de la discreción. 

Revelar el fundamento y los detalles de la actuación informaría a las partes y, por 

ende, pondría en riesgo el buen fin de la investigación.  Es evidente que, 

informando a las partes de esta cláusula, éstas serían conscientes de las 

particularidades de la confidencialidad que se pretendía mantener. 

Puede deducirse que el requisito de notificar la disposición a las partes se 

deriva del hecho de que los fiscales o sus asistentes de ninguna manera pueden 

evitar que una parte consulte los actuados fiscales sin previo aviso.  Por lo tanto, 

la parte no puede escandalizarse en caso de no poder tener acceso a alguna 

documentación o actividad cuando acude a la fiscalía para examinar la carpeta. 
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Dado que la restricción de acceso al expediente no estaría respaldada por una 

resolución legítima del fiscal que supervisa el caso, tal circunstancia sería 

arbitraria.  Según la teoría, la parte sobre la que va a realizarse la reserva (secreto) 

debe reconocer que se está cercenando su derecho en favor de otro de mayor 

importancia relativa en ese momento concreto, sabiendo desde antes que no podrá 

tener acceso a establecidos actos a lo largo de un periodo de tiempo determinado. 

Se garantiza a la parte afectada por el secreto que sabrá exactamente durante 

cuánto tiempo no podrá acceder a esa información; al término de ese tiempo, se le 

permitirá dejar constancia de las actuaciones realizadas.  Es evidente que el 

método funciona mejor si, como ya se ha dicho, las actuaciones se llevan a cabo 

en un cuaderno distinto, de modo que no se vulnere el derecho de la parte a 

examinar la parte restante del expediente que no esté protegida por la cláusula de 

confidencialidad (Salinas Siccha, 2007, p. 14). 

Según esta hipótesis, la disposición fiscal sólo debería incluir 

justificaciones generalizadas y normativas que permitan ordenar el secreto de 

actuaciones o documentación con el objetivo de mantener el logro de la diligencia 

además de atenerse a la condición de notificación a ambas partes. No debe 

motivarse en sentido estricto. 

No obstante, se recomienda la existencia de dos resoluciones diferentes: la 

primera, de carácter formal, establecería el secreto de la indagatoria con un 

lenguaje preciso y sustento estrictamente normativo. La segunda, que se 

mantendría en un expediente aparte, contendría la motivación específica y 

probatoria que respalda la aplicación del secreto, confiriéndole así la solidez 
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jurídica requerida. Esta hipótesis es sin duda dudosa dado que el sentido del 

artículo 324, apartado 3, se dirige al investigado para que sea informado una vez 

concluido el secreto, una vez practicadas las diligencias. 

7.10. Reserva de la investigación  

7.10.1. Base Legal.   Según el artículo 324, primer párrafo, del Código Procesal Penal, el 

acceso al expediente fiscal está restringido únicamente a las partes procesales y a 

sus abogados debidamente acreditados en el caso.  

7.10.2. Aplicación.  Es un instrumento amparado por la ley que restringe el acceso a la 

información de un caso a personas ajenas al proceso. Esto significa que solo las 

partes directamente involucradas, como el fiscal, el investigado y sus respectivos 

abogados, tienen acceso a los detalles de la investigación. 

7.10.3. La reserva y el principio de publicidad del proceso penal.  Tanto la reserva 

como el principio de publicidad son dos pilares fundamentales del proceso penal 

que, a primera vista, parecen opuestos, pero en realidad actúan de manera 

complementaria en diferentes etapas del mismo proceso. Su relación es de tensión 

y equilibrio, y su aplicación correcta es crucial para garantizar un proceso justo.  

El principio de publicidad es un pilar de la justicia en un estado 

democrático. Se basa en la idea de que la administración de justicia no debe ser 

secreta, este principio tiene su base normativa en la carta magna artículo 139 

inciso 4.  

 La transparencia de los procesos está íntimamente ligada al derecho de la 

ciudadanía a participar siendo que la publicidad en la etapa de juzgamiento 
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permite la intromisión ciudadana de forma indirecta, logrando controlar la labor 

judicial dentro de lo que se considera opinión pública (Salinas Mendoza, 2012).  

Tiene dos dimensiones principales: 

• Publicidad interna: Se refiere al derecho de las partes del proceso 

(imputado, víctima, abogados) de conocer todas las actuaciones judiciales y los 

elementos de prueba. La transparencia procesal es una condición indispensable 

para el ejercicio efectivo del derecho de defensa, porque permite que el proceso 

sea secreto para los intervinientes lo convertiría en un acto de arbitrariedad 

• Publicidad externa: Es el derecho de la ciudadanía y los medios de 

comunicación a presenciar los actos del proceso, especialmente el juicio oral. Esto 

permite el control social sobre la administración de justicia, fomenta la 

transparencia, previene la corrupción y aumenta la confianza de la sociedad en sus 

tribunales. 

Este principio está consagrado en muchas constituciones y tratados 

internacionales como una garantía del debido proceso.  

La reserva de la investigación es una excepción temporal y necesaria al 

principio de publicidad. Su aplicación se limita a la fase indagatoria de la 

investigación, antes de que se inicie el juicio oral. Su objetivo principal es 

proteger la eficacia de la indagatoria.  

• Resguardo de la indagatoria: si se divulgará los detalles de la 

indagatoria (testigos, pruebas, planes de acción) podría alertar a los delincuentes y 
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a otros implicados, permitiéndoles fugarse, destruir pruebas o influir en testigos. 

La reserva busca evitar que la investigación se frustre. 

• Resguardo de las garantías del investigado: si es que se da la 

exposición pública del investigado antes de que se le demuestre su culpabilidad 

puede resultar en un perjuicio irremediable a su reputación, protegiendo la reserva 

la presunción de inocencia de este investigado.  

• Protección víctimas y testigos: En casos sensibles (delitos sexuales, 

trata de personas), la reserva puede ser crucial para proteger la identidad y la 

integridad de las víctimas y testigos. 

Para Salinas Mendoza (2012) en la fase de formalización de investigación, 

existe una limitación a la publicidad de las actividades del estado que no ha sido 

establecida en la Constitución, teniendo como fundamento de esta reserva o 

secreto sumarial, garantizar el éxito de las investigaciones, para evitar la 

impunidad y garantizar la seguridad de la ciudadanía, no obstante, esta reserva de 

la investigación se convertido en una simple formalidad a través de la cual la 

policía nacional legitima sus actividades. Se considera necesaria la reserva en la 

investigación porque la publicidad atentaría el éxito de toda investigación porque 

se perdería la espontaneidad en declaraciones, siendo que los testigos podrían ser 

advertidos y preparados, provocando un grave desmedro de la verdad (García, 

1980, como se citó en Salinas, 2012).  

En suma, esta figura jurídica y el principio de publicidad no son 

contradictorios, sino que se complementan. La reserva es una herramienta 

necesaria para la eficacia de la justicia en su fase inicial, mientras que la 
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divulgación es un mecanismo de transparencia y control social en la fase decisiva 

del procedimiento. El equilibrio se encuentra en la transición de una fase a la otra: 

la reserva permite que la investigación se desarrolle sin interferencias, y la 

publicidad asegura que el juicio final sea justo y abierto al escrutinio público. 

7.10.4. Discrepancias entre Secreto y Reserva de la Investigación.  Si bien existe la 

tendencia entre algunos profesionales del derecho a equiparar los términos 

"reserva" y "secreto", la legislación procesal penal los diferencia. La principal 

discrepancia entre ambas figuras se encuentra en el alcance subjetivo, es decir, 

quiénes están excluidos del conocimiento de los actos.  

La reserva se define como un límite que restringe conocer el proceso a 

todo ciudadano que no sea la parte procesal, según lo establecido en la norma 

procesal, este límite abarca a aquellos sujetos (incluidos abogados) quienes, a 

pesar de haber intervenido en diligencias específicas, no han formalizado su 

apersonamiento. En consecuencia, para acceder a los actuados fiscales, es un 

requisito indispensable la presentación del escrito de apersonamiento. 

El Código Procesal Penal busca garantizar la garantía constitucional de 

defensa, que implica que el investigado pueda conocer todos los documentos y 

hechos imputados para contradecirlos. Si el investigado opta por una defensa 

técnica, debe apersonarse formalmente al proceso (pudiendo requerir un defensor 

público). En resumen, la falta de apersonamiento impide a cualquier sujeto 

procesal acceder al contenido de las investigaciones, independientemente de las 

notificaciones que reciba. 
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La utilización del denominado secreto de la investigación debe ser 

estrictamente singular, dado que su aplicación representa una limitación temporal 

al derecho fundamental de defensa. La aplicación de dicha medida alcanza a todas 

las partes involucradas en la indagatoria y su vigencia total no puede superar los 

cuarenta días. La Fiscalía puede imponerla por veinte días iniciales, y el plazo 

restante, hasta otros veinte días, debe ser autorizado mediante una prórroga por el 

juzgado. Este plazo puede ser reducido a discreción del Fiscal. 

El subtítulo "Reserva y Secreto de la Investigación" puede inducir a error 

al sugerir que el secreto puede extenderse a la totalidad de la indagatoria. No 

obstante, de la lectura del numeral 2 del indicado artículo revela que la medida 

solo puede versar sobre un acto o documento específico. Esta atingencia implica 

una limitación fundamental: el secreto no puede disponerse sobre la integridad del 

proceso, lo cual define la correcta forma de aplicación de la medida. 

Al resolver el Recurso 44-2024, Lima Sur, la Corte Suprema de Justicia 

(2025) determinó que el factor diferenciador entre la figura de la reserva y la del 

secreto de la investigación es, fundamentalmente, el grado de acceso que se 

confiere: la reserva establece que el conocimiento del expediente fiscal está 

limitado a las partes procesales y su defensa, mientras que el secreto opera como 

una restricción temporal del acceso de dichas partes a la información hasta su 

levantamiento. 

Teniendo en cuenta que tanto la reserva como el secreto son excepciones 

al fundamento del proceso de publicidad judicial, mediante el cual se permite 

otorgar la seguridad de realizar un proceso con justicia, dado que su naturaleza 
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diferente se encuentra centrada en a quienes afecta la reserva y el secreto, 

mientras en el secreto se afecta a una determinada parte (preponderantemente el 

imputado) por estrategia fiscal y como parte de la indagatoria buscando el éxito de 

la indagatoria, en la reserva se limita el acceso a lo investigado a personas 

extrañas que podrían poner en riesgo la misma.  

7.11. Jurisprudencia Nacional Relevante 

7.11.1. Casación N°373-2018, Nacional. En esta ejecutoria el máximo órgano judicial 

señaló que en cuanto al secreto de la investigación este debe limitarse a algunos 

actos o documentos de la investigación esto realizando el análisis conjunto del 

artículo 68 y el artículo 324 del Código Procesal Penal, de ningún modo pudiendo 

disponerse el secreto respecto de toda la investigación. A su vez, la corte expreso 

que es necesario que el secreto de la investigación se justifique de forma 

razonada, que permita que una vez notificado del secreto, la parte afectada pueda 

recurrirla en caso considere la desproporcional y arbitraria la medida, pudiendo el 

órgano judicial confirmar si la decisión era necesaria para asegurar el 

funcionamiento efectivo del sistema judicial, y si dicha acción fue sopesada o 

equilibrada frente a la garantía de defensa (Corte Suprema de Justicia de la 

República, 2018).  En esta casación en cuanto a la garantía de defensa y el secreto 

de la indagatoria, se tiene como relevante que para disponer esta figura procesal 

es necesario que exista un equilibrio entre la eficiencia judicial y las garantías de 

defensa para determinar si lo dispuesto por el fiscal era necesario, siendo 

indispensable que exista una adecuada motivación que permita a la parte afectada 

indicar y cuestionar que la medida haya sido en su caso desproporcional.  
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7.11.2. Recurso de Apelación 11-2022.  En esta apelación, el máximo órgano judicial 

señaló a diferencia de la anterior casación que debe existir una ponderación entre 

el derecho del investigado de defenderse frente al propio secreto de la 

investigación, siendo necesario que el secreto de la indagatoria se encuentre 

debidamente fundamentadas, además que no se consideró una violación alguna al 

superar el plazo de los cuarenta días, esto señalado por el art. 68 del Código 

Procesal Penal que otorga un plazo prudencial (Corte Suprema de Justicia de la 

República, 2022).   

Es menester señalar que si bien esta apelación hace referencia a la 

adecuada fundamentación de la disposición de investigación conforme a lo 

indicado en la Casación 373-2018, no concuerda en cuanto al plazo porque deja la 

posibilidad que no se tome en cuenta como límite máximo los cuarenta días 

indicados en el artículo 324, pudiendo disponerse por un plazo mayor.  

7.11.3. Primer Pleno Jurisdiccional 2019- Acuerdo Plenario N°06-2019-CSJPE. Los 

órganos judiciales superiores especializados en Delitos de Crimen Organizado y 

de Corrupción de funcionarios, debatieron con relación a si el secreto de la 

indagatoria comprendería la atribución de cargos al investigado.  

Desarrollando que ninguna norma penal que limita las garantías del 

investigada puede aplicarse de forma análoga, siendo el caso que el art. 68 de la 

norma procesal, no faculta el “secreto de la imputación” estableciéndose que si se 

dispone el secreto de la atribución de cargos se afectaría el fundamento de 

legalidad, no siendo posible que el fiscal abuse de esta figura procesal que 

vulneraría la garantía de defensa y averiguación del investigado, sobre este punto, 



 

68 
 

este Pleno estableció que cualquier limitación impuesta por el secreto de la 

investigación debe someterse a un test de proporcionalidad, demostrando que es 

necesaria e idónea para lograr los objetivos de la reserva/secreto. Además, se 

aclaró que esta restricción se aplica al secreto de la investigación, y no al secreto 

de la imputación (la atribución de cargos).  

Para Castillo Alva (2008) la notificación de la imputación debe 

interpretarse extensivamente, trascendiendo la mera comunicación del acto 

conclusivo del Ministerio Público. Representa una exigencia impuesta a todos los 

poderes públicos de transmitir de manera oportuna la información sobre los 

cargos. La importancia de este derecho radica en que es la condición sine qua non 

para que el ciudadano pueda activar y ejercer sus derechos fundamentales de 

defensa. 

 En cuanto a este extremo tocado en el Pleno, no se tiene mayor duda que 

no debe existir un secreto a la imputación de las partes, esto porque se conllevaría 

a una vulneración a los derechos del imputado, deviniendo en que el mal uso de 

las figuras procesales suponga un retroceso al sistema inquisitivo, en el cual no se 

pretende un debido proceso, sino que el juez se centra en la idea que el imputado 

es culpable.  

 

7.12.  Otros Sistemas En Relación Con El Secreto De La Investigación Penal 

7.12.1. Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 

7.12.1.1. Caso Palamara Iribarne contra Chile. De esta sentencia la CIDH evalúo 
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el caso Humberto Palamara, un militar en retiro de la Armada de Chile, quien 

escribió un libro titulado “Ética y servicios de inteligencia”, el cual pretendía 

publicar, no obstante las autoridades militares chilenas prohibieron la 

publicación del libro, incautando los ejemplares del libro, los originales, todo, 

sin alguna orden judicial adecuada, asimismo el señor Palamara fue procesado 

y condenado por diversos delitos, los cuales no tomaba conocimiento hasta 

que se hacía efectiva alguna medida de coerción personal.  

Al respecto conociendo el caso del señor Palamara al CIDH estableció 

que la garantía de publicidad se rompe cuando es imposible ofrecer pruebas y 

acceder a la investigación, asimismo de acuerdo con el artículo 8.2.d) del 

Convenio, Desde la apertura del proceso, debe operar el más alto estándar de 

protección procesal, con el fin de garantizar que la persona imputada pueda 

ejercer su derecho de defensa durante la totalidad del desarrollo de la causa 

(Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2005). 

En este pronunciamiento este órgano judicial indico que Palamara 

Iribarne en ningún momento pudo defenderse completamente por desconocía 

lo que se le atribuía, por lo cual no solo se rompió el fundamento de 

publicidad procesal, sin la propia garantía del derecho de defensa.  

7.12.1.2. Caso González Medina y Familiares versus República Dominicana.  En 

esta sentencia la Corte Interamericana de Derechos Humanos (2012) analizo 

el caso de la desaparición forzada de Narciso Gonzales, quien era una figura 

pública que realizaba por sus juicios a Joaquin Balanger y su gobierno, 

ocurriendo su desaparición en mayo de 1994 luego que ofreciera una 
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conferencia donde critico al gobierno, la limitación desarrollada en este caso 

que nos importa en relación a la presente investigación es la negativa del 

acceso al expediente de la víctima, bajo el pretexto del “secreto de la 

investigación”, siendo que el derecho a la verdad, a la justicia y sus familiar 

no pueden ser subordinadas a la discrecionalidad del estado, siendo que la 

Corte ha considerado aceptable que en algunas circunstancias las actuaciones 

realizadas durante la etapa indagatoria en el litigio penal puedan mantenerse la 

confidencialidad para garantizar el funcionamiento óptimo del sistema 

judicial, siendo responsabilidad del Estado garantizar la potestad de restringir 

la difusión de la información procesal, en la medida en que dicha restricción 

sea aplicada con medidas apropiadas y sin menoscabar el ejercicio de los 

derechos de las víctimas.  

Aunque esta sentencia hace referencia a la reserva de la investigación 

al indicar quienes tienen acceso de la carpeta fiscal, es preciso tener en cuenta 

que la CIDH reconoce que es posible mantener en secreto algunas 

actuaciones con el propósito de lograr la eficacia del aparato judicial.  

7.12.2. España- Sentencia 7329-1997.  

En esta sentencia se establece que el secreto del sumario es una medida 

que, si bien restringe la garantía de defensa durante la etapa de investigación en 

todo momento que este secreto sea proporcional y temporal, no vulnera la garantía 

a un procedimiento público en donde la garantía de defensa tenga oportunidad de 

ejercer sus derechos en la etapa intermedia o de juzgamiento. La sentencia valida 

la figura del secreto de sumario como una herramienta necesaria para eficacia de 
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la justicia, siempre y cuando se aplique de manera excepcional, temporal y 

justificada, y sin que la limitación al derecho de defensa no debe mantenerse por 

un período superior al que sea indispensable para el buen fin de la investigación 

(Tribunal Supremo de España, 1997).  

Al igual que en las sentencias nacionales se hace referencia a que el 

secreto de la indagatoria si es una disposición que restringe la garantía de defensa, 

no obstante, la aplicación justificada no afectará la garantía de la publicidad 

procesal, esto, considerando que la defensa del investigado no cesa, sino que 

continúa ejerciéndose plenamente en la fase intermedia y en el juzgamiento.  

7.13. Motivación de las Resoluciones  

7.13.1. Definición de Motivación. De acuerdo con lo indicado por Gascón y García 

(2003) el terminó motivación parece referirse indistintamente a la justificación y 

los fundamentos de una decisión, siendo que no siempre los motivos son 

necesariamente razones justificadoras, estando a que la exigencia de motivación 

no es el termino más idóneo para designarla como la fundamentación de una 

sentencia (p. 135).  

Para estos especialistas, la palabra 'motivación' debe interpretarse como la 

justificación legal de un fallo, comprendiendo el acervo de argumentos que 

sustentan la resolución resultante.  

A escala internacional, el precedente judicial de la CIDH ha establecido 

que la justificación de manera adecuada y suficiente de los autos judiciales 

constituye una de las garantías fundamentales para la administración de justicia, 
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reflejado en esta postura en la legislación peruana, donde la Constitución ha 

elevado este principio al estatus de derecho fundamental (Diaz Colchado, 2021).  

De acuerdo con Diaz Colchado (2021) el entendimiento del derecho a la 

debida motivación ha planteado serios problemas interpretativos dentro del ámbito 

constitucional peruano, puesto que al inicio se hacía referencia que si bien el 

Tribunal Constitucional sostuvo que la debida motivación obliga a los jueces a 

expresar el proceso mental que utilizaron para resolver la controversia, esta visión 

choca con la realidad. Al ser el razonamiento de quien juzga un proceso mental 

inherentemente subjetivo, no es posible fiscalizar o controlar dicho proceso, ya 

que este se mantiene siempre en el ámbito de su ámbito interior. 

De ahí señalo Taruffo (como se citó en Díaz Colchado, 2021) la 

preocupación central no es dilucidar la forma o el momento en que el juzgador 

formó su convicción personal, sino las razones que legitiman la resolución. En 

este sentido, la motivación es equivalente a la justificación: se exige al juez que 

rinda cuentas mediante la exposición de argumentos basados en el caso y el 

derecho aplicable, con total independencia de las deliberaciones internas que haya 

tenido. 

Entonces debemos entender que motivar a fin de entender la debida 

motivación es justificar una decisión, siendo que para que una decisión este 

correctamente motivada debe cumplir dos puntos principales: que los hechos 

deben estar respaldados por pruebas y las razones jurídicas deben ser validas.  

7.13.2. La Debida Motivación de las Resoluciones Judiciales en la Constitución.  Se 
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halla normado en la Constitución Política del Perú, específicamente en el numeral 

5 del artículo 139, donde se le confiere la categoría de derecho y, 

simultáneamente, de principio aplicable a la administración de justicia, siendo 

reconocido como el derecho que garantiza que los involucrados en un conflicto 

legal entiendan por qué se llegó a una determinada decisión, logrado ello cuando 

la autoridad expone las razones de hecho (los eventos y circunstancias) y las 

razones de derecho (las leyes y principios legales) que respaldan su veredicto.   

Para Atienza la motivación judicial tiene como elementos: una narración 

concreta de los hechos, identificar el problema, identificar las cuestiones a que se 

puedan arribar, respuestas a los problemas, argumentos a favor y en contra de las 

respuestas, solución de problemas y la decisión que toma el juez (Atienza, 2017, 

como se citó en Cerdán Delgado, 2023).  

En la sentencia expedida en el Exp.N°07025-2013-AA/TC, se estableció 

que la garantía de justificación suficiente de las decisiones judiciales busca 

garantizar el conflicto entre las partes sometido a su conocimiento y competencia 

sea resuelto exponiendo los fundamentos factuales y legales que justifican su 

decisión. Estando a ello, la motivación judicial debe manifestarse necesariamente 

por escrito y mencionando, expresamente, la norma jurídica a aplicarse en cada 

caso en concreto, además el desarrollo del factico que lo sustentan (Tribunal 

Constitucional, 2015).  

En pocas palabras, el derecho a la motivación suficiente busca asegurar el 

conflicto entre las partes sometido a su conocimiento y competencia sea resuelto 

exponiendo los fundamentos de hecho y de derecho que respaldan su resolución.  



 

74 
 

7.13.3. Sentencias Clave del Tribunal Constitucional sobre la Motivación 

7.13.3.1. Exp.Nº1230-2002-HC/TC.  Esta sentencia es fundamental porque fue una 

de las primeras en desarrollar ampliamente el contenido constitucionalmente 

protegido de la debida motivación.  

El Tribunal estableció que la fundamentación no únicamente es un 

elemento formal, más bien es un derecho fundamental del debido proceso. 

Señaló que la falta de motivación o una motivación deficiente equivale a la 

ausencia de un fallo judicial (Tribunal Constitucional, 2002). 

7.13.3.2. Exp.Nº0090-2004-AA/TC.  En el presente caso, el Tribunal Constitucional 

(2004) distinguió entre motivación aparente, deficiente o insuficiente. Aclaró 

que no es lo mismo que una resolución no contenga ninguna justificación 

(motivación inexistente) a que la justificación sea tan pobre que no permita 

entender el razonamiento del juez (motivación insuficiente). También se 

enfatizó que el juzgado debe considerar a los argumentos centrales de la parte 

investigada y agraviada, aunque no esté obligado a contestar a cada uno de 

ellos. 

7.13.3.3. Exp. Nº04295-2007-PHC/TC. Conocida como la "sentencia sobre la 

motivación cualificada", el Tribunal Constitucional (2008) profundizó en los 

criterios de la motivación, señalando la existencia de defectos de motivación 

internos y externos. 
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• Defectos internos: Se refieren a la falta de coherencia lógica entre 

las premisas (hechos y leyes) y la conclusión. Un ejemplo es cuando la 

justificación no se deriva lógicamente de los fundamentos expuestos. 

• Defectos externos: Se presentan cuando las premisas mismas no 

están debidamente sustentadas en las pruebas o en la normativa legal. La 

sentencia explica que un juez no puede "inventar" hechos o aplicar normas de 

manera arbitraria. 

7.13.3.4. Exp. Nº00728-2008-PHC/TC.  En esta resolución judicial se analizó en 

detalle la obligatoria justificación de los fallos que restringen derechos 

básicos, como es el caso de la prisión preventiva.  

El TC sostuvo que, en estos casos, la motivación debe ser 

especialmente rigurosa y exhaustiva (una "motivación reforzada" o 

"cualificada"). La justificación no solo debe ser clara y lógica, sino que 

también debe demostrar cuan necesaria y adecuada es la medida.  

7.13.3.5. Exp. Nº00661-2015-PHC/TC. Mediante este fallo, el Tribunal 

Constitucional (2018) ratificó y consolidó la doctrina existente, estableciendo 

los supuestos de vicios en la motivación que pueden generar la nulidad de una 

resolución. Estos supuestos incluyen la motivación inexistente, la motivación 

aparente, la motivación insuficiente, la motivación defectuosa o la motivación 

incongruente, cuando la deficiencia en la motivación ocurre por omitir la 

respuesta a las alegaciones y peticiones de los litigantes.  

7.13.4. Motivación de las Disposiciones Fiscales.  De acuerdo con lo establecido en el 
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fallo expedido en el expediente N°01394-2022-PA/TC-Arequipa, el derecho de la 

debida motivación abarca todos los organismos públicos, independientemente de 

si ejercen o no funciones jurisdiccionales, incluyendo los fiscales quienes, al 

resolver los casos, deben de describir razones y justificaciones objetivas para la 

decisión, las cuales deben ser congruentes con las peticiones de las partes y 

ofrecer un sustento adecuado (suficiente). Es fundamental que estas razones se 

deriven tanto de la aplicación de las normas legales pertinentes como de los 

hechos establecidos en la investigación 

Del mismo modo, el tribunal indicó que la debida motivación se vulnera 

también cuando es aparente, es decir, cuando carece de los requisitos mínimos de 

justificación o es meramente formal. Por lo tanto, toda resolución fiscal que no sea 

adecuada, suficiente y congruente será considerada arbitraria. Sin embargo, no 

cualquier error en la decisión implica automáticamente la violación de este 

derecho (Tribunal Constitucional, 2024).  

En este contexto, el presupuesto de la justificación suficiente en las 

disposiciones fiscales resulta indispensable para este estudio, siendo la hipótesis 

fundamental que la falta de parámetros definidos para decretar el secreto de la 

investigación conlleva una violación de la garantía de defensa del investigado.  

7.14. Propuesta: Test de Proporcionalidad  

7.14.1. Derechos Fundamentales. Para Alexy (1993) se entiende por derechos 

fundamentales a aquellos derechos que tienen su fuente en la dignidad humana y 

cuya validez es garantizada por el marco jurídico de un Estado sujeto a la 

Constitución y la ley.  
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En pocas palabras los derechos fundamentales son aquellos que en su 

ámbito y/o actuación que se encuentran reconocidos por la Constitución sea de 

forma explícita o implícita.  

7.14.2. Concepción de lo que es derecho fundamental 

7.14.2.1. Contenido Limitado.  En esta teoría se entiende que todo derecho 

fundamental tiene sus límites establecidos por la propia Constitución, no 

siendo necesario acudir a algún elemento de delimitación (Mariscal Rivera, 

2019). Asimismo, esta teoría propugna que dado que los derechos 

fundamentales se encuentran debidamente delimitados no pueden existir 

colisiones entre derechos fundamentales. Al respecto Mariscal Rivera (2019) 

refiere que en esta teoría se indica que las colisiones entre los derechos 

fundamentales son apariencia, porque cada derecho tiene su propio limite y es 

congruente con los otros derechos reconocidos, bastando una interpretación 

teológica que determinar la delimitación de las garantías de cada derecho 

básico.  

Entonces con dicha teoría no se acepta que existan colisiones entre 

derechos fundamentales, porque cada derecho tiene un centro y una 

delimitación que permitirá en caso de dudas resolverse.  

7.14.2.2.  Normas principios o mandatos de optimización. Con esta teoría no se 

niega que exista una delimitación de los derechos humanos en nuestra carta 

magna, sino que se sostiene que existen supuestos en los cuales pese a la 

interpretación teleológica, no se logra salvar la contraposición de los 

alcances de cada derecho fundamental, siendo que muchos derechos no 
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siempre contienen una regulación sistemática y congruente, indicando que 

surge la necesidad de utilizar un instrumento metodológico para poder 

identificar la limitación de un derecho, siendo este instrumento el test de 

proporcionalidad (Mariscal Rivera, 2019).  

7.14.3. Definición.  Para Mariscal Rivera (2019) el Test de Proporcionalidad es un 

método de análisis que carece de subjetividad, articulado en la estructura de 

idoneidad, necesidad y proporcionalidad estricta. Su función es determinar, ante 

un conflicto normativo o de derechos, la prelación de un derecho, bien o principio 

constitucional sobre otro de la misma naturaleza, asegurando así la aplicación 

efectiva de la garantía que ostente un mayor peso axiológico frente a la 

controversia suscitada.  

Alexy desarrolló el Test de Proporcionalidad a partir del estudio de la 

dinámica entre derechos de carácter individual y bienes de naturaleza colectiva. Él 

estableció la diferencia entre un derecho subjetivo individual y un bien colectivo, 

entendido como los beneficios que la organización política genera para la 

sociedad. En situaciones de colisión entre derechos, se hace imperativo preservar 

tanto las garantías individuales como los intereses colectivos. Concluye que, dado 

que las normas constitucionales que reconocen estos elementos poseen la 

estructura de principios, el test resulta indispensable ante su concurrencia 

conflictiva (Alexy, 1993).  

Para Bernal (como se citó en Mariscal Rivera, 2019) en torno a la teoría de 

Robert Alexy, se identifican dos posturas respecto al Test de Proporcionalidad: La 

primera lo considera un principio general que guía el proceso de dilucidación y 
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atribución de significado de los derechos humanos; la segunda lo entiende como 

una metodología denominada "el límite de los límites" de las garantías 

constitucionales. Esta última tesis es la que prevalece al concebir el test como una 

herramienta metodológica de argumentación para resolver los conflictos entre 

principios. 

Por lo tanto, la Prueba de Proporcionalidad se establece como guía en 

metodología para el ejercicio del control constitucional sobre cualquier acto que 

restrinja derechos humanos, teniendo como propósito minimizar los márgenes de 

discrecionalidad en la definición del contenido de tales derechos, el propósito de 

esta prueba es establecer una relación de jerarquía condicionada o preferencia 

procedimentalmente adecuada entre los derechos y principios que se encuentran 

en conflicto.  

7.14.3. Subprincipios.  La justificación de una medida que limita derechos se evalúa 

mediante un triple criterio: que sea útil (idoneidad), que sea la última opción 

disponible (necesidad) y que el beneficio supere al perjuicio (proporcionalidad en 

sentido estricto).  

7.14.3.1. Adecuación.  Según este presupuesto, cualquier limitación a los derechos 

constitucionales es necesario que sea adecuada con el propósito de lograr un 

fin legal establecido en la Constitución. En otras palabras, la restricción debe 

tener un propósito constitucionalmente válido (Mariscal Rivera, 2019). 

Respecto al subprincipio de Idoneidad, el máximo intérprete de la constitución 

ha precisado su contenido en sus precedentes judiciales. En el Expediente 

N°00045-2004-AI, lo conceptualizó como la conexión lógica y efectiva que se 
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exige entre la medida restrictiva (el medio) adoptada por la autoridad y el 

objetivo legítimo que se busca alcanzar (el fin). En otras palabras, la acción 

elegida debe ser un instrumento capaz de producir el resultado deseado. 

Además, en el fallo del Exp.N°00034-2004-AI/TC, para que una limitación a 

un derecho básico sea válida, se debe demostrar, en primer lugar, que hay una 

relación causa-efecto lógica, es decir, la autoridad debe justificar que la acción 

tomada (la restricción) realmente es una herramienta adecuada que funciona y 

ayuda a avanzar hacia un propósito superior y legal (Tribunal Constitucional, 

2005).   

Por consiguiente, el requisito de idoneidad se cumple cuando se 

constata que la medida que restringe un derecho fundamental o principio 

constitucional es apta y, por ende, válida con el propósito de alcanzar una 

meta que se encuentra autorizada por la Constitución. Este análisis exige, 

primeramente, la identificación de un fin de relevancia constitucional (un 

derecho, principio o mandato de optimización) y, en segundo lugar, que la 

medida utilizada constituya un medio adecuado para lograr dicho objetivo 

(Mariscal Rivera, 2019).  

Para Rubio Correa (2011) propone que el análisis de la adecuación de 

una medida a un fin constitucionalmente legítimo se realiza en un proceso 

bifásico, la primera fase consiste en la verificación de que el objetivo 

perseguido posea relevancia y legalidad constitucional y la segunda fase se 

centra en la relación de causalidad, examinando si la limitación del derecho 
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fundamental resulta ser un medio apto y suficiente para la obtención directa 

de dicho objetivo legítimo (p. 87).  

En pocas palabras el subprincipio de la idoneidad supone en primer 

lugar la búsqueda del objetivo que este constitucionalmente permitido (salud, 

seguridad pública, entre otros), segundo se evalúa si existe una conexión 

racional, es decir un mínimo de efectividad entre la medida y el objetivo, y 

finalmente la autoridad que aplica el test debe examinar si la medida 

contribuye a la finalidad que se busca, que existe una probabilidad razonable 

es suficiente.   

7.14.3.2. Imperativo (Necesidad). Una vez que se ha comprobado que una medida 

es idónea, se evalúa si es necesaria, es decir, verificar que no exista otra 

alternativa que sea igual de eficaz para lograr el mismo fin, pero que restrinja 

el derecho fundamental en menor medida, es decir, mediante este paso nos 

permite saber si la medida es realmente imprescindible o si hay una opción 

menos perjudicial que logre el mismo objetivo (Mariscal Rivera, 2019).  

De acuerdo con la jurisprudencia del máximo intérprete de la 

constitución (Sentencia del Exp.N°00034-2004-AI/TC), el subprincipio de 

Necesidad se satisface únicamente si no se identifica otra medida sustitutiva 

que posea, como mínimo, la misma capacidad para alcanzar el objetivo 

legítimo, pero que al mismo tiempo resulte menos lesiva para el derecho 

fundamental intervenido (Tribunal Constitucional, 2005). De acuerdo con el 

máximo intérprete de la constitución (Exp.N°45-2004-AI/TC), el presupuesto 
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de Necesidad opera bajo dos condiciones: 1) Se debe demostrar que no hay 

otra forma de alcanzar el objetivo constitucional que sea menos dura con el 

derecho afectado. Para ello, es indispensable analizar todas las soluciones 

posibles y comprobar que la elegida es la que afecta en menor medida, 

siempre y cuando sea igual de efectiva que las demás para lograr la meta; y 2) 

El análisis del grado de afectación o restricción de un derecho, requiere que, 

dentro del conjunto de medios igualmente idóneos, se elija aquel que resulte 

menos lesivo para el derecho fundamental afectado (Tribunal Constitucional, 

2005).  

Si analizamos ambas sentencias nos encontramos bajo dos 

concepciones de lo que es el subprincipio de necesidad, en la primera 

sentencia se hace referencia a que en ningún caso exista otra opción viable 

que tenga igual aptitud para el logro de objetivos, y según la segunda debe 

haber una comparación determinando que siquiera los medios alternativos 

revistan por lo menos la misma idoneidad que la medida alcance el objetivo, 

debiendo el juez de imaginar todas las alternativas posibles que puedan 

cumplir el mismo objetivo, debiendo de comparar estas alternativas para ver 

si alguna de ellas evita la discriminación, o si no la evita, por lo menos la 

reduce de forma significativa.  

Entonces en cuanto a la necesidad, se debe determinar si existen 

alternativas menos gravosas o incluso gravosas a menor intensidad, lo que 

implica comparar el medio elegido con los medios o medios hipotéticos que 
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podrían haberse utilizado para lograr el mismo objetivo, o analizar una 

conexión medios-medios. 

7.14.4. Proporcionalidad en sentido estricto.  Según Mariscal Rivera (2019) este 

subprincipio implica comparar cuánto se afecta un derecho con el grado de 

cumplimiento de un fin constitucional. Para hacerlo, se utiliza la "ley de la 

ponderación," que dice que, a mayor afectación de un principio, mayor debe ser la 

justificación. 

De acuerdo con el máximo intérprete de la constitución (Exp.N°0072-

2004-AA/TC), este elemento busca determinar si la dimensión interventora 

corresponde a la razonabilidad con el objetivo que se intenta lograr, mediante la 

ponderación entre los sacrificios (costos) y las ventajas (beneficios) que la 

aplicación de la medida produce (Tribunal Constitucional, 2005).  

En pocas palabras este elemento demanda que la afectación al contenido 

del derecho esencial sea proporcional a la finalidad de la medida, manteniendo 

una relación de equilibrio razonable. Esto exige sopesar si las ventajas que se 

derivan de la consecución del bien colectivo superan los costos inherentes a la 

restricción del derecho fundamental.  

En relación a la idea del subprincipio de proporcionalidad en sentido 

estricto, Rubio Correa (2011) ha referido que la concepción del Tribunal 

Constitucional en cuanto a considerar este subprincipio como la comparación de 

intensidad entre la investigación en el derecho constitucional y la obtención del 

fin constitucional es errada, porque se desprende que mientras más se afecta un 

derecho más cabal tiene que ser el cumplimiento del fin constitucional para el que 
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se da la restricción, siendo correcto considerar este subprincipio como el grado en 

que se afecta o limita un derecho o principio, sin llegar a eliminar su esencia, tiene 

que ser proporcional. Esto significa que el daño o la restricción debe ser menor o, 

al menos, igual al beneficio que se obtiene para otro derecho o para un fin 

constitucional. (p. 131).  

7.14.5. Aplicación.  Para Rubio Correa (2011) de acuerdo con la sentencia 0045-2004-

PI-TC, para la aplicación del test de proporcionalidad debe seguir un 

procedimiento de seis momentos clave para evaluar la validez de una intervención 

en los derechos fundamentales, este proceso comienza con la determinación del 

trato diferenciado y la intensidad de la afectación, luego, se identifica la finalidad 

de la intervención para, posteriormente, aplicar los tres subprincipios clásicos: 

examen de idoneidad, examen de necesidad y, finalmente, la ponderación 

(proporcionalidad en sentido estricto). 

 Del mismo modo este autor señaló que las etapas del test de 

proporcionalidad son preclusivas y cancelatorias, esto quiere decir que sigue un 

orden y debe seguirse cuando termine cada una, en caso no pase algún paso será 

determinado como inconstitucional (p.25-31).  

PRIMER PASO: Antes de evaluar la proporcionalidad de una medida, se 

debe analizar la Igualdad. La ley debe tratar a las personas de manera diferente 

solo cuando sus circunstancias son inherentemente diferentes. Este paso nos 

obliga a preguntar: ¿Existe una razón válida y objetiva para que la ley esté 

tratando a dos grupos de personas de forma desigual? Si la diferencia entre los 
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grupos justifica ese trato distinto, la ley es constitucional; si la diferencia no es 

relevante o se basa en motivos arbitrarios, la ley es discriminatoria. 

SEGUNDO PASO: Establecer la intensidad de la interposición del 

derecho del afectado, este paso fue usado en la sentencia del Exp.0045-2004/PI-

TC, proveniente de la teoría europea en la cual se pretendió llevar valores de 

expresión numérica para después construir formulas en las que se tenga que hacer 

el cálculo que arrojara la medida adoptada, es o no constitucional, según esta 

teoría siempre es relativa a cada caso. Asimismo, se hace referencia que nuestro 

máximo intérprete de la constitución nunca aplicó el test de forma numérica por lo 

que esta gravedad de la intervención se da en dos: el tipo discriminatorio y el 

rango del derecho restringido dentro del ordenamiento jurídico que se trate, 

debiendo analizar cada situación de manera individual advirtiendo la evaluación 

de la intensidad con la que el ejercicio de un derecho es restringido o limitado por 

la medida (Marcial, 2011).  

TERCER PASO: En esta etapa se debe identificar y declarar de manera 

clara y precisa el propósito que se busca con la medida restrictiva o el trato 

diferenciado. La autoridad está obligada a demostrar que este objetivo es un valor 

o bien legítimo y constitucionalmente aceptable. Esto significa que toda limitación 

a un derecho, o cualquier diferencia legal impuesta, debe obedecer siempre a una 

finalidad amparada por la Constitución. Es esencial que este fin se defina con 

exactitud, ya que su claridad es fundamental para poder utilizarlo correctamente 

en la fase final de ponderación (proporcionalidad en sentido estricto) (Marcial, 

2011).  
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CUARTO PASO: Examen de idoneidad busca determinar si la acción 

tomada por el Estado sirve o es capaz de conseguir el objetivo 

constitucionalmente válido que se propuso. Este paso es un análisis de causalidad 

simple: si la medida no tiene una conexión lógica con el fin y es inútil para 

alcanzarlo, se descarta inmediatamente por ser inconstitucional. Un ejemplo claro 

es prohibir las peleas de animales, lo cual es una medida idónea para el fin de 

proteger el bienestar animal. 

QUINTO PASO: Se examina si la medida restrictiva es la menos gravosa 

o lesiva para el derecho fundamental en cuestión, comparándola con otras 

alternativas disponibles. Se busca si existe una posible acción, del mismo modo 

idónea para alcanzar el objetivo legítimo, pero que afecte en menor medida al 

derecho. Si existen otras opciones menos restrictivas, la medida se considera 

innecesaria y, por lo tanto, inconstitucional. 

SEXTO PASO: Proporcionalidad en Sentido Estricto, aquí se sopesan los 

costos y beneficios de la medida. Se evalúa la medición del impacto o severidad 

del perjuicio o sacrificio del derecho fundamental es equivalente o inferior al 

beneficio que se obtiene para el otro principio o derecho constitucional. La idea es 

que el beneficio de la medida debe ser mayor que el costo que impone. 

7.14.6. Contribuciones.  El papel principal del examen de proporcionalidad radica en su 

capacidad para formar el contenido normativo preciso del derecho esencial sujeto 

a intervención o restricción, siendo que este contenido se convierte en un 

parámetro vinculante para la labor legislativa, al mismo tiempo que provee la 

estructura de justificación externa necesaria para la premisa de mayor jerarquía en 
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el proceso de argumentación constitucional. 

7.14.7. Sentencia del Tribunal Constitucional.  De acuerdo con lo investigado por 

Rubio Correa (2011) de las casi 123000 sentencias dictadas por el TC, en 

únicamente 92 se ha aplicó el test de proporcionalidad.  

Dentro de los precedentes judiciales en los cuales se aplica el test de 

proporcionalidad, se desarrollará el Expediente 0012-2010-PI/TC, en este 

incidente, el Tribunal Constitucional (sentencia de 2011) conoció de una demanda 

de inconstitucionalidad presentada por 5,000 ciudadanos contra la Ley 28704. 

Dicha ley, específicamente en su art. 2 y el primer párrafo del art. 3, excluía de 

forma expresa el indulto, la conmutación, el derecho de gracia y los beneficios 

penitenciarios a quienes hubieran sido condenados por el delito contenido en el 

artículo 173 del Código Penal.  

• DISCUSIÓN: La constitucionalidad por discriminación de la 

igualdad, a la norma en la que cual se establece que los condenados por violación 

de menor de edad no pueden tener diversos beneficios, mientras los sentenciados 

por violación sexual si tienen acceso.  

• PASOS:  

a) La fase inicial requiere determinar si existe un trato legislativo 

diferenciado. Se confrontan dos categorías de sujetos: a) los condenados por 

violación sexual de menores (grupo afectado) y b) los condenados por violación 

sexual. La distinción reside en que únicamente el segundo grupo es elegible para 

beneficios. Esto plantea la duda sobre la validez de utilizar la situación jurídica de 
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los condenados de violación sexual como parámetro de comparación de la 

situación jurídica condenados de violación sexual de menor de edad.  

b) El paso dedicado a cuantificar el nivel de gravedad del perjuicio 

clasifica la diferenciación en tres grados: grave (basada en motivos proscritos y 

que impide el goce de un derecho primordial), media (basada en motivos 

proscritos y que limita un derecho legal) y leve (basada en motivos distintos a los 

prohibidos constitucionalmente). En el caso examinado, la diferencia de trato se 

sustenta en la condición del sujeto pasivo del delito y no en una causal de 

discriminación expresamente prohibida. Dado que, además, la jurisprudencia no 

considera los beneficios penitenciarios como derechos fundamentales, se 

determinó que la intervención a la garantía de la igualdad es de intensidad leve. 

c) La determinación de la finalidad del trato desigual se basa en la 

optimización de los fines de la pena. En primer lugar, se busca potenciar la 

prevención general negativa mediante el efecto desmotivador de una sanción más 

severa para tutelar bienes jurídicos de mayor valor axiológico (como la integridad 

de los menores). En segundo lugar, se persigue la prevención general positiva, que 

consiste en generar confianza ciudadana al demostrar la imposición efectiva del 

derecho penal. Finalmente, la medida pretende la prevención especial inmediata, 

promoviendo la internalización del daño por parte del delincuente a través de la 

ejecución íntegra de la pena, todas estas finalidades están orientadas al 

cumplimiento eficaz de fines constitucionales y son, por ende, 

constitucionalmente válidas. 
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d) En el examen de idoneidad, se verifica la aptitud del medio para 

conseguir los fines constitucionales. Se concluye que la exclusión de la 

posibilidad de indulto, beneficios penitenciarios, derecho de gracia y conmutación 

de pena es un medio idóneo para optimizar la prevención del delito, restaurar la 

confianza pública y generar un impacto reeducador en el infractor. Dado que la 

restricción al principio de igualdad es de intensidad leve, la certidumbre en la 

consecución de las finalidades constitucionales supera la intensidad de la 

limitación. Por lo tanto, se valida la idoneidad de la medida, respetando los límites 

de la libre apreciación del legislador.  

e) Examen de necesidad: Este subprincipio exige detectar si existen 

medios alternativos idóneos y determinar si estos intervienen en el impedimento 

de discriminación con un menor grado. La interrogante es si la exclusión de las 

figuras de gracia y los beneficios penitenciarios para el delito de violación sexual 

de menores es la única vía para lograr el fin de prevención, confianza y 

reeducación. Puesto que reducir el quantum de la pena disminuye la idoneidad 

para alcanzar dichos objetivos, se infiere la posibilidad de hallar medidas 

alternativas a las adoptadas que resulten igual de adecuadas.  

f) Examen de Ponderación: implica que la intensidad del 

incumplimiento total o parcial de lo que exige un principio debe corresponderse 

con la magnitud de la satisfacción del principio opuesto. Con el fin de ejecutar el 

examen en sentido estricto, el Tribunal procedió a ponderar dos principios que se 

hallaban en colisión: 
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• Principio de resocialización del penado: Es el derecho fundamental 

a la autonomía y la libre determinación que posee la persona condenada para 

reintegrarse a la sociedad y, a tal efecto, acceder a beneficios penitenciarios que le 

permitan acortar su pena impuesta. 

• Tutela jurídica de las víctimas y a la garantía del orden social: Es el 

deber del Estado de salvaguardar a los ciudadanos, particularmente a los menores 

de edad, y garantizar la seguridad pública, asegurando una sanción efectiva ante la 

comisión de delitos graves. 

 

El Tribunal Constitucional concluyó que, en este caso, la importancia de 

proteger a los menores de edad y garantizar la seguridad pública tenía un peso 

mayor que la limitación impuesta al principio de resocialización de los 

condenados. El tribunal consideró que, tras la ponderación, la medida era 

proporcional porque el grado de afectación al derecho a la resocialización 

resultaba insignificante si se le comparaba con el alto nivel de protección y 

satisfacción logrado para los derechos de las víctimas y los intereses de la 

sociedad en general.  

En resumen, la sentencia validó que la prohibición de beneficios 

penitenciarios para ciertos delitos graves era una medida constitucionalmente 

válida, ya que el beneficio obtenido por la sociedad superaba el sacrificio 

impuesto a los condenados. 

• DECISIÓN: El tribunal declaró la demanda INFUNDADA, pero 

especificó que la liberación del condenado mediante la aplicación de beneficios 
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penitenciarios (redención por trabajo/educación, semilibertad o libertad 

condicional) queda condicionada a la certeza del juez de que la persona no 

compromete la seguridad de la población. Si existe alguna incertidumbre, el 

mandato constitucional prohíbe al juzgador otorgar la libertad.  

7.14.8. Proporcionalidad en el Secreto de la Investigación.  El Tribunal Constitucional 

(TC) (en el Exp.N°3576-2009-PHC/TC) subrayó que la Fiscalía no puede 

imponer el secreto de la investigación de manera arbitraria. La aplicación de esta 

restricción debe ser utilizada con prudencia, estar justificada por las necesidades 

específicas del caso y someterse a un riguroso análisis de proporcionalidad basado 

en los hechos concretos.  

En este pronunciamiento el TC realizó un análisis de proporcionalidad, sin 

embargo, no hace mayor énfasis al respecto, no indica lo que podría implicar ello, 

a mi consideración esto es un acercamiento a lo que se propone en la presente 

investigación, al indicar que en cuanto a la correcta implementación del secreto de 

la indagatoria debe aplicarse los presupuestos del test de proporcionalidad en la 

decisión del fiscal.   
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CAPÍTULO III: MARCO METODOLÓGICO  
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8. Diseño de la Investigación 

8.1.Enfoque 

El enfoque cualitativo, se basa en prácticas interpretativas que permiten hacer 

explícitos los fenómenos del mundo y convertirlos en datos representativos 

(observaciones, grabaciones, etc.). Su carácter es interpretativo, buscando comprender los 

sucesos mediante los significados atribuidos por los individuos, y emplea la recolección 

de información sin cuantificación numérica para desarrollar o precisar los objetivos de la 

investigación durante el proceso de análisis (Hernández. et al., 2006).   

El trabajo de investigación tiene un enfoque cualitativo debido que el problema 

que se investiga se centra en los criterios que tienen en cuenta los fiscales penales de 

Arequipa al decretar el secreto de la indagatoria, habiendo realizado para ello una 

indagación no solo en la figura del secreto de la indagatoria y la garantía de defensa, sino 

en la debida motivación y la eficaz administración de justicia, proponiendo para su 

aplicación adecuada el uso de los presupuestos del test de proporcionalidad, que permitan 

tener determinados parámetros para su aplicación.  

8.2. Nivel de investigación  

Los estudios descriptivos tienen como finalidad determinar las características y 

propiedades esenciales de un fenómeno, ya que su objetivo es describir las tendencias 

prevalecientes dentro de un grupo o una población (Hernández et al., 2014). En cuanto a 

la investigación descriptiva no se manipulan variables; estas se observan y se analizan tal 

como ocurren en su contexto natural o en el momento presente. Este tipo de estudio 

puede incorporar enfoques longitudinales, transversales, cuantitativos o cualitativos. Su 

principal objetivo es ofrecer una descripción detallada de una realidad, considerando 

todos sus elementos esenciales (Cortés & Álvarez, 2017).  



 

94 
 

Del mismo modo, en cuanto a la investigación explicativa es la que busca 

identificar relaciones de causa y efecto. No se limita únicamente a describir un fenómeno 

o aproximarse a un problema, sino que pretende descubrir las razones que lo originan. 

Para ello, puede emplear tanto diseños experimentales como no experimentales (Cortés & 

Álvarez, 2017).  

El presente estudio es de nivel descriptivo, explicativo y propositivo es 

descriptivo porque el secreto de la investigación se ha analizado en su aplicación normal 

dentro del proceso penal, esto reflejado en el análisis de las disposiciones emitidas por 

fiscales penales de Arequipa, asimismo en relación al nivel explicativo, se planteó el 

problema del secreto de la indagatoria y su vulneración a la garantía de defensa del 

imputado percatándonos al examinar las causas del problema que sería la carencia de 

criterios y la indebida motivación de las disposiciones fiscales lo que realmente devendría 

en vulnerar la garantía de defensa.  

Asimismo, al ser propositiva, en la investigación se plantea la aplicación de los 

presupuestos del test de proporcionalidad para la aplicación del secreto de la indagatoria, 

esto entendiendo que las tesis de este tipo requieren forzosamente de una propuesta, 

misma que se incluye en el apartado final de la tesis (Córtes y Álvarez, 2017, p. 82).   

8.3. Diseño de investigación  

Se adopto un tipo de investigación no experimental, lo cual implica que no se 

modificará ninguna variable, cuyo objetivo es observar y analizar la aplicación real del 

secreto de la investigación (artículo 324 numeral 2 del Código Procesal Penal), 

examinando la variable únicamente bajo las condiciones de su operación natural y 

ordinaria (Hernández, 2014).  
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9. Métodos 

Se uso en esta investigación los métodos dogmático jurídico, analítico y sistemático, 

es dogmático jurídico porque sirve como nexo para conectar la teoría con los hallazgos 

observacionales, y hace posible recopilar y agrupar la información y los conocimientos que, 

aunque separados, son pertinentes para nuestro estudio (Mejía, 2004). Esto se evidencia en la 

revisión de la doctrina y jurisprudencia realizadas mediante el cual se recopilo información 

importante e imprescindible para entender lo planteado en la tesis.  

El método analítico constituye un proceso mediante el cual se descompone un 

fenómeno o un sistema en sus elementos constitutivos fundamentales, al proceder desde lo 

global hacia lo particular, este camino metodológico es esencial para dilucidar las razones 

(causas) por las que ocurre el problema abordado y sus resultados (efectos) (Mejía, 2004), en 

esta investigación se planteó como tema central el secreto de la indagatoria frente a la garantía 

de defensa del imputado, pretendiendo determinar de qué forma se plasmaría en Arequipa, 

advirtiendo que el problema se centraría en los inexistentes criterios para que la fiscalía pueda 

disponer el secreto de la indagatoria.  

El método sistemático sostiene que ninguna norma legal debe interpretarse sola, sino 

siempre en coordinación con todo el ordenamiento jurídico que la rodea. El significado de una 

norma se obtiene a partir de los principios que rigen todo el sistema. La investigación utiliza 

este método para vincular el derecho de defensa de un investigado con la figura del secreto 

procesal. Se argumenta que las normas de derecho procesal penal deben subordinarse a los 

principios de la Constitución, que buscan proteger la presunción de inocencia del investigado 

hasta que exista una sentencia condenatoria firme. 
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10. Técnicas e instrumentos:  

El proceso investigativo se basó en el uso de dos técnicas fundamentales para la 

obtención y el procesamiento de la información.  

Una de ellas fue el uso de fichas en las cuales se plasmó lo analizado en las 

disposiciones fiscales, esto bajo parámetros determinados, lo que permitió determinar los 

criterios usados por los fiscales penales de Arequipa para aplicar el secreto en la 

investigación, siendo que esta técnica resultó adecuada para determinar los criterios usado 

para la disposición del secreto, permitiendo determinar además la existencia de la indebida 

motivación de las disposiciones.  

En el otro, se utilizó entrevistas, mediante las cuales se obtuvo información de tres 

expertos del derecho: dos fiscales y un abogado defensor que han tenido en la práctica la 

posibilidad de ver la aplicación de esta figura procesal, asimismo en cuanto a la vulneración 

de la garantía de defensa se contará con la opinión de un profesor de derecho constitucional, 

el cual podrá dará una visión practica y reflexiva en relación con el derecho de defensa.  Se 

elaboró un guion de entrevista con preguntas abiertas, con las cuales se pretende obtener la 

interpretación de los operadores jurídicos sobre el secreto de la investigación frente a la 

garantía de defensa del imputado, y respecto de la propuesta planteada.  

11. Población 

11.1. Universo  

El marco temporal considerado para el presente estudio es el comprendido 

entre los años 2022-2025.  
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11.2. Población  

Este estudio se centra en el examen de disposiciones fiscales que hayan 

dispuesto el secreto de la investigación emitidas por fiscales tanto de las fiscalías 

comunes como especializadas del distrito fiscal de Arequipa.  

Del mismo modo se tiene las entrevistas de expertos:  

FISCALES:  

• Helder Uriel Terán Dianderas, actual Fiscal Superior de la Fiscalía 

Superior Mixta Descentralizada de Camaná.  

• Carlos Alberto Arías Lovon, actual Fiscal Adjunto de la Fiscalía 

Provincial Penal de Flagrancia de Arequipa 

ABOGADO DEFENSOR: 

• Mauricio Renato Flores Bardales, abogado asociado al Estudio 

Jurídico Juárez Lino y Asociados.  

ESPECIALISTA EN DERECHO CONSTITUCIONAL:  

• Andrés Alonso Zúñiga Najarro, abogado, maestro en Derecho 

Constitucional por la Universidad Católica Santa María de Arequipa. 

Actual docente del curso de Derecho Constitucional de la 

Universidad San Martín de Arequipa y Universidad Tecnológica del 

Perú.  

11.3. Muestra  

Para la fase de investigación documental, las unidades de análisis 

estuvieron conformadas por el marco normativo constitucional y penal que aborda 

las figuras del secreto en la etapa indagatoria y la garantía de defensa. Estas 
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fuentes incluyen el Código Procesal Penal, la Constitución Política, el Código 

Penal y la literatura jurídica especializada (doctrina). 

Para el trabajo de campo se seleccionaron 15 disposiciones fiscales que 

impusieron el secreto de la investigación en el periodo comprendido entre los años 

2022 y 2025. Este número de unidades de estudio se justifica por la alta dificultad 

para obtener información sobre este tipo de disposiciones.  
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CAPÍTULO IV: ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE 

RESULTADOS 
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12. Análisis de los Resultados 

En el presente apartado se plasman los resultados que se obtuvieron de la aplicación 

de instrumentos de carácter documental, y las entrevistas realizadas, desarrollando este 

capítulo conforme a cada objetivo planteado en la investigación.  

Al respecto, se analizaron quince disposiciones fiscales emitidas por fiscales penales 

del distrito fiscal de Arequipa, y se realizaron cuatro entrevistas, a dos fiscales penales, al 

Dr. Helder Uriel Terán Dianderas, Fiscal Superior de la Fiscalía Superior Mixta de Camaná 

y al Dr. Carlos Alberto Arias Lovón, Fiscal Adjunto al Provincial de la Fiscalía Provincial 

Penal de Flagrancia de Arequipa, un abogado defensor, el Dr. Mauricio Renato Flores 

Bardales y a un especialista en derecho constitucional, el Dr. Andrés Alonso Zúñiga Najarro.  

12.1. Respecto del objetivo general  

12.1.2. Revisión de las disposiciones. De la revisión de las disposiciones analizadas se 

tiene que de las quince en tres existen pronunciamientos en el caso en concreto, 

de las que se puede extraer criterios usados por los fiscales penales para aplicar el 

secreto de la indagatoria y su repercusión en cuanto a la garantía de defensa del 

imputado.  Siendo estas las contenidas en:  

Tabla 1  

Disposición N°01-2023-3DI-FPPCH / 1506084500-2023-1387-0 

FISCAL Carlos Alberto Arías Lovón 

FISCALÍA Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Jacobo Hunter 

CARPETA FISCAL 1506084500-2023-1387 

DISPOSICIÓN N°01-2023-3DI-FPPCH 
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FECHA 17/07/2023 

CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

CUARTO Y QUINTO 

Cuarto: Si bien existe una limitación al derecho de defensa al impedirse 

que el investigado conozca, intervenga o hasta contradiga las actuaciones 

que se practiquen durante el periodo en que se mantiene el secreto la 

investigación, debe señalarse que esta limitación no es absoluta. 

Así, el derecho de defensa prevé por un lado el que el investigado o 

investigados cuenten con un abogado defensor durante toda la 

investigación y que puedan contradecir los cargos atribuidos. Al existir la 

reserva, levantada la misma, dicho derecho no se ve conculcado, por 

cuanto, el investigado o investigados, con asistencia letrada pueden 

desvirtuar los cargos de los que sean objeto, así como cuestionar la 

legalidad de los actos indagatorios realizados y de los que se le pondrá en 

conocimiento con la disposición respectiva. 

El Secreto de la investigación debe ser entendida como un mecanismo 

destinado a proteger la eficacia e integridad de la misma, y que no es 

ilimitada ya que deberá cesar antes de la culminación de las diligencias 

preliminares, además de encontrarse sujeta a controles posteriores a 

través de los mecanismos que la Ley franquea, con lo cual el investigados 

o investigados hacen uso de su derecho de defensa al contravenir las 

imputaciones o actos de investigación realizados. 

(…) 

Quinto: Conforme se tiene de actuados, el INFORME NRO. 33-2023-

IX-MACREPOL-AQPREGPOL-AQP/DIVINCRI-DEPINCRI-GOIE, de 

fecha 01 de julio de 2023, remitido por el Alférez PNP. Heiner Olivares 

Muñoz, Jefe del Área de Investigaciones Especiales - DEPINCRI, , en el 

cual refiere que, conforme es de conocimiento el Grupo Operativo de 

Investigaciones especiales ha logrado desarticular la presunta Banda 

Criminal “LOS POROTOS Y SUS INJERTOS”, la cual estaría dedicada 

a la presunta comisión de delitos contra el Patrimonio, intervención que 
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se realizó el 08 de febrero de 2023, habiendo utilizado técnicas especiales 

de Investigación entre las que se tiene la interceptación telefónica; en 

merito a ello, mediante Oficio Nro. 473-2023-DI-3DFPPCH-MP, el 

representante del Ministerio Público, solicita se realicen labores de 

inteligencia operativa a efecto de ubicar e identificar a las personas que 

han mantenido conversación con la persona de Luis Miguel Mayta 

Barrientos, conforme a los registros de comunicaciones obtenidas en la 

interceptación de las comunicaciones; siendo así, a consecuencia de las 

labores de inteligencia operativa, se ha emitido el Oficio Nro. 909-2023-

IX.MACREPOLAQP/DIVINCRI-SEC, por parte de la división de Macro 

Regional de Inteligencia – Arequipa, mediante el cual se habría logrado 

identificar información respecto a una presunta Banda Criminal 

denominada “LOS CAPOS DE LA INTRUSIÓN” la misma que estaría 

integrada por las personas identificadas por el momento como 

“TOMATE”, (persona que habría mantenido conversaciones con Luis 

Miguel Mayta Barrientos, Alias “ZAZA”), además de, “CHUECO”, 

“GUSANO”, “LORO”, “CHIBOLO” y “GORDO”, entre otros sujetos en 

proceso de identificación, los cuales estarían inmersos en la presunta 

comisión de delitos contra el Patrimonio – Robo Agravado y Hurto 

Agravado, en sus modalidades de Robo a mano armada, Clavo, Monra, 

Palanqueo y otros delitos conexos; siendo además que se presume que la 

persona de Luis Miguel Mayta Barrientos, sería también el receptador de 

los bienes de procedencia presuntamente ilícitas, de las actividades que 

desarrolla la presunta Banda Criminal denominada “LOS CAPOS DE LA 

INTRUSIÓN”; estando a ello resulta necesario para este Despacho Fiscal 

recabar la suficiente información, respecto a la identidad de los sujetos 

involucrados, además de obtener información que nos permita recabar 

elementos de convicción necesarios, pertinentes, conducentes y útiles 

para la investigación, siendo necesario mantener en secreto la 

investigación, de conformidad al art. 68.3 del Código Procesal Penal, ello 

a fin de asegurar la recopilación de información, investigación que se 
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desarrollará sin notificar a los investigados preliminarmente y a los que 

en el transcurso de las diligencias se identifique como presuntos 

imputados, hasta que se ejecuten las medidas cautelares que este 

despacho considere oportunas y pertinentes”. 

 

Nota. Elaboración propia 

 

Tal y como se puede apreciar en los considerandos analizados, se indica 

que el criterio usado para disponer el secreto de la investigación es: 

1. Como se tomó en conocimiento los hechos denunciados, esto 

debido a la interceptación telefónica realizada en otra carpeta fiscal (hace 

referencia a la Banda Criminal “LOS POROTOS Y SUS INJERTOS”), en la 

cual se indicó que existirían más personas involucradas en la comisión de los 

delitos de banda criminal, hurto agravado, robo agravado a mano armada, 

receptación. 

2. La identificación de las personas vinculadas a los presuntos hechos 

delictivos (“CHUECO”, “GUSANO”, “LORO”, “CHIBOLO” y “GORDO”). 

3. Disponer una vez identificados las medidas cautelares 

correspondientes. 

Además, en el considerando cuarto en cuanto al derecho de defensa, se 

indica que al disponer el secreto de la investigación si existe una limitación al 

derecho de defensa, no obstante, esta limitación no sería absoluta por cuanto 

posterior al secreto al ser notificado el investigado o los investigados, con 

asistencia letrada podrían desvirtuar los cargos de los que sean objeto, así como 

cuestionar la legalidad de los actos indagatorios realizados y de los que se le 

pondrá en conocimiento con la disposición respectiva. 
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Tabla 2 

Disposición N°01-2023 / 225-2023 

FISCAL Marita Lizeth Cueva Ojeda 

FISCALÍA Provincial Especializada en Delitos 

de Corrupción de Funcionarios 

CARPETA FISCAL 2023-225 

DISPOSICIÓN N°01-2023 

FECHA 18/05/2023 

CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

OCTAVO 

“OCTAVO: (…) El Artículo 68.3 del Código Procesal Penal señala que: 

(…). Del mismo modo, rige en lo pertinente, lo dispuesto en el Artículo 

324 del presente código.  (…)". En ese escenario, si bien el Ministerio 

público tiene la facultad de disponer el secreto de las investigaciones, no 

obstante, al limitarse con ello, evidentemente la garantía de defensa 

procesal de los imputados, tal como se releva en la Casación N°373-2018 

de fecha 13.02.2019, es necesario, justificar esta decisión, así se tiene: 

1. La finalidad del secreto en el presente caso es corroborar los 

hechos denunciados, es decir, si en efecto (…) 

2. En esa línea de investigación prospectiva; de conocer la presente 

investigación los involucrados; éstos puedan borrar, alterar y/o 

modificar sus dispositivos celulares y otros, de los que se pueda 

obtener información vinculada a los hechos; asimismo, el secreto 

de la investigación, habilita a este podrá disponer la 

videovigilancia, a efecto de verificar los hechos citados, que 

presuntamente en la actualidad se están suscitando, pues, es 

importante develar el itinerario de los funcionarios, como el 

itinerario de cuanto trabajador que presuntamente cobra planillas 

pero no labora, es decir, "verificar la existencia de trabajadores 
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fantasmas en la MDY; itinerarios de vehículos, de cisternas, 

verificar el movimiento de los bienes que ingresan y salen del 

Almacén de la MDY y su destino final, si existen o no reuniones 

entre los imputados y proveedores de la MDY; corroborar 

presuntas entregas de dinero a los imputados por parte de 

proveedores de la MDY, entre otros eventos. Tanto más si de la 

denuncia, se verifica alta probabilidad, que en efecto, funcionarios 

y servidores de la MDY tengan vínculos familiares y no cumplan 

los requisitos legales a efecto de desempeñar las funciones que 

desarrollan. Incluso, se entrevé que existen audios, respecto a los 

hechos a investigar 

3. En ese contexto, existe alta probabilidad, que, para corroborar los 

hechos denunciados, y así lograr obtener elementos de convicción 

suficientes, respecto al relato del informe policial citado; se 

necesite solicitar al juez de investigación preparatoria medidas 

restrictivas de derechos como allanamientos, detenciones y/o 

incautaciones. y de ser el caso el levantamiento del secreto de las 

comunicaciones en tiempo real e histórico y la geolocalización de 

los presuntos implicados, a efecto de verificar el flujo de 

conversaciones entre estos y si han coincidido sus ubicaciones que 

hagan presumir reuniones clandestinas fuera del ámbito laboral. 

4. En ese sentido, en el presente caso, el secreto dispuesto es 

razonable, necesario у proporcional, ya que debe de primar la 

eficacia de las actuaciones fiscales a efecto del descubrimiento de 

la verdad material, a efecto de no correr el riesgo que las pruebas 

sean destruidas o alteradas, en atención incluso a la naturaleza de 

los delitos investigados, que son de Corrupción de funcionarios. 

Por lo tanto, al ponderar el derecho de defensa en la diligencia que 

se presente actuar, y el aseguramiento de la eficacia de la 

administración de justicia, debe de primar esta última. Tanto más, 

que estas diligencias son medulares a efecto de lograr el éxito de 
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la presente investigación y definir una estrategia específica a fin 

de recabar medios probatorios no sólo de cargo sino también de 

descargo. 

5. A lo que se suma, que una vez que se realice las diligencias 

referidas, será notificada la presente disposición a los investigados 

en su oportunidad. En ese sentido, deberá de reservarse la 

notificación a todos los sujetos procesales para la realización de 

diligencias útiles, pertinentes y necesarias que permitan esclarecer 

los hechos objeto de investigación, luego de lo cual se procederá a 

levantar la reserva y se realizará las notificaciones 

correspondientes”. 

Nota. Elaboración propia  

De la disposición analizada se tiene que, el criterio de la fiscal para disponer el 

secreto de la investigación se sustenta en:  

1. Posibilitar corroborar los hechos denunciados,  

2. Evitar que se borre, altere o modifique los dispositivos, celulares y otros 

que se pueda obtener información vinculada a los hechos, 

3. Habilitar disponer la videovigilancia para verificar los hechos 

denunciados, 

4. Permitir en su caso solicitar levantar el secreto de las comunicaciones en 

tiempo real e histórica y la geolocalización, indicando que el motivo de disponer el 

secreto es buscar la verdad material.  

5. La naturaleza del delito investigando que en su caso es el delito de 

corrupción de funcionarios.  

Asimismo, indica que es necesario, justificar esta decisión, ello en razón a 

la Casación N°373-2018, en la cual se establece que debe de primar la eficacia de 
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las actuaciones fiscales a efecto del descubrimiento de la verdad material, a efecto 

de no correr el riesgo que las pruebas sean destruidas o alteradas, en atención 

incluso a la naturaleza de los delitos investigados, es el delito de corrupción de 

funcionarios.  

Tabla 3 

Disposición N°01-2025-3DI-FPPCH / 1506084500-2025-1138 

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón 

FISCALÍA Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Jacobo Hunter 

CARPETA FISCAL 1506084500-2025-1138 

DISPOSICIÓN N°01-2025-3DI-FPPCH 

FECHA 09/06/2025 

CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

CUARTO y QUINTO 

Cuarto: si bien existe una limitación al derecho de defensa al impedirse 

que el investigado conozca, intervenga o hasta contradiga las actuaciones 

que se practiquen durante el periodo en que se mantiene el secreto la 

investigación, debe señalarse que esta limitación no es absoluta. Así, el 

derecho de defensa prevé por un lado el que el investigado o investigados 

cuenten con un abogado defensor durante toda la investigación y que 

puedan contradecir los cargos atribuidos. Al existir la reserva, levantada 

la misma, dicho derecho no se ve conculcado, por cuanto, el investigado 

o investigados, con asistencia letrada pueden desvirtuar los cargos de los 

que sean objeto, así como cuestionar la legalidad de los actos 

indagatorios realizados y de los que se le pondrá en conocimiento con la 

disposición respectiva. 

El Secreto de la investigación debe ser entendida como un mecanismo 

destinado a proteger la eficacia e integridad de la misma, y que no es 
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ilimitada ya que deberá cesar antes de la culminación de las diligencias 

preliminares, además de encontrarse sujeta a controles posteriores a 

través de los mecanismos que la Ley franquea, con lo cual el investigados 

o investigados hacen uso de su derecho de defensa al contravenir las 

imputaciones o actos de investigación realizados. 

(…) 

Quinto: Conforme se tiene de actuados, del Informe Nro. 022-2025-

REGIÓN POLICIAL AREQUIPA/DIVINCRI-DEPINCRI-GOIE, se 

infiere que, las actividades /de una presunta Banda Criminal, que se 

dedicaría a la distribución de presuntas sustancias ilícitas, la misma que 

estaría conformada principalmente por la persona de LUANA 

MILAGROS RODRIGUEZ GALARZA “LUANA”, quien pese a 

haber/sido intervenida anteriormente, habría reanudado sus actividades 

presuntamente delictivas en el Distrito de Hunter y otras zonas aledañas; 

siendo que para el desarrollo de las actividades presuntamente ilícitas, 

utilizaría intermediario para la distribución y venta de sustancias 

presuntamente ilícitas (PBC) y otras drogas ilegales, siendo además que 

contaría con la infraestructura operativa para la distribución y 

almacenamiento de narcóticos en inmuebles estratégicos dentro del 

Distrito de Jacobo Hunter; estando a ello resulta necesario para este 

Despacho Fiscal recabar y corroborar la suficiente información, respecto 

a la identidad de los sujetos involucrados, además de obtener información 

que nos permita recabar elementos de convicción necesarios, pertinentes, 

conducentes y útiles para la investigación, siendo necesario mantener en 

secreto la investigación, de conformidad al art. 68.3 del Código Procesal 

Penal, ello a fin de asegurar la recopilación de información, investigación 

que se desarrollará sin notificar a los investigados preliminarmente y a los 

que en el transcurso de las diligencias se identifique como presuntos 

imputados, hasta que se ejecuten las medidas cautelares que este 

despacho considere oportunas y pertinentes”. 
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Nota. Elaboración propia 

Del considerando analizado, se tiene que el criterio usado para disponer el 

secreto de la investigación es:  

1. Recabar y corroborar la suficiente información respecto a la 

identidad de los sujetos involucrados.  

2. Obtener información que permita recabar elementos de convicción 

necesarios, pertinentes y conducentes y útiles para la investigación, siendo 

necesario mantener el secreto de la investigación, hasta que se ejecuten las 

medidas cautelares que el despacho considere oportunas y pertinentes.  

Del mismo modo, se señala en el considerando cuarto que al disponer el 

secreto de la investigación si existe una limitación al derecho de defensa, no 

obstante, esta limitación no sería absoluta por cuando posterior al secreto al ser 

notificados el investigado o los investigados, con asistencia letrada pueden 

desvirtuar los cargos de los que sean objeto, así como cuestionar la legalidad de 

los actos indagatorios realizados y de los que se le pondrá en conocimiento con la 

disposición respectiva.  

12.1.3. Entrevistas:  

En cuanto a este objetivo conforme a lo señalado por: 

Tabla 4 

Entrevista N°01  

FISCAL Helder Uriel Terán Dianderas 

Fiscal Superior de Fiscalía Superior Mixta de Camaná 

PREGUNTAS 
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¿Considera que el secreto de la 

investigación transgrede la 

garantía de defensa? 

Es que son casos extremos que 

hacen necesario que se de este 

secreto de la investigación, es que 

son casos peculiares tanto así que 

yo solo he tenido un caso. 

¿De qué forma son peculiares? Es que como bien lo mencionaste 

se podría afectar el derecho de 

defensa, entonces cuando nosotros 

ponderamos entre hacerlo en 

secreto, es decir, sin que sepa la 

otra parte que estoy investigando 

entonces uno de los factores del 

debido proceso que establece es 

justamente el derecho de defensa, 

entonces el derecho de defensa es 

un derecho fundamental, y en esa 

medida nosotros solo debemos 

aplicarlo más que en esas 

excepciones. 

Considera Ud. Que al disponer el 

secreto de la investigación y no 

comunicar los hechos imputados 

desde el inicio de la investigación 

se vulnera el derecho del 

investigado a conocer los hechos 

que se le atribuyen 

 

No podemos decir que se le vulnere 

ese derecho de defensa porque 

como es una institución importante 

para una exitosa investigación 

entonces es necesario dentro de la 

ponderación que se hace, entre 

hacerlo en secreto por un éxito y 

esta del otro lado la cuestión del 

derecho de defensa, entonces tiene 

más peso el hecho de que nosotros 

podamos hacerlo en secreto y 

sabemos que el secreto es 
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solamente por 20 días y 

excepcionalmente prorrogable por 

20 días más, entonces eso también 

es un asunto muy importante 

debemos de tener en cuenta. 

Considera Ud. Que al disponer el 

secreto de la investigación y no 

poner en conocimiento 

oportunamente de los actos de 

investigación al investigado se 

limita, vulnera, restringe el 

derecho de defensa del 

investigado en cuanto a de elegir 

o designar a su abogado defensor 

y cuestionar los actos de 

investigación 

Vuelvo a la anterior respuesta, se 

debería de ponderar, ponderando 

ahí tenemos por 20 días para poder 

llevar este secreto. 

 

¿Qué mecanismos procesales 

existen para que el investigado 

pueda cuestionar la disposición 

que dispone el secreto de la 

investigación 

Si es que uno se excede en este 

secreto de la investigación se puede 

finalmente interponer una tutela de 

derechos. 

¿De qué manera se podría 

exceder? 

A que no sea tan necesario llevar a 

cabo como secreto, sino que más 

bien que se esté haciendo un uso 

arbitrario de esta herramienta 

procesal, sin ninguna 

fundamentación lo importante es 

que esté debidamente justificado, 

en que se lleve a cabo esto de 

forma secreta. 
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¿Se notifica al investigado o a su 

defensa sobre la decisión de 

declarar en secreto la 

investigación? 

 

No, se lleva sin notificarles, 20 días 

se realiza y concluye con esa 

diligencia necesaria entonces ya se 

les notifica a las partes 

¿Cuál es su criterio para 

determinar si una investigación 

se debe llevar en secreto 

conforme el art. 68 y art. 324 del 

CPP? 

Que haya que hacer investigaciones 

urgentes y necesarias sin que sepa 

la parte imputada para que se lleve 

a cabo una investigación con éxito. 

¿De qué forma se debe motivar 

la disposición que establece que 

la investigación se deba llevar de 

forma secreta? 

En principio como todos 

conocemos el test de 

proporcionalidad, establecido por 

Robert Alexy entonces se tendría 

que hacer ese test para ver si 

efectivamente es urgente y 

necesario llevar a cabo este secreto 

y por otro lado establecer el peso 

que tiene, que tenga un peso mayor 

el llevar el secreto a que se afecte 

por ejemplo el derecho de defensa. 

 

¿Qué tipo de información 

considera especialmente sensible 

y justifica mantener en secreto? 

Son diferentes investigaciones, 

puede que sean peritajes, también 

evaluación de testigos, y además 

que sean de importancia para la 

investigación y a partir de ello 

poder encontrar los elementos de 

convicción que hacen que podamos 

nosotros llevar a cabo las 

corroboraciones que se encontraron 
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en esa etapa del secreto de la 

investigación. 

Nota. Elaboración propia  

Tabla 5 

Entrevista N°02  

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón 

Fiscal Adjunto al Provincial de la Fiscalía Provincial Penal de Flagrancia 

PREGUNTAS 

¿Considera que el secreto de la 

indagatoria vulnera la garantía 

de defensa? 

No, porque que es que lo que pasa, 

si uno sabe utilizar la técnica 

especial de investigación como es 

el secreto de las investigaciones no 

vulneras ningún derecho porque lo 

que hace el secreto de la 

investigación es recabar 

información que posteriormente va 

a hacer puesta en conocimiento de 

la parte a la cual se está afectando, 

afectando en el sentido de que es de 

la parte investigada no como 

afectada si no como investigada 

entonces se le da la oportunidad de 

que pueda cuestionar cada uno de 

los actos que se han dado dentro del 

secreto de la investigación, 

entonces si no hubiera esa etapa en 

la que se le pueda dar, o en la que 

se pueda otorgar al investigado 

cuestionar e impugnar estos actos si 
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habría una vulneración pero yo creo 

que no se vulneran ningún tipo de 

derecho menos aun el derecho de 

defensa. 

Considera Ud. Que al disponer el 

secreto de la investigación y no 

comunicar los hechos imputados 

desde el inicio de la investigación 

se vulnera el derecho del 

investigado a conocer los hechos 

que se le atribuyen 

 

A ver si bien es cierto cuando uno 

genera el secreto de la 

investigación, es para formular una 

imputación, y cuando ya se genera 

la imputación ya se supone que 

tengo que notificar porque ya tengo 

de cierta forma, ya existe la 

sospecha de la vinculación de esta 

persona investigada con los hechos 

y la identificación plena entonces al 

inicio para poder formar este 

secreto de la investigación lo que 

nosotros tenemos es una 

información y en base a esa 

información recién vamos a crear la 

imputación. 

Considera Ud. Que al disponer el 

secreto de la investigación y no 

poner en conocimiento 

oportunamente de los actos de 

investigación al investigado se 

limita, vulnera, restringe el 

derecho de defensa del 

investigado en cuanto a de elegir 

o designar a su abogado defensor 

y cuestionar los actos de 

investigación 

No, porque ahí dentro de esa 

pregunta hay una palabra clave la 

oportunidad, y la oportunidad para 

poder ponerle en conocimiento es 

cuando yo tenga una imputación y 

cuando yo tengo una imputación es 

cuando ya he generado medidas 

como por ejemplo un allanamiento, 

una detención y le voy a poner en 

conocimiento cuál es su 

imputación. 
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Entonces Ud. ¿Se refiere que la 

imputación estará cuando Ud. 

Formule un requerimiento? 

Si 

¿Entonces imaginando que 

estamos en la etapa de 

investigación preliminar y 

formula un requerimiento de 

detención preliminar ya hay 

imputación desde ese momento? 

 

Si, desde ese momento se tiene que 

notificar, por eso que cuando se 

ejecuta las medidas se pone en 

conocimiento de todo. 

¿Qué mecanismos procesales 

existen para que el investigado 

pueda cuestionar la disposición 

que dispone el secreto de la 

investigación 

En efecto esta desde el primer 

momento que toma conocimiento 

porque se ha generado un 

requerimiento esta la apelación, 

porque ya el requerimiento trae 

consigo un control jurisdiccional 

entonces puedo hacer uso de los 

distintos medios impugnatorios que 

plantea el código, una apelación o 

en su defecto dentro de ese 

contexto de tener conocimiento 

puedo cuestionar con una tutela de 

derechos. 

¿Se notifica al investigado o a su 

defensa sobre la decisión de 

declarar en secreto la 

investigación? 

 

Antes no, sino después porque el 

Art. 68 concordado con el Art. 324 

establece que se pondrá en 

conocimiento una vez se ejecuten 

las medidas. 

Dr. Esto de “una vez que se 

ejecuten las medidas” ¿A qué se 

refiere? 

A lo que se vaya a ejecutar una 

detención preliminar, un 
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allanamiento, una medida 

limitativa. 

¿Cuál es su criterio para 

determinar si una investigación 

se debe llevar en secreto 

conforme el art. 68 y art. 324 del 

CPP? 

Que haya que hacer investigaciones 

urgentes y necesarias sin que sepa 

la parte imputada para que se lleve 

a cabo una investigación con éxito. 

¿De qué forma se debe motivar 

la disposición que establece que 

la investigación se deba llevar de 

forma secreta? 

Dependiendo de la información que 

se haya recepcionado por parte de 

la policía, claro si esa información 

que tiene la policía se corrobora 

con algún acto previo se puede 

dictar la medida. 

 

Dr. ¿A qué se refiere con acto 

previo? 

Por ejemplo la policía de acuerdo a 

lo que dice el Código Procesal 

Penal puede tener sus informantes y 

ellos no pueden determinar cuál es 

la identidad de estos informantes 

entonces tenemos ahí algo gaseoso, 

pero si por decir tenemos esta 

información de un informante pero 

por ahí tenemos que viene alguien 

y formula una denuncia respecto de 

ese hecho ya estamos corroborando 

o nos está dando una sospecha de 

que efectivamente se está 

cometiendo esta disposición que se 

remite la información entonces ahí 

tendríamos más sustento para 

disponer el secreto. 
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Entonces ¿Tendría que haber 

cómo una corroboración? 

Tendría que haber una previa 

corroboración de la información 

obtenida. 

 

¿De qué forma se debe motivar 

la disposición que establece que 

la investigación se deba llevar de 

forma secreta? 

Primero debemos motivarla de 

acuerdo con la gravedad del hecho 

uno, y la gravedad trae consigo la 

pena que va a merecer o la 

prognosis que va a merecer ese 

delito, segundo también respecto a 

la necesidad de realizar técnicas de 

investigación para acopio de 

información y tercero 

definitivamente respecto al derecho 

que tiene las partes de que no se 

vulnere el derecho a la parte que 

está investigando. 

¿Qué acto de investigación 

merecería declararlo en 

secreto?? 

Por ejemplo, una detención 

preliminar podríamos declararlo en 

secreto definitivamente, un 

allanamiento, la declaración de un 

testigo protegido podría decir una 

declaración en secreto, esas. 

Nota. Elaboración propia 

Tabla 6 

Entrevista N°03  

ABOGADO DEFENSOR Mauricio Renato Flores Bardales 

Abogado defensor especialista en el Área Penal 
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PREGUNTAS 

¿Considera que el secreto de la 

investigación vulnera el derecho 

de defensa? 

Es una pregunta cerrada, pero en 

realidad no la vulnera, porque para 

dictar el secreto de la investigación 

primero está legalmente  

establecida, segundo en la prórroga 

pasa por control judicial no es 

absoluta discrecionalidad del fiscal 

pasa por un control y si el plazo 

supera el legalmente establecido el 

abogado tiene la posibilidad de 

realizar control de plazos de ahí que 

pueda realizar sus actos de defensa, 

ahora el secreto de la investigación 

se tiene que dar para obtener 

elementos de convicción que a 

posterior pueden ser objeto del 

cuestionamientos de la defensa por 

ejemplo si yo tomo una declaración 

de defensa obviamente la defensa 

no va a participar, sin embargo 

después de que se levante, la 

defensa puede pedir una ampliación 

de declaración, si por ejemplo se 

realiza una inspección incompleta 

la defensa puede pedir la 

ampliación de esta diligencia para 

que se pueda participar con él, de 

tal forma que se permite la 

convalidación. 
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Considera Ud. Que al disponer el 

secreto de la investigación y no 

comunicar los hechos imputados 

desde el inicio de la investigación 

se vulnera el derecho del 

investigado a conocer los hechos 

que se le atribuyen 

 

No, el código establece que el 

secreto se dispone desde el inicio 

de la investigación entonces cuando 

estamos al inicio de la 

investigación estamos en una 

sospecha simple no hay imputación 

concreto hacia algún investigado y 

menos aún, la fiscalía podría 

establecer que hechos se le van a 

atribuir a cada investigado 

concretamente, entonces solamente 

se vulneraria en el supuesto que no 

creo que podría pasar, se disponga 

la formalización y ahí este la 

reserva, entonces no estaría 

comunicando la imputación. 

Dr. En un supuesto en el que 

haya iniciado la investigación en 

contra de los que resulten 

responsables, se ha hecho 

videovigilancia, varios actos de 

investigación y ya tenemos la 

resolución de detención 

preliminar y es donde el 

investigado se entera entran a la 

casa lo enmarrocan lo sientan y 

le dan ¿en este supuesto se 

vulneraria el derecho de 

defensa? 

No, porque en los elementos de 

convicción que se recaban dentro 

del secreto son amparados por ley, 

solo excepcionalmente si se 

determina que estos elementos al 

obtenerse se han vulnerado 

derechos por ejemplo se ha 

coaccionado a un testigo a declarar 

por ejemplo un coimputado ha 

colaborado para declarar, eso sí 

estaría condicionado, eso sí podría 

ser la excepción, ahora por ejemplo 

lo que pasa y ha pasado bastante en 

casos de organización criminal, si 

investigo con agente encubierto 
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más de un año en realidad, incluso 

se sobrepasó el plazo que establecía 

la ley entonces todos los abogados 

empezaron a presentar tutelas de 

derecho indicando que los 

elementos tú los has obtenido fuera 

del plazo, por lo tanto has 

vulnerado el derecho de defensa, 

pero lo que dijo la jueza dijo que si 

es cierto que se ha transgredido el 

plazo pero eso no es óbice para que 

la obtención haya sido legalmente 

obtenida, es decir que la obtención 

haya obedecido a lo legal si es que 

el fiscal no obedeció el plazo es un 

tema administrativo ante el órgano 

de control interno, es lo mismo que 

cuando yo investigo fuera del plazo 

yo no debería de investigar fuera 

del plazo la obtención de esos 

elementos ¿son legales? No, con 

una tutela no, hay jurisprudencia 

que dice que la actividad del fiscal 

fuera del plazo de investigación 

acarrea responsabilidad, pero no 

tiene nada de que ver con los 

elementos de convicción que se 

recaben. 

 

Considera Ud. Que al disponer el 

secreto de la investigación y no 

No. 
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poner en conocimiento 

oportunamente de los actos de 

investigación al investigado se 

limita, vulnera, restringe el 

derecho de defensa del 

investigado en cuanto a de elegir 

o designar a su abogado defensor 

y cuestionar los actos de 

investigación 

¿Qué mecanismos procesales 

existen para que el investigado 

pueda cuestionar la disposición 

que dispone el secreto de la 

investigación 

Tutela de derechos solo la 

disposición, el plazo es obviamente 

control de plazos. Ahora la 

obtención de los elementos puede 

ser objeto de reexamen entonces 

hay otro nuevo control que puede 

hacer la defensa, porque debe de 

haber una diferencia cuando aplicar 

tutela y cuando reexamen, cuando 

ya obtengo todos los elementos de 

convicción obviamente ya tengo 

que ponerle en conocimiento a la 

defensa porque esto ha pasado 

control judicial con conocimiento a 

la defensa con los elementos de 

convicción, la defensa pueda incoar 

al juez un reexamen para ver si es 

que va a convalidar o no, en que 

información se obtuvo en el secreto 

al igual que en el colaborador o en 

el agente encubierto como esto lo 

autoriza una autoridad puede pasar 
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un reexamen entonces el control de 

la defensa siempre va a estar. 

 

¿Se notifica al investigado o a su 

defensa sobre la decisión de 

declarar en secreto la 

investigación? 

 

En realidad, el código no es 

especifico en ello, pero si puede 

notificar el secreto, pero 

estratégicamente no debería no 

tendría sentido. 

¿De acuerdo con sus 

conocimientos que criterio se 

debe utilizar para determinar si 

una investigación se debe llevar 

en secreto conforme el art. 68 y 

art. 324 del CPP? 

El secreto se emplea en casos 

obviamente complejos 

normalmente organización 

criminal. 

Obviamente la complejidad de la 

investigación, la naturaleza del 

testigo, la pluralidad de agentes que 

intervienen, eso considero que es lo 

más importante, en mi experiencia 

es básicamente cuando se emplea el 

secreto o cuando exista la 

necesidad de emplear actos 

especiales de investigación. 

¿Cómo que actos especiales? agente encubierto. 

¿De qué forma se debe motivar 

la disposición que establece que 

la investigación se deba llevar de 

forma secreta? 

Bueno, jurisprudencialmente tiene 

que una motivación “reforzada”, 

pero no es una motivación simple 

del 122, tiene que ser un poco más 

severa la motivación porque el 

fiscal sabe que va a limitar 

derechos, entonces esa debe ser, si 

indico vagamente que voy a 

disponer el secreto de la 
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investigación no preciso porque es 

complejo si digo que es 

básicamente “porque es una 

organización criminal” no estaría 

motivando ni considerar, además 

no puede ser el secreto de una 

persona sino de una pluralidad de 

personas. 

Dr. En los casitos que Ud. Ha 

visto esta motivación que se ha 

hecho ¿ha sido como la que me 

indica? 

En realidad, si pudiera decirse, 

normalmente los fiscales que he 

visto que han aplicado por su 

especialidad son de organización 

criminal saben su campo y son de 

corrupción de funcionarios, 

entonces son fiscales con 

experiencia saben cómo motivar 

adecuadamente más aun cuando 

saben que la defensa que asume 

estos casos no son personas 

inexpertas saben que va a ver 

cuestionamientos va a ver tutelas, 

entonces ellos intentan hacer 

adecuado su trabajo. 

¿Qué tipo de información 

considera especialmente sensible 

y justifica mantener en secreto? 

Quizás cuando es presumible que 

se pueda atentar con la correcta 

administración de una institución 

por ejemplo sé que se están 

realizando actos de corrupción yo 

necesito interrumpir la 

continuación de esos actos es de 

especial gravedad o cuando sé que 
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existe que cuando el delito se esté 

cometiendo va a afectar una 

pluralidad de personas o droga, o 

lavado de dinero, o trata de 

personas, esas son las 

circunstancias que realmente 

motivarían que se disponga el 

secreto porque de otra forma 

escabullirse en esa forma de 

trabajar delictiva es sumamente 

complicada porque está bien 

estructurada, porque es obvio las 

organizaciones son organizaciones 

y están bien estructuradas hay 

roles, entonces no se emplea el 

secreto no se utiliza actos de 

investigación, no se podría tener 

acceso, no habría otra forma, más 

aún la videovigilancia es en todos 

los delitos de corrupción u 

organización criminal, se requiere 

la videovigilancia, pero sin el 

secreto sería imposible, es más si 

yo veo que un policía me está 

siguiendo lo denuncio por acoso, si 

veo que me está grabando lo 

denuncio por acoso, 

necesariamente se tiene que tener el 

respaldo de la Fiscalía para una 

investigación reservada o secreta. 
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Dr. ¿nunca ha visto que se haya 

aplicado en una Fiscalía común 

que se haya aplicado el secreto de 

la investigación? 

Que yo sepa no, pero a quien le 

encanta ese tipo de investigaciones 

es a la de Hunter, al Dr. Carlos 

Arias porque le encantan las bandas 

criminales, y para obtener bandas 

criminales necesito yo investigar 

secretamente y a él le encanta, ahí 

por ejemplo yo he defendido a 

extranjeros que formaban parte del 

tren de Aragua, y obviamente 

cuando los detienen solamente te 

dan una disposiciones de que se 

levanta el secreto de la 

investigación y puedes tener acceso 

a la carpeta, no es que te brinden 

copias, no, tú tienes que ir y revisar 

los tomos de tomos que han estado 

investigando durante varios meses. 

 

 

Nota. Elaboración propia 

12.2. Respecto del primer objetivo específico 

12.2.1. Revisión de las disposiciones: 

Tabla 7 

  Disposición N°01-2023-3DI-FPPCH / 1506084500-2023-1565 

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón 

FISCALÍA Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Jacobo Hunter 
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CARPETA FISCAL 1506084500-2023-1565 

DISPOSICIÓN N°01-2023-3DI-FPPCH 

FECHA 17/08/2023 

CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

TERCERO, CUARTO Y QUINTO 

Tercero: Del Derecho De Defensa y El Secreto De La Investigación: El 

Secreto de la investigación debe ser entendida como un mecanismo 

destinado a proteger la eficacia e integridad de la misma, y que no es 

ilimitada ya que deberá cesar antes de la culminación de las diligencias 

preliminares, además de encontrarse sujeta a controles posteriores a 

través de los mecanismos que la Ley franquea, con lo cual el investigados 

o investigados hacen uso de su derecho de defensa al contravenir las 

imputaciones o actos de investigación realizados; estando a ello y a los 

hechos investigados, resulta necesario para este Despacho Fiscal recabar 

la suficiente información, respecto a la identidad de los sujetos 

involucrados, además de obtener información que nos permita recabar 

elementos de convicción necesarios, pertinentes, conducentes y útiles 

para la investigación, siendo necesario mantener en secreto la 

investigación, de conformidad al art. 68.3 del Código Procesal Penal, ello 

a fin de asegurar la recopilación de información, investigación que se 

desarrollará sin notificar a los investigados preliminarmente y a los que 

en el transcurso de las diligencias se identifique como presuntos 

imputados, hasta que se ejecuten las medidas cautelares que este 

despacho considere oportunas y pertinentes. 

Cuarto: Si bien existe una limitación al derecho de defensa al impedirse 

que el investigado conozca, intervenga o hasta contradiga las actuaciones 

que se practiquen durante el periodo en que se mantiene el secreto la 

investigación, debe señalarse que esta limitación no es absoluta; así, el 

derecho de defensa prevé por un lado el que el investigado o investigados 

cuenten con un abogado defensor durante toda la investigación y que 

puedan contradecir los cargos atribuidos. Al existir la reserva, levantada 
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la misma, dicho derecho no se ve conculcado, por cuanto, el investigado 

o investigados, con asistencia letrada pueden desvirtuar los cargos de los 

que sean objeto, así como cuestionar la legalidad de los actos 

indagatorios realizados y de los que se le pondrá en conocimiento con la 

disposición respectiva 

Quinto: Estando a lo antes señalado, corresponde amparar la Medida de 

Videovigilancia, teniendo en consideración que los presuntos delitos a los 

que se hacen referencia, corresponde a delitos Graves; pues en los 

últimos meses se vienen implementando Políticas Públicas en 

salvaguarda de la Seguridad Ciudadana y dentro de la Jurisdicción de los 

Distritos de Hunter, Sachaca, Tiabaya, Uchumayo, se viene 

incrementando la incidencia de perpetración de delitos de Hurto 

Agravado, Robo Agravado, Receptación y Falsedad Genérica; (conforme 

se ha detallado en el Informe nro. 48-2023-pnp-dirnic-diviac-depdiac-

arequipa, de fecha 04 de agosto de 2023); siendo necesario, la utilización 

medios técnicos, con la finalidad de identificar a los presuntos autores, el 

modus operandi de estos; razón por la que resulta indispensable la Video 

Vigilancia, la misma que estará a cargo del personal policial de la 

División de Investigación de delitos de Alta Complejidad DIVIAC-

AREQUIPA y en estrecha coordinación con la División Macro Regional 

de Inteligencia DIVMRI-PNP- AREQUIPA. Por lo que, conforme a lo 

establecido en el artículo 68° inciso 3. (207° y 330° incisos 1 y 2 del 

Código Procesal Penal,”. 

 

CRITERIO USADO: No se logra identificar criterio usado en 

específico. 

Nota. Elaboración propia 

Como se puede apreciar en los considerandos analizados, no se encuentra 

criterio especifico usado, no obstante, teniendo en cuenta la totalidad de la 

disposición se puede apreciar que se está aplicando para el delito de Banda 
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Criminal, Robo Agravado, Hurto Agravado, Receptación y Falsedad Genérica, 

asimismo se dispuso la totalidad de la investigación siendo las diligencias 

dispuestas la medida de videovigilancia, recabar denuncias policiales y carpetas 

fiscales y solicitar información a diversas instituciones públicas y/o privadas.  

Tabla 8 

  Disposición N°01-2024-3DI-FPPCH / 1506084500-2024-217-0 

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón 

FISCALÍA Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Jacobo Hunter 

CARPETA FISCAL 1506084500-2024-217-0 

DISPOSICIÓN N°01-2024-3DI-FPPCH 

FECHA 25/01/2024 

CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

TERCERO, CUARTO Y QUINTO 

“Tercero: Del Derecho De Defensa y El Secreto De La Investigación: 

El Secreto de la investigación debe ser entendida como un mecanismo 

destinado a proteger la eficacia e integridad de la misma, y que no es 

ilimitada ya que deberá cesar antes de la culminación de las diligencias 

preliminares, además de encontrarse sujeta a controles posteriores a 

través de los mecanismos que la Ley franquea, con lo cual el investigados 

o investigados hacen uso de su derecho de defensa al contravenir las 

imputaciones o actos de investigación realizados; estando a ello y a los 

hechos investigados, resulta necesario para este Despacho Fiscal recabar 

la suficiente información, respecto a la identidad de los sujetos 

involucrados, además de obtener información que nos permita recabar 

elementos de convicción necesarios, pertinentes, conducentes y útiles 

para la investigación, siendo necesario mantener en secreto la 

investigación, de conformidad al art. 68.3 del Código Procesal Penal, ello 
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a fin de asegurar la recopilación de información, investigación que se 

desarrollará sin notificar a los investigados preliminarmente y a los que 

en el transcurso de las diligencias se identifique como presuntos 

imputados, hasta que se ejecuten las medidas cautelares que este 

despacho considere oportunas y pertinentes. 

Cuarto: Si bien existe una limitación al derecho de defensa al impedirse 

que el investigado conozca, intervenga o hasta contradiga las actuaciones 

que se practiquen durante el periodo en que se mantiene el secreto la 

investigación, debe señalarse que esta limitación no es absoluta; así, el 

derecho de defensa prevé por un lado el que el investigado o investigados 

cuenten con un abogado defensor durante toda la investigación y que 

puedan contradecir los cargos atribuidos. Al existir la reserva, levantada 

la misma, dicho derecho no se ve conculcado, por cuanto, el investigado 

o investigados, con asistencia letrada pueden desvirtuar los cargos de los 

que sean objeto, así como cuestionar la legalidad de los actos 

indagatorios realizados y de los que se le pondrá en conocimiento con la 

disposición respectiva. 

Quinto: Estando a lo antes señalado, corresponde amparar la Medida de 

Videovigilancia, en contra de las personas identificadas por el momento 

como “Chato Roberto”, “Reyna”, “Brujo ”, Roshi”, teniendo en 

consideración que los presuntos delitos a los que se hacen referencia, 

corresponde a delitos Graves; pues en los últimos meses conforme se 

tiene especificado en los considerandos anteriores se tienen casos de la 

presunta comisión de los delitos contra el orden monetario y financiero, 

ello conforme se ha detallado en el INFORME NRO. 03-2024-REGION 

POLICIAL-AQP/DIVINCRI-DEPINCRI-GOIE, de fecha 19 de enero de 

2024; siendo necesario, la utilización medios técnicos, con la finalidad de 

identificar a los presuntos autores, el modus operandi de estos; razón por 

la que resulta indispensable la Video Vigilancia, la misma que estará a 

cargo del personal policial del GRUPO OPERATIVO DE 

INVESTIGACIONES ESPECIALES DE LA DIVINCRI PNP 
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AREQUIPA, en estrecha coordinación con la DIVISIÓN MACRO 

REGIONAL DE INTELIGENCIA DIVMRI-PNP- AREQUIPA; siendo 

que dicha medida, tendrá la finalidad de identificar a los integrantes de la 

presunta Banda Criminal dedicada a los presuntos delitos contra el Orden 

Financiero y Monetario y otros delitos conexos, así mismos, identificar el 

modus operandi de estos, extendiéndose de ser el caso a inmuebles y 

vehículos que estén vinculados con los mismos hechos o hechos 

conexos”. 

CRITERIO USADO: No se logra identificar criterio usado en 

específico. 

Nota. Elaboración propia 

Como se puede apreciar en los considerandos analizados, no se encuentra 

criterio especifico usado, no obstante, teniendo en cuenta la totalidad de la 

disposición se puede apreciar que se está aplicando por los delitos de Banda 

Criminal, Robo Agravado, Hurto Agravado, Receptación y Falsedad Genérica, 

asimismo se dispuso la totalidad de la investigación siendo las diligencias 

dispuestas la medida de videovigilancia, recabar denuncias policiales y carpetas 

fiscales y solicitar información a diversas instituciones públicas y/o privadas.  

Tabla 9 

  Disposición N°01-2023-3DI-FPPCH / 1506084500-2023-1387 

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón 

FISCALÍA Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Jacobo Hunter 

CARPETA FISCAL 1506084500-2023-1387 

DISPOSICIÓN N°01-2023-3DI-FPPCH 

FECHA 17/07/2023 
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CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

CUARTO Y QUINTO 

“DEL DERECHO DE DEFENSA Y EL SECRETO DE LA 

INVESTIGACIÓN 

Cuarto: si bien existe una limitación al derecho de defensa al impedirse 

que el investigado conozca, intervenga o hasta contradiga las actuaciones 

que se practiquen durante el periodo en que se mantiene el secreto la 

investigación, debe señalarse que esta limitación no es absoluta. 

Así, el derecho de defensa prevé por un lado el que el investigado o 

investigados cuenten con un abogado defensor durante toda la 

investigación y que puedan contradecir los cargos atribuidos. Al existir la 

reserva, levantada la misma, dicho derecho no se ve conculcado, por 

cuanto, el investigado o investigados, con asistencia letrada pueden 

desvirtuar los cargos de los que sean objeto, así como cuestionar la 

legalidad de los actos indagatorios realizados y de los que se le pondrá en 

conocimiento con la disposición respectiva. 

El Secreto de la investigación debe ser entendida como un mecanismo 

destinado a proteger la eficacia e integridad de la misma, y que no es 

ilimitada ya que deberá cesar antes de la culminación de las diligencias 

preliminares, además de encontrarse sujeta a controles posteriores a 

través de los mecanismos que la Ley franquea, con lo cual el investigados 

o investigados hacen uso de su derecho de defensa al contravenir las 

imputaciones o actos de investigación realizados. 

DEL SECRETO DE LA INVESTIGACIÓN EN EL CASO EN 

CONCRETO 

Quinto: Conforme se tiene de actuados, el INFORME NRO. 33-2023-

IX-MACREPOL-AQPREGPOL-AQP/DIVINCRI-DEPINCRI-GOIE, de 

fecha 01 de julio de 2023, remitido por el Alférez PNP….., Jefe del Área 

de Investigaciones Especiales - DEPINCRI, , en el cual refiere que, 

conforme es de conocimiento el Grupo Operativo de Investigaciones 

especiales ha logrado desarticular la presunta Banda Criminal “LOS 
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POROTOS Y SUS INJERTOS”, la cual estaría dedicada a la presunta 

comisión de delitos contra el Patrimonio, intervención que se realizó el 

08 de febrero de 2023, habiendo utilizado técnicas especiales de 

Investigación entre las que se tiene la interceptación telefónica; en merito 

a ello, mediante Oficio Nro. 473-2023-DI-3DFPPCH-MP, el 

representante del Ministerio Público, solicita se realicen labores de 

inteligencia operativa a efecto de ubicar e identificar a las personas que 

han mantenido conversación con la persona de Luis Miguel Mayta 

Barrientos, conforme a los registros de comunicaciones obtenidas en la 

interceptación de las comunicaciones; siendo así, a consecuencia de las 

labores de inteligencia operativa, se ha emitido el Oficio Nro. 909-2023-

IX.MACREPOLAQP/DIVINCRI-SEC, por parte de la división de Macro 

Regional de Inteligencia – Arequipa, mediante el cual se habría logrado 

identificar información respecto a una presunta Banda Criminal 

denominada “LOS CAPOS DE LA INTRUSIÓN” la misma que estaría 

integrada por las personas identificadas por el momento como 

“TOMATE”, (persona que habría mantenido conversaciones con Luis 

Miguel Mayta Barrientos, Alias “ZAZA”), además de, “CHUECO”, 

“GUSANO”, “LORO”, “CHIBOLO” y “GORDO”, entre otros sujetos en 

proceso de identificación, los cuales estarían inmersos en la presunta 

comisión de delitos contra el Patrimonio – Robo Agravado y Hurto 

Agravado, en sus modalidades de Robo a mano armada, Clavo, Monra, 

Palanqueo y otros delitos conexos; siendo además que se presume que la 

persona de Luis Miguel Mayta Barrientos, sería también el receptador de 

los bienes de procedencia presuntamente ilícitas, de las actividades que 

desarrolla la presunta Banda Criminal denominada “LOS CAPOS DE LA 

INTRUSIÓN”; estando a ello resulta necesario para este Despacho Fiscal 

recabar la suficiente información, respecto a la identidad de los sujetos 

involucrados, además de obtener información que nos permita recabar 

elementos de convicción necesarios, pertinentes, conducentes y útiles 

para la investigación, siendo necesario mantener en secreto la 
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investigación, de conformidad al art. 68.3 del Código Procesal Penal, ello 

a fin de asegurar la recopilación de información, investigación que se 

desarrollará sin notificar a los investigados preliminarmente y a los que 

en el transcurso de las diligencias se identifique como presuntos 

imputados, hasta que se ejecuten las medidas cautelares que este 

despacho considere oportunas y pertinentes”. 

 

CRITERIO USADO: 

Se hace referencia a que la investigación se inició luego de desarticular la 

banda criminal denominada “Los Porotos y sus Injertos” por lo 

escuchado en la interceptación telefónica, siendo que aún no se 

encontrarían por identificar a los denominados “tomate”, “chueco”, 

“gusano”, “loro”, “chibolo” y “gordo”, además de recabar información 

que permita recabar elementos de convicción necesarios, pertinentes, 

conducentes y útiles para la investigación. 

Nota. Elaboración propia  

Como se puede apreciar en los considerandos analizados, se encuentra 

como criterio especifico primero que esta investigación fue derivada de otra, 

siendo que se tomó conocimiento de los hechos por la interceptación telefónica 

realizada, por lo que se tuvo como primer objetivo identificar a los presuntos 

investigados disponiéndose la realización de la medida de videovigilancia, del 

mismo modo se tiene en consideración que el delito investigado es el de Banda 

Criminal.  

Tabla 10 

  Disposición N°01-2023-3DI-FPPCH / 1506084500-2023-TURNO  

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón 
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FISCALÍA Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Jacobo Hunter 

CARPETA FISCAL 1506084500-2023-TURNO 

DISPOSICIÓN N°01-2023-3DI-FPPCH 

FECHA 18/12/2023 

CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

TERCERO, CUARTO Y 

SÉPTIMO 

“Tercero: Del Derecho De Defensa y El Secreto De La Investigación: 

Si bien existe una limitación al derecho de defensa al impedirse que el 

investigado conozca, intervenga o hasta contradiga las actuaciones que se 

practiquen durante el periodo en que se mantiene el secreto la 

investigación, debe señalarse que esta limitación no es absoluta; así, el 

derecho de defensa prevé por un lado el que el investigado o investigados 

cuenten con un abogado defensor durante toda la investigación y que 

puedan contradecir los cargos atribuidos. Al existir la reserva, levantada 

la misma, dicho derecho no se ve conculcado, por cuanto, el investigado 

o investigados, con asistencia letrada pueden desvirtuar los cargos de los 

que sean objeto, así como cuestionar la legalidad de los actos 

indagatorios realizados y de los que se le pondrá en conocimiento con la 

disposición respectiva. 

Cuarto: El Secreto de la investigación debe ser entendida como un 

mecanismo destinado a proteger la eficacia e integridad de la misma, y 

que no es ilimitada ya que deberá cesar antes de la culminación de las 

diligencias preliminares, además de encontrarse sujeta a controles 

posteriores a través de los mecanismos que la Ley franquea, con lo cual el 

investigados o investigados hacen uso de su derecho de defensa al 

contravenir las imputaciones o actos de investigación realizados; estando 

a ello y a los hechos investigados, resulta necesario para este Despacho 

Fiscal recabar la suficiente información, respecto a la identidad de los 

sujetos involucrados, además de obtener información que nos permita 

recabar elementos de convicción necesarios, pertinentes, conducentes y 
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útiles para la investigación, siendo necesario mantener en secreto la 

investigación, de conformidad al art. 68.3 del Código Procesal Penal, ello 

a fin de asegurar la recopilación de información, investigación que se 

desarrollará sin notificar a los investigados preliminarmente y a los que 

en el transcurso de las diligencias se identifique como presuntos 

imputados del presunto delito en investigación, hasta que se ejecuten las 

medidas cautelares que este despacho considere oportunas y pertinentes. 

Séptimo: Estando a lo antes señalado, corresponde así mismo disponer la 

Medida de Videovigilancia, teniendo en consideración que los presuntos 

delitos a los que se hacen referencia, corresponde a delitos Graves; pues 

teniendo en cuenta el principio de lesividad, el delito en análisis sería un 

delito lesivo, siendo además que en los últimos meses se vienen 

implementando Políticas Públicas en salvaguarda de la Salud Publica a 

fin de contrarrestar la PRODUCCIÓN O COMERCIALIZACIÓN DE 

BEBIDAS ALCOHÓLICAS ILEGALES; pues dentro de la Jurisdicción 

de los Distritos de Hunter, Sachaca, Tiabaya, Uchumayo, se viene 

incrementando la incidencia de este tipo de delitos; siendo necesario, la 

utilización medios técnicos, con la finalidad de identificar a los presuntos 

autores, el modus operandi de estos; razón por la que resulta 

indispensable la Video Vigilancia, la misma que estará a cargo del 

personal policial del GRUPO OPERATIVO DE INVESTIGACIONES 

ESPECIALES DE LA DIVINCRI, AUTORIZANDO EJECUTAR LA 

MEDIDA DE VIDEOVIGILANCIA POR EL PLAZO DE 30 DÍAS 

CALENDARIOS, con la finalidad de identificar a los presuntos autores 

de los hechos investigados, a fin de verificar si de conformidad con el 

modus operandi nos encontraríamos ante una presunta Banda Criminal, 

los cuales estarían inmersos en la presunta comisión de delitos contra la 

Salud Pública – PRODUCCIÓN O COMERCIALIZACIÓN DE 

BEBIDAS ALCOHÓLICAS ILEGALES y otros delitos conexos; así 

mismos, identificar el modus operandi de estos, extendiéndose de ser el 

caso a inmuebles y vehículos que estén vinculados con los mismos 
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hechos, donde también se podrá identificar a los presuntos autores y así 

mismo el modus operandi; siendo que cumplido el plazo otorgado se 

deberá remitir el informe correspondiente 

 

CRITERIO USADO: No se logra identificar criterio usado en 

específico. 

 

Nota. Elaboración propia 

Como se puede apreciar en los considerandos analizados, no se encuentra 

criterio especifico usado, no obstante, teniendo en cuenta la totalidad de la 

disposición se puede apreciar que se está aplicando por los delitos de Producción 

o Comercialización de Bebidas Alcohólicas ilegales, asimismo se dispuso la 

totalidad de la investigación siendo la diligencia dispuesta la medida de 

videovigilancia.   

Tabla 11 

  Disposición N°01-2023-3DI-FPPCH / 1506084500-2022-2290-0 

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón 

FISCALÍA Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Jacobo Hunter 

CARPETA FISCAL 1506084500-2022-2290-0 

DISPOSICIÓN N°01-2022-3DI-FPPCH 

FECHA 23/11/2021 

CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

CUARTO 

“Cuarto: De la reserva de la Investigación: El Artículo 324° inciso 2) del 

Código Procesal penal establece (…). 
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CRITERIO USADO: No se logra identificar criterio usado en 

específico, únicamente se indica la base legal. 

 

Nota. Elaboración propia 

Como se puede apreciar en los considerandos analizados, no se encuentra 

criterio especifico usado, no obstante, teniendo en cuenta la totalidad de la 

disposición se puede apreciar que se está aplicando por el delito de Hurto 

Agravado, Robo agravado, Banda Criminal, asimismo se dispuso la totalidad de la 

investigación siendo la diligencia dispuesta solicítese al Juzgado de Investigación 

Preparatoria de Jacobo Hunter los requerimientos pertinentes.  

Tabla 12 

Disposición N°01-2023-3DI-FPPCH / 1506084500-2023-72-0 

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón 

FISCALÍA Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Jacobo Hunter 

CARPETA FISCAL 1506084500-2023-72-0 

DISPOSICIÓN N°01-2023-3DI-FPPCH 

FECHA 19/07/2023 

CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

QUINTO, SEXTO Y SÉPTIMO 

“Quinto: (…): Si bien existe una limitación al derecho de defensa al 

impedirse que el investigado conozca, intervenga o hasta contradiga las 

actuaciones que se practiquen durante el periodo en que se mantiene el 

secreto la investigación, debe señalarse que esta limitación no es 

absoluta; así, el derecho de defensa prevé por un lado el que el 

investigado o investigados cuenten con un abogado defensor durante toda 

la investigación y que puedan contradecir los cargos atribuidos. Al existir 
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la reserva, levantada la misma, dicho derecho no se ve conculcado, por 

cuanto, el investigado o investigados, con asistencia letrada pueden 

desvirtuar los cargos de los que sean objeto, así como cuestionar la 

legalidad de los actos indagatorios realizados y de los que se le pondrá en 

conocimiento con la disposición respectiva. 

Sexto: El Secreto de la investigación debe ser entendida como un 

mecanismo destinado a proteger la eficacia e integridad de la misma, y 

que no es ilimitada ya que deberá cesar antes de la culminación de las 

diligencias preliminares, además de encontrarse sujeta a controles 

posteriores a través de los mecanismos que la Ley franquea, con lo cual el 

investigados o investigados hacen uso de su derecho de defensa al 

contravenir las imputaciones o actos de investigación realizados; estando 

a ello y a los hechos investigados, resulta necesario para este Despacho 

Fiscal recabar la suficiente información, respecto a la identidad de los 

sujetos involucrados, además de obtener información que nos permita 

recabar elementos de convicción necesarios, pertinentes, conducentes y 

útiles para la investigación, siendo necesario mantener en secreto la 

investigación, de conformidad al art. 68.3 del Código Procesal Penal, ello 

a fin de asegurar la recopilación de información, investigación que se 

desarrollará sin notificar a los investigados preliminarmente y a los que 

en el transcurso de las diligencias se identifique como presuntos 

imputados, hasta que se ejecuten las medidas cautelares que este 

despacho considere oportunas y pertinentes. 

Séptimo: Estando a lo antes señalado, corresponde así mismo disponer la 

Medida de Videovigilancia, teniendo en consideración que los presuntos 

delitos a los que se hacen referencia, corresponde a delitos Graves; pues 

en los últimos meses se vienen implementando Políticas Públicas en 

salvaguarda de la Seguridad Ciudadana y dentro de la Jurisdicción de los 

Distritos de Hunter, Sachaca, Tiabaya, Uchumayo, se viene 

incrementando la incidencia de perpetración de delitos de Hurto 

Agravado, así como delitos de Robo Agravado a Mano Armada; siendo 
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necesario, la utilización medios técnicos, con la finalidad de identificar a 

los presuntos autores, el modus operandi de estos; razón por la que resulta 

indispensable la Video Vigilancia, la misma que estará a cargo del 

personal policial del Grupo Operativo de Investigaciones Especiales - 

DEPINCRI y en estrecha coordinación con la División Macro Regional 

de Inteligencia de la PNP 

CRITERIO USADO: No se logra identificar criterio usado en 

específico. 

Nota. Elaboración propia 

Como se puede apreciar en los considerandos analizados, no se encuentra 

criterio especifico usado, no obstante, teniendo en cuenta la totalidad de la 

disposición se puede apreciar que se está aplicando por el delito de Hurto 

agravado, receptación agravada y falsedad genérica.   

Tabla 13 

  Disposición N°01-2023-3DI-FPPCH / 1506084500-2023-1842 

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón  

FISCALÍA Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Jacobo Hunter  

CARPETA FISCAL 1506084500-2023-1842-0  

DISPOSICIÓN N°01-2023-3DI-FPPCH 

FECHA 15/09/2023   

CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

TERCERO Y CUARTO  

“Tercero: (…): El Secreto de la investigación debe ser entendida como 

un mecanismo destinado a proteger la eficacia e integridad de la misma, y 

que no es ilimitada ya que deberá cesar antes de la culminación de las 

diligencias preliminares, además de encontrarse sujeta a controles 

posteriores a través de los mecanismos que la Ley franquea, con lo cual el 
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investigados o investigados hacen uso de su derecho de defensa al 

contravenir las imputaciones o actos de investigación realizados; estando 

a ello y a los hechos investigados, resulta necesario para este Despacho 

Fiscal recabar la suficiente información, respecto a la identidad de los 

sujetos involucrados, además de obtener información que nos permita 

recabar elementos de convicción necesarios, pertinentes, conducentes y 

útiles para la investigación, siendo necesario mantener en secreto la 

investigación, de conformidad al art. 68.3 del Código Procesal Penal, ello 

a fin de asegurar la recopilación de información, investigación que se 

desarrollará sin notificar a los investigados preliminarmente y a los que 

en el transcurso de las diligencias se identifique como presuntos 

imputados, hasta que se ejecuten las medidas cautelares que este 

despacho considere oportunas y pertinentes. 

Cuarto: Si bien existe una limitación al derecho de defensa al impedirse 

que el investigado conozca, intervenga o hasta contradiga las actuaciones 

que se practiquen durante el periodo en que se mantiene el secreto la 

investigación, debe señalarse que esta limitación no es absoluta; así, el 

derecho de defensa prevé por un lado el que el investigado o investigados 

cuenten con un abogado defensor durante toda la investigación y que 

puedan contradecir los cargos atribuidos. Al existir la reserva, levantada 

la misma, dicho derecho no se ve conculcado, por cuanto, el investigado 

o investigados, con asistencia letrada pueden desvirtuar los cargos de los 

que sean objeto, así como cuestionar la legalidad de los actos 

indagatorios realizados y de los que se le pondrá en conocimiento con la 

disposición respectiva”. 

CRITERIO USADO: No se logra identificar criterio usado en 

específico. 

Nota. Elaboración propia 

Como se puede apreciar en los considerandos analizados, no se encuentra 

criterio especifico usado, no obstante, teniendo en cuenta la totalidad de la 
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disposición se puede apreciar que se está aplicando por el delito de Robo 

Agravado, y no se dispuso ninguna diligencia. 

Tabla 14 

  Disposición N°01-2023 / 2023-225 

FISCAL Marita Lizeth Cueva Ojeda 

FISCALÍA Fiscalía Prov. Esp. en Delitos de 

Corrupción de Funcionarios de 

Arequipa 

CARPETA 2023-225 

DISPOSICIÓN DISPOSICIÓN N°01-2023 

FECHA 18/05/2023 

CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

OCTAVO 

“OCTAVO: (…) El Artículo 68.3 del Código Procesal Penal señala que: 

(…). Del mismo modo, rige en lo pertinente, lo dispuesto en el Artículo 

324 del presente código. (…)". En ese escenario, si bien el Ministerio 

público tiene la facultad de disponer el secreto de las investigaciones, no 

obstante, al limitarse con ello, evidentemente la garantía de defensa 

procesal de los imputados, tal como se releva en la Casación N°373-2018 

de fecha 13.02.2019, es necesario, justificar esta decisión, así se tiene: 

6. La finalidad del secreto en el presente caso es corroborar los 

hechos denunciados, es decir, si en efecto (…) 

7. En esa línea de investigación prospectiva; de conocer la 

presente investigación los involucrados; éstos puedan borrar, 

alterar y/o modificar sus dispositivos celulares y otros, de los 

que se pueda obtener información vinculada a los hechos; 

asimismo, el secreto de la investigación, habilita a este podrá 

disponer la VIDEOVIGILANCIA, a efecto de verificar los 

hechos citados, que presuntamente en la actualidad se están 
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suscitando, pues, es importante develar el itinerario de los 

funcionarios, como el itinerario de cuanto trabajador que 

presuntamente cobra planillas pero no labora, es decir, 

"verificar la existencia de trabajadores fantasmas en la MDY'; 

itinerarios de vehículos, de cisternas, verificar el movimiento 

de los bienes que ingresan y salen del Almacén de la MDY y 

su destino final, si existen o no reuniones entre los imputados 

y proveedores de la MDY; corroborar presuntas entregas de 

dinero a los imputados por parte de proveedores de la MDY, 

entre otros eventos. Tanto más si de la denuncia, se verifica 

alta probabilidad, que en efecto, funcionarios y servidores de 

la MDY tengan vínculos familiares y no cumplan los 

requisitos legales a efecto de desempeñar las funciones que 

desarrollan. Incluso, se entrevé que existen audios, respecto a 

los hechos a investigar 

8. En ese contexto, existe alta probabilidad que, para corroborar 

los hechos denunciados, y así lograr obtener elementos de 

convicción suficientes, respecto al relato del Informe Policial 

citado; se necesite solicitar al Juez de Investigación 

Preparatoria medidas restrictivas de derechos como 

Allanamientos, Detenciones y/o Incautaciones. Y de ser el 

caso el LEVANTAMIENTO DEL SECRETO DE LAS 

COMUNICACIONES EN TIEMPO REAL E HISTÓRICO y 

la GEOLOCALIZACIÓN de los presuntos implicados, a 

efecto de verificar el flujo de conversaciones entre estos y si 

han coincidido sus ubicaciones que hagan presumir reuniones 

clandestinas fuera del ámbito laboral. 

9. En ese sentido, en el presente caso, el secreto dispuesto es 

razonable, necesario у proporcional, ya que debe de primar la 

eficacia de las actuaciones fiscales a efecto del descubrimiento 

de la verdad material, a efecto de no correr el riesgo que las 
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pruebas sean destruidas o alteradas, en atención incluso a la 

naturaleza de los delitos investigados, que son de Corrupción 

de Funcionarios. Por lo tanto, al ponderar el derecho de 

defensa en la diligencia que se presente actuar, y el 

aseguramiento de la eficacia de la administración de justicia, 

debe de primar esta última. Tanto más, que estas diligencias 

son medulares a efecto de lograr el éxito de la presente 

investigación y definir una estrategia específica a fin de 

recabar medios probatorios no sólo de cargo sino también de 

descargo. 

10. A lo que se suma, que una vez que se realice las diligencias 

referidas, será notificada la presente disposición a los 

investigados en su oportunidad. En ese sentido, deberá de 

reservarse la notificación a todos los sujetos procesales para la 

realización de diligencias útiles, pertinentes y necesarias que 

permitan esclarecer los hechos objeto de investigación, luego 

de lo cual se procederá a levantar la reserva y se realizará las 

notificaciones correspondientes 

CRITERIO USADO: Se identifico como criterios corroborar los hechos 

denunciados, evitar que se borre, altere y modifique sus dispositivos 

celulares y otros de los que se pueda obtener información vinculada a los 

hechos, además que señalo que el secreto habilitaría la posibilidad de 

disponer la videovigilancia para verificar el hecho denunciado, además de 

solicitar en su caso el levantamiento del secreto de las comunicaciones en 

tiempo real e histórica y la geolocalización, y también buscar la verdad 

material y la naturaleza del delito de corrupción de funcionarios. 

Nota. Elaboración propia 

Como se puede apreciar del considerando analizado, se indica que si bien 

el Ministerio público tiene la facultad de disponer el secreto de las 

investigaciones, al limitarse con ello, evidentemente la garantía de defensa 
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procesal de los imputados, es necesario, justificar esta decisión señalando como 

motivos que dispusieron el secreto la corroboración de los hechos inicialmente 

denunciados, evitar la alteración de información, además que permitiría la 

realización de la medida de videovigilancia, y en su momento disponer el 

levantamiento del secreto de las comunicaciones en tiempo real e histórico, 

geolocalización, ello además sustentado en la naturaleza del delito, al ser de 

corrupción de funcionarios.  

Tabla 15 

  Disposición N°01-2024-FECOR-2D-AR-FN / 600-2024-145-0 

FISCAL Rosmery Mendoza Palomino 

FISCALÍA Fiscalía Prov. Corp. Esp. contra la 

Criminalidad Organizada 

CARPETA 600-2024-145-0 

DISPOSICIÓN DISPOSICIÓN N°01-2024-

FECOR-2D-AR-FN 

FECHA 03/12/2024 

CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

QUINTO 

“QUINTO: (…) 

Que estando a que se van a solicitar medidas cautelares que aseguren la 

presencia de los presuntos investigados en el proceso, así como la 

utilización de técnicas especiales de investigación resulta 

prudente mantener en reserva las diligencias contenidas en la presente 

disposición y otras que surjan del avance de la investigación, esto es sin 

que se notifique a las partes del proceso, hasta que se ejecuten las 

medidas cautelares a solicitarse, de conformidad al artículo 68.3 del 

Código Procesal Penal, que literalmente faculta al Fiscal a decretar el 
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secreto de las investigaciones por un plazo prudencial que necesariamente 

cesara antes de la culminación de las diligencias preliminares”. 

 

CRITERIO USADO: No se logra identificar criterio usado en 

específico. 

 

Nota. Elaboración propia  

Como se puede apreciar en los considerandos analizados, no se encuentra 

criterio especifico usado, no obstante, teniendo en cuenta la totalidad de la 

disposición se puede apreciar que se está aplicando por el delito de Banda 

Criminal y extorsión.  

Tabla 16 

Disposición N°01-2023-3DI-FPPCH / 1506084500-2023-1413-0 

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón 

FISCALÍA 

Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Jacobo Hunter 

CARPETA FISCAL 1506084500-2023-1413-0 

DISPOSICIÓN N°01-2023-3DI-FPPCH 

FECHA 19/07/2023 

CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

TERCERO, CUARTO Y 

SÉPTIMO 

“Tercero: (…): 

Si bien existe una limitación al derecho de defensa al impedirse que el 

investigado conozca, intervenga o/hasta /contradiga las actuaciones que 

se practiquen durante el periodo en que se mantiene el secreto la 

investigación, debe señalarse que esta limitación no es absoluta; así, el 

derecho de defensa prevé por un lado el que el investigado o investigados 

cuenten con un abogado defensor durante toda la investigación y que 
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puedan contradecir los cargos atribuidos. Al existir la reserva, levantada 

la misma, dicho derecho no se ve conculcado, por cuanto, el investigado 

o investigados, con asistencia letrada pueden desvirtuar los cargos de los 

que sean objeto, así como cuestionar la legalidad de los actos 

indagatorios realizados y de los que se le pondrá en conocimiento con la 

disposición respectiva. 

Cuarto: El Secreto de la investigación debe ser entendida como un 

mecanismo destinado a proteger la eficacia e integridad de la misma, y 

que no es ilimitada ya que deberá cesar antes de la culminación de las 

diligencias preliminares, además de encontrarse sujeta a controles 

posteriores a través de los mecanismos que la Ley franquea, con lo cual el 

investigados o investigados hacen uso de su derecho de defensa al 

contravenir las imputaciones o actos de investigación realizados; estando 

a ello y a los hechos investigados, resulta necesario para este Despacho 

Fiscal recabar la suficiente información, respecto a la identidad de los 

sujetos involucrados, además de obtener información que nos permita 

recabar elementos de convicción necesarios, pertinentes, conducentes y 

útiles para la investigación, siendo necesario mantener en secreto la 

investigación, de conformidad al art. 68.3 del Código Procesal Penal, ello 

a fin de asegurar la recopilación de información, investigación que se 

desarrollará sin notificar a los investigados preliminarmente y a los que 

en el transcurso de las diligencias se identifique como presuntos 

imputados, hasta que se ejecuten las medidas cautelares que este 

despacho considere oportunas y pertinentes. 

Séptimo: Estando a lo antes señalado, corresponde así mismo disponer la 

Medida de Videovigilancia, teniendo en consideración que los presuntos 

delitos a los que se hacen referencia, corresponde a delitos Graves; pues 

en los últimos meses se vienen implementando Políticas Públicas en 

salvaguarda de la Salud Publica a fin de contrarrestar el Tráfico Ilícito de 

Drogas; así como la Micro comercialización de las mismas y dentro de la 

Jurisdicción de los Distritos de Hunter, Sachaca, Tiabaya, Uchumayo, se 
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viene incrementando la incidencia de estos delitos; siendo necesario, la 

utilización medios técnicos, con la finalidad de identificar a los presuntos 

autores, el modus operandi de estos; razón por la que resulta 

indispensable la Video Vigilancia, la misma que estará a cargo del 

personal policial de la Comisaria PNP de Jacobo Hunter - Área de 

SEINCRI “. 

CRITERIO USADO: No se logra identificar criterio usado en 

específico. 

Nota. Elaboración propia  

Como se puede apreciar en los considerandos analizados, no se encuentra 

criterio especifico usado, no obstante, teniendo en cuenta la totalidad de la 

disposición se puede apreciar que se está aplicando por el delito de Tráfico Ilícito 

de Drogas, disponiéndose como diligencia la ejecución de la medida de 

videovigilancia.   

Tabla 17 

  Disposición N°01-2023FI-FPPCH / 1506084500-2023-1564  

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón 

FISCALÍA Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Jacobo Hunter 

CARPETA FISCAL 1506084500-2023-1564-0 

DISPOSICIÓN N°01-2023DI-FPPCH 

FECHA 16/08/2025 

CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

TERCERO Y CUARTO 

“Tercero: (…): 

El Secreto de la investigación debe ser entendida como un mecanismo 

destinado a proteger la eficacia e integridad de la misma, y que no es 
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ilimitada ya que deberá cesar antes de la culminación de las diligencias 

preliminares, además de encontrarse sujeta a controles posteriores a 

través de los mecanismos que la Ley franquea, con lo cual el investigados 

o investigados hacen uso de su derecho de defensa al contravenir las 

imputaciones o actos de investigación realizados; estando a ello y a los 

hechos investigados, resulta necesario para este Despacho Fiscal recabar 

la suficiente información, respecto a la identidad de los sujetos 

involucrados, además de obtener información que nos permita recabar 

elementos de convicción necesarios, pertinentes, conducentes y útiles 

para la investigación, siendo necesario mantener en secreto la 

investigación, de conformidad al art. 68.3 del Código Procesal Penal, ello 

a fin de asegurar la recopilación de información, investigación que se 

desarrollará sin notificar a los investigados preliminarmente y a los que 

en el transcurso de las diligencias se identifique como presuntos 

imputados, hasta que se ejecuten las medidas cautelares que este 

despacho considere oportunas y pertinentes. 

Cuarto: Si bien existe una limitación al derecho de defensa al impedirse 

que el investigado conozca, intervenga o hasta contradiga las actuaciones 

que se practiquen durante el periodo en que se mantiene el secreto la 

investigación, debe señalarse que esta limitación no es absoluta; así, el 

derecho de defensa prevé por un lado el que el investigado o investigados 

cuenten con un abogado defensor durante toda la investigación y que 

puedan contradecir los cargos atribuidos. Al existir la reserva, levantada 

la misma, dicho derecho no se ve conculcado, por cuanto, el investigado 

o investigados, con asistencia letrada pueden desvirtuar los cargos de los 

que sean objeto, así como cuestionar la legalidad de los actos 

indagatorios realizados y de los que se le pondrá en conocimiento con la 

disposición respectiva¨. 

CRITERIO USADO: No se logra identificar criterio usado en 

específico. 

Nota. Elaboración propia 
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Como se puede apreciar en los considerandos analizados, no se encuentra 

criterio especifico usado, no obstante, teniendo en cuenta la totalidad de la 

disposición se puede apreciar que se está aplicando por el delito de robo agravado 

disponiéndose como diligencia formularse ante el Juzgado de Investigación 

preparatoria de Jacobo Hunter los requerimientos pertinentes conducentes y útiles 

para el esclarecimiento de los hechos, ofíciese a la Superintendencia Nacional de 

los Registros Públicos de Arequipa, a fin que remitan a este Despacho Fiscal, las 

Partidas Registrales de los vehículos de Placa Rodaje y se recabe los Antecedentes 

Penales y Judiciales del imputado.  

Tabla 18 

  Disposición N°02-2023-3DI-FPPCH / 1506084500-2025-383-0 

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón 

FISCALÍA Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Jacobo Hunter 

CARPETA FISCAL 1506084500-2025-383-0 

DISPOSICIÓN N°02-202-3DI-FPPCH 

FECHA 20/04/2025 

CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

TERCERO, CUARTO Y QUINTO 

“TERCERO: (…): 

El Secreto de la investigación debe ser entendida como un mecanismo 

destinado a proteger la eficacia e integridad de la misma, y que no es 

ilimitada ya que deberá cesar antes de la culminación de las diligencias 

preliminares, además de encontrarse sujeta a controles posteriores a 

través de los mecanismos que la Ley franquea, con lo cual el investigado 

o investigados hacen uso de su derecho de defensa al contravenir las 
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imputaciones o actos de investigación realizados; estando a ello y a los 

hechos investigados, resulta necesario para este Despacho Fiscal recabar 

la suficiente información que nos permita recabar elementos de 

convicción necesarios, pertinentes, conducentes y útiles para la 

investigación, siendo necesario mantener en secreto la investigación, de 

conformidad al art. 68.3 del Código Procesal Penal, concordado con el 

Artículo 324° inc. 2) del mismo cuerpo normativo, ello a fin de asegurar 

la recopilación de información, investigación que se desarrollará sin 

notificar a los investigados preliminarmente y a los que en el transcurso 

de las diligencias se identifique como presuntos imputados, hasta que se 

ejecuten las medidas cautelares que este despacho considere oportunas y 

pertinentes. 

CUARTO: si bien existe una limitación al derecho de defensa al 

impedirse que el investigado conozca, intervenga o hasta contradiga las 

actuaciones que se practiquen durante el periodo en que se mantiene el 

secreto la investigación, debe señalarse que esta limitación no es 

absoluta; Así, el derecho de defensa prevé por un lado el que el 

investigado o investigados cuenten con un abogado defensor durante toda 

la investigación y que puedan contradecir los cargos atribuidos. Al existir 

la reserva, levantada la misma, dicho derecho no se ve conculcado, por 

cuanto, el investigado o investigados, con asistencia letrada pueden 

desvirtuar los cargos de los que sean objeto, así como cuestionar la 

legalidad de los actos indagatorios realizados y de los que se le pondrá en 

conocimiento con la disposición respectiva. 

QUINTO: Estando a lo antes señalado, corresponde así mismo disponer 

la Medida de Videovigilancia, teniendo en consideración que los 

presuntos delitos a los que se hacen referencia, corresponde a delitos 

Graves; pues teniendo en cuenta el principio de lesividad, el delito en 

análisis sería un delito lesivo, siendo además que en los últimos meses se 

vienen implementando Políticas Públicas en salvaguarda a contrarrestar 

los actos de extorsión mediante los prestamos Gota a Gota por parte de 
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personas de nacionalidad extranjera; pues dentro de la Jurisdicción de los 

Distritos de Hunter, Sachaca, Tiabaya, Uchumayo, se viene 

incrementando la incidencia de este tipo de delitos; siendo necesario, la 

utilización medios técnicos, con la finalidad de identificar a los presuntos 

autores, teniendo en consideración que conforme se tiene de actuados 

existe la ubicación del inmueble del imputado José Jordano Zegarra 

Pacheco, además de ello de la Geolocalización realizada se tiene 

ubicación de los números de los cuales ha recibido mensajes 

presuntamente extorsivos por parte de una persona de nacionalidad 

colombiana, además de ello existe el retrato hablado con el cual se podría 

identificar a dicha persona; así mismo, de ser posible identificar el modus 

operandi de estos; razón por la que resulta indispensable ordenar la Video 

Vigilancia, la misma que estará a cargo del personal policial del GRUPO 

OPERATIVO DE INVESTIGACIONES ESPECIALES DE LA 

DIVINCRI, con la estrecha coordinación de la DIVISIÓN MACRO 

REGIONAL DE INTELIGENCIA DE LA PNP, para lo cual se 

AUTORIZA EJECUTAR LA MEDIDA DE VIDEOVIGILANCIA POR 

EL PLAZO DE 10 DIAS CALENDARIOS, con la finalidad de 

identificar a los presuntos autores de los hechos investigados, a fin de 

verificar si de conformidad con el modus operandi nos encontraríamos 

ante una presunta Banda Criminal, los cuales estarían inmersos en la 

presunta comisión de delitos contra EL PATRIMONIO, en la modalidad 

de EXTORSION y otros delitos conexos; así mismos, identificar el 

modus operandi de estos, extendiéndose de ser el caso a inmuebles y 

vehículos que estén vinculados con los mismos hechos, donde también se 

podrá identificar a los presuntos autores y así mismo el modus operandi; 

siendo que cumplido el plazo otorgado se deberá remitir el informe 

correspondiente”. 

CRITERIO USADO: No se logra identificar criterio usado en 

específico. 

Nota. Elaboración propia 
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Como se puede apreciar en los considerandos analizados, no se encuentra 

criterio especifico usado, no obstante, teniendo en cuenta la totalidad de la 

disposición se puede apreciar que se está aplicando por el delito de extorsión 

disponiéndose como diligencia de recabar la ampliación de declaración de la 

agraviada, a fin que ponga en conocimiento de existir, nuevos hechos de 

naturaleza presuntamente extorsiva en su agravio o de su familia, se recabe las 

evidencias (mensajes de texto o vía WhatsApp, Audios u otros), que corroboren 

las amenazas en agravio de la denunciante o sus familiares.  

Tabla 19 

  Disposición N°01-2025-DI-FPPCH / 1506084500-2025-1138-0 

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón 

FISCALÍA Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Jacobo Hunter 

CARPETA FISCAL 1506084500-2025-1138-0 

DISPOSICIÓN N°01-2025-DI-FPPCH 

FECHA 09/06/2025 

CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

CUARTO Y QUINTO 

(…) 

Cuarto: si bien existe una limitación al derecho de defensa al impedirse 

que el investigado conozca, intervenga o hasta contradiga las actuaciones 

que se practiquen durante el periodo en que se mantiene el secreto la 

investigación, debe señalarse que esta limitación no es absoluta. Así, el 

derecho de defensa prevé por un lado el que el investigado o investigados 

cuenten con un abogado defensor durante toda la investigación y que 

puedan contradecir los cargos atribuidos. Al existir la reserva, levantada 

la misma, dicho derecho no se ve conculcado, por cuanto, el investigado 
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o investigados, con asistencia letrada pueden desvirtuar los cargos de los 

que sean objeto, así como cuestionar la legalidad de los actos 

indagatorios realizados y de los que se le pondrá en conocimiento con la 

disposición respectiva. 

El Secreto de la investigación debe ser entendida como un mecanismo 

destinado a proteger la eficacia e integridad de la misma, y que no es 

ilimitada ya que deberá cesar antes de la culminación de las diligencias 

preliminares, además de encontrarse sujeta a controles posteriores a 

través de los mecanismos que la Ley franquea, con lo cual el investigados 

o investigados hacen uso de su derecho de defensa al contravenir las 

imputaciones o actos de investigación realizados. 

(…) 

Quinto: Conforme se tiene de actuados, del Informe Nro. 022-2025-

REGIÓN POLICIAL AREQUIPA/DIVINCRI-DEPINCRI-GOIE, se 

infiere que, las actividades /de una presunta Banda Criminal, que se 

dedicaría a la distribución de presuntas sustancias ilícitas, la misma que 

estaría conformada principalmente por la persona de LUANA 

MILAGROS RODRIGUEZ GALARZA “LUANA”, quien pese a 

haber/sido intervenida anteriormente, habría reanudado sus actividades 

presuntamente delictivas en el Distrito de Hunter y otras zonas aledañas; 

siendo que para el desarrollo de las actividades presuntamente ilícitas, 

utilizaría intermediario para la distribución y venta de sustancias 

presuntamente ilícitas (PBC) y otras drogas ilegales, siendo además que 

contaría con la infraestructura operativa para la distribución y 

almacenamiento de narcóticos en inmuebles estratégicos dentro del 

Distrito de Jacobo Hunter; estando a ello resulta necesario para este 

Despacho Fiscal recabar y corroborar la suficiente información, respecto 

a la identidad de los sujetos involucrados, además de obtener información 

que nos permita recabar elementos de convicción necesarios, pertinentes, 

conducentes y útiles para la investigación, siendo necesario mantener en 

secreto la investigación, de conformidad al art. 68.3 del Código Procesal 
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Penal, ello a fin de asegurar la recopilación de información, investigación 

que se desarrollará sin notificar a los investigados preliminarmente y a los 

que en el transcurso de las diligencias se identifique como presuntos 

imputados, hasta que se ejecuten las medidas cautelares que este 

despacho considere oportunas y pertinentes 

CRITERIO USADO: Indica que es necesario para poder recabar y 

corroborar la suficiente información entorno al presunto delito de banda 

crimina y tráfico ilícito de drogas, además de obtener información, 

respecto a la identidad de los sujetos involucrados y recabar elementos de 

convicción pertinentes, conducentes y útiles para la investigación. 

Nota. Elaboración propia  

Como se puede apreciar en la disposición analizada se dispusieron como 

diligencias de autorizar la medida de videovigilancia y recabar de manera 

reservada los principales actuados de otra carpeta fiscal.   

Tabla 20 

Disposición N°02-2024-3DI-FPPCH / 1506084500-2024-TURNO 

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón 

FISCALÍA Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Jacobo Hunter 

CARPETA FISCAL 1506084500-2024-TURNO 

DISPOSICIÓN N°02-2024-3DI-FPPCH 

FECHA 27/11/2024 

CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

TERCERO Y CUARTO 

TERCERO: (…): 

Si bien existe una limitación al derecho de defensa al impedirse que el 

investigado conozca, intervenga o hasta contradiga las actuaciones que se 

practiquen durante el periodo en que se mantiene el secreto la 
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investigación, debe señalarse que esta limitación no es absoluta; Así, el 

derecho de defensa prevé por un lado el que el investigado o investigados 

cuenten con un abogado defensor durante toda la investigación y que 

puedan contradecir los cargos atribuidos. Al existir la reserva, levantada 

la misma, dicho derecho no se ve conculcado, por cuanto, el investigado 

o investigados, con asistencia letrada pueden desvirtuar los cargos de los 

que sean objeto, así como cuestionar la legalidad de los actos 

indagatorios realizados y de los que se le pondrá en conocimiento con la 

disposición respectiva. El Secreto de la investigación debe ser entendida 

como un mecanismo destinado a proteger la eficacia e integridad de la 

misma, y que no es ilimitada ya que deberá cesar antes de la culminación 

de las diligencias preliminares, además de encontrarse sujeta a controles 

posteriores a través de los mecanismos que la Ley franquea, con lo cual el 

investigados o investigados hacen uso de su derecho de defensa al 

contravenir las imputaciones o actos de investigación realizados. 

CUARTO: Siendo ello así y estando a lo hechos antes formulados, 

resulta necesario para este Despacho Fiscal contar con la presencia del 

ahora imputado SERGIO ANDRE MESTAS MENDOZA; así como tener 

a disposición del vehículo de Placa de Rodaje BDY-090, Marca 

HONDA, Modelo CIVIC, Color ROJO, con la finalidad de recabar la 

suficiente información, respecto a la forma y circunstancias en que se 

habrían desarrollado los hechos de tránsito que desencadenaron en la 

muerte de quien en vida fue, CARLOS EFRAIN MORON BRAVO, y de 

ser el caso realizarse las pericias necesarias, que nos permita obtener 

elementos de convicción necesarios, pertinentes, conducentes y útiles 

para la investigación, siendo necesario, solicitar judicialmente la 

Detención Preliminar del imputado; así como el allanamiento y Registro 

domiciliario y la Incautación del Vehículo Placa de Rodaje BDY-090, 

Marca HONDA, Modelo CIVIC, Color ROJO; para lo cual es necesario 

disponer el secreto la investigación, de conformidad al art. 68.3 del 

Código Procesal Penal; concordado con el Art. 324° inc. 2) del Código 
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procesal Penal, ello a fin de asegurar la recopilación de información, 

investigación que se desarrollará sin notificar al investigado 

preliminarmente, hasta que se ejecuten las medidas cautelares que este 

despacho considere oportunas y pertinentes”. 

CRITERIO USADO: Indica que es necesario para poder recabar la 

suficiente información respecto a la forma y circunstancias en que se 

habrían desarrollado los hechos de tránsito que desencadenaron en la 

muerte del agraviado, siendo indispensables realizarse las pericias 

necesarias, que permita obtener elementos de convicción  necesarios, 

pertinentes, conducente y útiles para la investigación siendo necesario 

solicitar judicialmente la Detención Preliminar del imputado, así como el 

allanamiento y registro domiciliario y la incautación del vehículo, además 

de recopilar de información, investigación que se desarrollará sin 

notificar al investigado preliminarmente, hasta que se ejecuten las 

medidas cautelares que el despacho disponga. 

Nota. Elaboración propia 

Como se puede apreciar en la disposición analizada el secreto se dispone 

en los delitos de homicidio culposo y fuga del lugar de accidente de tránsito, 

disponiéndose como diligencias solicitar al juzgado la detención preliminar, 

allanamiento y registro domiciliario en contra del investigado, una vez ejecutado 

la detención, registro e incautación del vehículo que se usó para la comisión del 

hecho investigado solicítese al juzgado de investigación preparatoria el embargo 

preventivo del vehículo, asimismo ofíciese al instituto de medicina legal, a efecto 

de realizar una pericia psicológica, en relación a los hechos denunciados, se 

realice la visualización de los videos recabados en relación a los hechos 

denunciados, se realice la reconstrucción de los hechos en el lugar del evento de 
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tránsito con presencia de los abogados de las partes, peritos PNP UPIAT-

Arequipa.  

Tabla 21 

  Disposición N°01-2024-3DI-FPPCH / 1506084500-2024-464-0 

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón 

FISCALÍA Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Jacobo Hunter 

CARPETA FISCAL 1506084500-2024-464-0 

DISPOSICIÓN N°01-2024-3DI-FPPCH 

FECHA 06/03/2024 

CONSIDERANDO 

ANALIZADO 

TERCERO Y CUARTO 

“Tercero: (…) 

El Secreto de la investigación debe ser entendida como un mecanismo 

destinado a proteger la eficacia e integridad de la misma, y que no es 

ilimitada ya que deberá cesar antes de la culminación de las diligencias 

preliminares, además de encontrarse sujeta a controles posteriores a 

través de los mecanismos que la Ley franquea, con lo cual el investigado 

o investigados hacen uso de su derecho de defensa al contravenir las 

imputaciones o actos de investigación realizados; estando a ello y a los 

hechos investigados, resulta necesario para este Despacho Fiscal recabar 

la suficiente información que nos permita recabar elementos de 

convicción necesarios, pertinentes, conducentes y útiles para la 

investigación, siendo necesario mantener en secreto la investigación, de 

conformidad al art. 68.3 del Código Procesal Penal, ello a fin de asegurar 

la recopilación de información, investigación que se desarrollará sin 

notificar a los investigados preliminarmente y a los que en el transcurso 

de las diligencias se identifique como presuntos imputados, hasta que se 
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ejecuten las medidas cautelares que este despacho considere oportunas y 

pertinentes. 

Cuarto: Si bien existe una limitación al derecho de defensa al impedirse 

que el investigado conozca, intervenga o hasta contradiga las actuaciones 

que se practiquen durante el periodo en que se mantiene el secreto la 

investigación, debe señalarse que esta limitación no es absoluta; así, el 

derecho de defensa prevé por un lado el que el investigado o investigados 

cuenten con un abogado defensor durante toda la investigación y que 

puedan contradecir los cargos atribuidos. Al existir la reserva, levantada 

la misma, dicho derecho no se ve conculcado, por cuanto, el investigado 

o investigados, con asistencia letrada pueden desvirtuar los cargos de los 

que sean objeto, así como cuestionar la legalidad de los actos 

indagatorios realizados y de los que se le pondrá en conocimiento con la 

disposición respectiva”. 

CRITERIO USADO: No precisa en específico. 

Nota. Elaboración propia 

Como se puede apreciar en la disposición analizada se da en el delito de 

extorsión, se dispuso como diligencias recabarse de forma reservada los 

principales actuados de las denuncias que tengan los imputados, solicitar 

información a las diversas instituciones públicas y/o privadas que guarden 

relación con la presente investigación, ofíciese de manera reservada a los 

Registros públicos de Arequipa, a fin que se remita las Partidas Registrales de las 

Motocicletas de Placa de Rodaje, asimismo se informe en calidad de URGENTE  

y RESERVADO los bienes muebles e inmuebles que tienen inscritos a su nombre 

los investigados, formularse ante el juzgado los requerimientos pertinentes y 

útiles, ejecutarse la medida de videovigilancia. 
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12.2.2. Entrevistas 

Tabla 22 

Entrevista N°01  

FISCAL Helder Uriel Terán Dianderas 

Fiscal Superior de Fiscalía Superior Mixta Descentralizada de Camaná 

PREGUNTAS  

Dr. En ese caso en el que ha 

dispuesto el secreto de la 

investigación ¿Cuál fue el 

criterio que utilizo para disponer 

que sea secreta? 

Yo la encontré en secreto, cuando 

entre como fiscal a ese despacho 

entonces encontré que ya se estaba 

a través del secreto de la 

investigación cuyos fundamentos se 

sentaban en que se trataba de un 

juez que había recibido dinero de 

las personas que querían que le dé a 

su favor una prisión preventiva, es 

decir que no se lleve a cabo esta 

prisión preventiva. 

 

¿Cuál es la base legal que utiliza 

para disponer el secreto de la 

investigación? 

Esta establecido en el Código 

Procesal Penal, y es la base que 

utilizamos para poder llevar a cabo 

esta disposición del secreto de la 

investigación. 

¿Que entiende Ud. cuando el art. 

324 numeral 2 establece que el 

conocimiento de la investigación 

puede dificultar su éxito? 

Entiendo que en estos casos 

solamente si es necesario y útil 

entonces se puede optar por el 

secreto de la investigación no en 

cualquier caso, como dije 

excepcional, para mi es importante 
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el derecho de defensa en todo el 

proceso pero vemos que hay casos 

que requieren siempre de esta 

institución entonces hace que se 

consigan más elementos de 

convicción y en estos elementos 

sean luego corroborados con otras 

investigaciones donde el 

investigado ya puede intervenir, 

haciendo uso de su derecho de 

defensa. 

 

¿Considera usted que el uso del 

secreto es efectivo para prevenir 

obstrucciones a la justicia o 

destrucción de pruebas? 

Si también es otro de los 

mecanismos fundamentales de las 

razones por las cuales no se debe de 

llevar a cabo en investigación 

abierta, sino que se pueda llevar a 

cabo para no perder justamente 

esos elementos de convicción que 

son importantes para la 

investigación. 

 

¿Cuál es la finalidad del art. 324 

numeral 2 del Código Procesal 

Penal? 

lo establece justamente el mismo 

artículo para que no pueda 

dificultar el éxito de la 

investigación. 

¿Por qué motivos considera que 

si el investigado tiene 

conocimiento de los actos de 

investigación estos puedan poner 

Porque en las máximas de la 

experiencia nos damos cuenta de 

que efectivamente bajo ese derecho 

de defensa pueden hacer que se 

oculten determinados elementos de 
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el peligro el éxito de la 

investigación? 

convicción importante para después 

junto con ya la notificación se 

puedan llevar a cabo con el 

conocimiento del investigado. 

¿Cuáles son los riesgos concretos 

que valora al decidir el secreto de 

la investigación? 

 

Uno de ellos es conculcar el 

derecho de defensa, ese es uno de 

los riesgos, por eso se indica que es 

siempre excepcional. 

¿Encaminando mejor la 

pregunta me refiero a los riesgos 

lo que podría hacer el imputado? 

Básicamente la destrucción de 

prueba por lo menos en los casos en 

los cuales hemos visto o influir en 

las personas que van a testimoniar 

es que se van a llevar a cabo. 

¿Es posible aplicar el secreto de 

la investigación en todo tipo de 

delitos, esto entendiendo que el 

artículo 324 numeral 2 del CPP 

no limita su aplicación en ese 

sentido? 

Si, pero creo que no debería de ser 

tan genérico, pero que si en otros 

casos que son de mayor 

envergadura si es posible ese tipo 

de toma de decisión para que hacer 

el secreto de la investigación. 

 

Dr. Ud. indica de mayor 

envergadura ¿a qué se refiere? 

Casos que tengan que ver con 

corrupción de funcionarios, por 

ejemplo, en los casos de homicidio, 

feminicidio. 

Nota. Elaboración propia 

Tabla 23 

  Entrevista N°02 

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón 
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Fiscal Provincial de la Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Jacobo 

Hunter 

PREGUNTAS  

Dr. ¿Cuál fue el criterio que 

utilizo para disponer que sea 

secreta? 

Definitivamente uno de los criterios 

más importante es el tema de que la 

investigación tenga una relevancia 

tanto penal hablemos de que sea 

grave, que sea un delito grave y que 

se requiera recabar información. 

¿Cuál es la base legal que utiliza 

para disponer el secreto de la 

investigación? 

El Art. 68 punto 3 del Código 

Procesal Penal. 

¿Que entiende Ud. cuando el art. 

324 numeral 2 establece que el 

conocimiento de la investigación 

puede dificultar su éxito? 

Que definitivamente la publicidad 

de la que pueda gozar este acto 

procesal a las partes haga que se 

suspenda la ejecución o se eliminen 

las consecuencias, por ejemplo, si 

yo notifico una detención 

preliminar ellos ya no estarán en la 

casa, si yo notifico un allanamiento 

ya van a suspender la ejecución del 

acto ilícito que se está llevando 

dentro de ese inmueble o van a 

desaparecer las evidencias que se 

pretende recopilar o recabar. 

¿Considera usted que el uso del 

secreto es efectivo para prevenir 

obstrucciones a la justicia o 

destrucción de pruebas? 

Si lo saben utilizar sí. 

Dr. A que se refiere con si lo 

saben utilizar? 

Para realizar el secreto de la 

investigación hay que trabajar 



 

163 
 

 conjuntamente con la policía y 

mantener esta investigación no 

solamente en secreto para las partes 

sino en secreto para todos aquellos 

que no forman parte de actores de 

esta investigación porque la fuga de 

investigación hace que muchas 

veces este secreto no tengan los 

resultados que se obtienen, 

entonces hay que saber utilizar el 

secreto de la investigación, así 

como también dentro de este 

secreto de investigación saber usar 

las otras técnicas especiales de 

investigación que van a hacer que 

se refuerce más la teoría que va a 

plantear o la imputación que va a 

impulsar el ministerio público. 

 

¿Cuál es la finalidad del art. 324 

numeral 2 del Código Procesal 

Penal? 

Para empezar, es una finalidad 

temporal, a diferencia del Art. 68, 

la finalidad que tiene el 324 es que 

el secreto del acto procesal no 

dificulte la investigación o mejor 

dicho al revés que el secreto de este 

acto procesal de mayores resultados 

a la investigación, es decir se logre. 

¿Entonces hay una diferencia 

entre el art. 68 y el art. 324? 

 

Obviamente, porque el 324 me 

pone un plazo 20 días y el 68 no me 

pone plazo. 
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¿Por qué motivos considera que 

si el investigado tiene 

conocimiento de los actos de 

investigación estos puedan poner 

el peligro el éxito de la 

investigación? 

Porque definitivamente todo acto 

ilícito se clandestino. 

 

¿Es posible aplicar el secreto de 

la investigación en todo tipo de 

delitos, esto entendiendo que el 

artículo 324 numeral 2 del CPP 

no limita su aplicación en ese 

sentido 

Si bien es cierto no hay una 

limitación en cuanto a que delitos si 

y a que delitos no, pero lo que se 

busca con un secreto de la 

investigación finalmente o 

tácitamente es obtener medidas de 

coerción, medidas limitativa, ósea 

una prisión preventiva, entonces si 

voy a hacer un secreto de la 

investigación que tenga una pena 

que no supera los cinco años, es un 

secreto que no va a tener los 

resultados que tenemos. 

Entonces Dr. ¿la finalidad para 

Ud. del secreto de la 

investigación es que se llegue a 

una medida de coerción? 

Claro, de alguna forma, porque vas 

a recopilar más actos de los cuales 

vas a hacer jaque mate al imputado. 

Nota. Elaboración propia 

Tabla 24 

  Entrevista N°03 

ABOGADO DEFENSOR Mauricio Renato Flores Bardales 

Abogado defensor especialista en el Área Penal 

PREGUNTAS  
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¿Cuál es la base legal que utilizo 

el Ministerio Público para 

disponer el secreto de la 

investigación? 

Esta en el Código Procesal Penal 

Art. 324 y Art. 68, y también está 

en la ley de organización criminal, 

que regula las técnicas especiales 

de investigación. 

¿Que entiende Ud. cuando el art. 

324 numeral 2 establece que el 

conocimiento de la investigación 

puede dificultar su éxito? 

 

Bueno, la obtención de algunos 

elementos de convicción no es 

sencilla si es que se inicia una 

investigación el cual la conoce el 

investigado, porque puede 

desaparecer prueba, puede 

persuadir a personas que mientan 

que digan cosas contrarias a la 

verdad como por ejemplo si yo 

investigo tráfico de drogas yo sé 

con mi conocimiento donde está la 

droga no voy a comunicar “sabes 

que te estamos investigando por 

tráfico ilícito de drogas”, que va a 

hacer esta persona lo va a 

desaparecer, se deshará de su 

celular, va a deshacerse de sus 

pertenecías vehículos, los va a 

asear no es que vayas atrapar a los 

delincuentes con las manos en la 

masa, entonces lo más importante 

es la posible desaparición de 

prueba. 

 

¿Considera usted que el uso del 

secreto es efectivo para prevenir 

Si evidentemente. 
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obstrucciones a la justicia o 

destrucción de pruebas? 

¿Cuál es la finalidad del art. 324 

numeral 2 del Código Procesal 

Penal? 

La finalidad es asegurar fuentes de 

prueba que en una investigación 

común no sería posible obtener. 

Dr. ¿Este éxito de la 

investigación para Ud. Podría 

definirse que se termine con una 

sentencia condenatoria? 

No que se evalúe lo real, el éxito 

depende saber qué es lo que ha 

pasado. 

Ahora algo que sí, justamente dice 

la disposición fiscal que declara el 

secreto se notificará a las partes, 

hay algo que si podría cuestionar de 

la actuación de la fiscalía como no 

quiero conjurar. El código dice que 

se tiene que notificar el secreto de 

la investigación se notificara a las 

partes pero que es lo que hace 

estratégicamente la fiscalía, inicia 

la investigación contra los que 

resulten responsables entonces yo 

sé a quienes estoy investigando, 

son fiscales con experiencia, ósea 

investigo, investigo,  como el caso 

de los Hijos del cóndor se sabía 

porque había un colaborador y un 

agente encubierto que dijo tal, tal y 

tal son los que han cometido estos 

delitos, pero la fiscalía dice, contra 

los que resulten responsables por lo 

tanto legalmente ellos no tenían la 

obligación de notificar, ahora las 
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defensas también hicieron mención 

a esto, “tu sabias que él era”, pero 

lo que daba la fiscalía como 

respuesta a la tutela, yo estaba con 

una sospecha yo no tenía la certeza 

de si esta persona seria responsable, 

y la jueza dijo obviamente el fiscal 

es quien dirige la investigación y 

sabe contra quien, es decir no tenía 

la obligación, para mí eso 

francamente me parece no quiero 

decir mala fe, pero es algo que 

debería de corregirse. 

 

¿Se notifica al investigado o a su 

defensa sobre la decisión de 

declarar en secreto la 

investigación? 

 

En realidad, el código no es 

especifico en ello, pero si puede 

notificar el secreto, pero 

estratégicamente no debería no 

tendría sentido. 

¿De acuerdo con su experticia 

cuáles son los riesgos concretos 

que valora el Ministerio Público 

al decidir el secreto de la 

investigación? 

Bueno se expone a diversos 

incidentes de los abogados, tutelas, 

controles, eso dentro del tema 

procesal, siempre hay quejas en 

control interno, pero mi política no 

es quejar porque no gano nada, no 

tiene sentido, pero siempre va a ver 

controles, tutelas de derechos, y 

más aún la presión que ejerce, 

porque si yo investigado en secreto 

es porque existen indicios fuertes 

de que algo ha pasado cuando toda 
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esa información podría abarcar 

fuertes elementos, le cae encima a 

una persona que no ha conocido la 

investigación lo puede colocar 

quizá en una situación de 

desventaja legal, porque lo dice el 

código, yo investigo y tengo todos 

mis elementos y me sorprende 

detención preliminar, siete días 

después prisión preventiva, pues 

ahí el equilibrio se ha roto, 

legalmente se puede, y también la 

presión psicológica de una persona 

que se ve en esa situación lo inclina 

a reconocer y colaborar porque 

tiene tanto tiempo para decidir cuál 

va a ser su situación, y eso pasa 

siempre, en los casos que he tenido 

de organización criminal cuando 

revienta el caso se abre el caso, se 

levanta el secreto y se informa a 

cada uno, estas detenido, estas 

detenido, uno se quiebra, siempre 

se quiebra, entonces ahí hay una 

desequilibrio, pero entiendo que 

eso es lo estratégico también de la 

fiscalía. 

 

 

¿Pero entonces no es 

proporcional en ese supuesto 

Pero ahí entra el trabajo del 

abogado, porque si yo soy abogado, 



 

169 
 

cuando los detienen el tema de 

que la fiscalía ha estado 

investigando meses y el 

investigado en siete días se entera 

de todo? 

ya tengo una detención preliminar, 

obviamente ya se quiénes son los 

investigado, sé que elementos hay, 

lo que inmediatamente tengo que 

hacer, porque son tomos y tomos, 

empezar a ofrecer elementos de 

convicción para desvincularlos, 

inmediatamente, mientras se va 

asentando el polvo porque yo ya 

tengo mi escrito dentro de la 

fiscalía para que yo pueda realizar 

mis actuaciones, y rápido, si el 

fiscal me rechaza control, 

inadmisibilidad, ese es el trabajo de 

muñeca del abogado. 

¿Entonces Dr. aquellos 

imputados que no pueden 

acceder a un abogado en 

específico privado? ¿se verían en 

desventaja? 

La defensoría pública tiene tanta 

carga que no puede avocarse a un 

caso lamentablemente es así, es 

más lo llevan la fiscalía para 

convalidarlo. 

¿De acuerdo con su experticia 

que valora el Ministerio Publico 

para decidir el secreto de la 

investigación? 

La pérdida de información, la 

prueba, la destrucción, la 

intimación que puedo hacer hacia 

testigos o la coordinación que 

podrían tener los coimputados, 

porque estratégicamente si me 

investigan a mí y sé que hay otros 

mi trabajo cual será, tendré que 

coordinar estratégicamente, eso no 

está prohibido, mentir sí, pero 

coordinar tú tienes información 
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dámela para que pueda presentarla 

eso no está prohibido pero 

obviamente esa coordinación la 

fiscalía lo toma de forma negativa, 

por actos de obstrucción, entonces 

eso es lo que querría evitar la 

coordinación que podría haber 

entre los coimputados, 

¿De acuerdo con su experticia es 

posible aplicar el secreto de la 

investigación en todo tipo de 

delitos, esto entendiendo que el 

artículo 324 numeral 2 del CPP 

no limita su aplicación en ese 

sentido? 

No es en todos los delitos porque 

no se requieren, básicamente no en 

todos, hurto ¿necesito secreto? No, 

más porque se analiza la 

proporcionalidad y que tiene que 

estar contenida en la disposición, 

imagino que como lo dice el código 

tiene que ser la naturaleza del delito 

compleja. 

Jurisprudencialmente ciertamente si 

se exige una motivación dentro de 

la disposición eso obedece a la 

complejidad del delito, es evidente 

que debería de establecerse, pero es 

obvio si voy a restringir derechos 

es con una finalidad, voy a 

restringir derechos ¿por hurto? No, 

pero ahí la proporcionalidad que 

exigiría la disposición. 

 

Nota. Elaboración propia 
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12.3. Respecto del segundo objetivo específico 

12.3.1. Entrevistas  

Tabla 25 

  Entrevista N°01 

FISCAL Helder Uriel Terán Dianderas 

Fiscal Superior de Fiscalía Superior Mixta Descentralizada de Camaná 

PREGUNTAS  

Teniendo en consideración la 

jurisprudencia contenida en la 

Casación 373-2018 fundamento 

tercero de los fundamentos de 

derechos 

Tercero. La norma in 

comento debe ser 

armonizada con lo previsto 

por el artículo trescientos 

veinticuatro del Código 

Procesal Penal, tal como 

expresamente lo ha 

establecido el legislador -

rige en cuanto le sea 

pertinente-. Ambas 

disposiciones regulan el 

carácter reservado de la 

investigación y la facultad 

del fiscal de ordenar el 

secreto de las actuaciones 

de forma total o parcial. 

Esto importa que sus 

Entonces, lo más importante como 

lo dice la casación asegura 

armonizar con los demás elementos 

de prueba que se van a encontrar y 

no se trata simple y llanamente de 

que sea una situación 

independiente, porque si no 

estaríamos afectando el derecho de 

defensa. 
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efectos pueden 

circunscribirse a alguno o 

algunos actos de 

investigación. De ninguna 

forma se trata de la 

investigación preliminar en 

abstracto-en ningún 

extremo de la norma se 

aprecia tal enunciado- ni 

del integro de ella. La 

posición que sostiene esto 

último olvida que la 

constitucionalidad del 

secreto de las 

investigaciones y su 

compatibilidad con el 

derecho de defensa 

requieren, como condición 

esencial, que el secreto de 

las actuaciones fiscales o 

policiales venga objetiva y 

razonablemente justificado 

en circunstancias que el 

fiscal debe exteriorizar en 

una decisión motivada que 

posibilite a las partes, una 

vez alzado el secreto, 

conocer cuáles fueron los 

motivos que llevaron al 

fiscal a adoptar tal decisión 

e incluso de recurrirla por 
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carecer de fundamentación 

o ser desproporcionada y, 

en definitiva, al órgano 

judicial a verificar si esta 

fue imprescindible para 

asegurar la eficacia de la 

administración de justicia y 

si se cumplió con realizar 

un juicio de ponderación 

entre este y el derecho de 

defensa (Corte Suprema de 

Justicia de la República, 

2019). 

Considera Ud. Que el secreto de 

la investigación es idóneo, 

necesario y proporcional en 

sentido estricto para garantizar 

el éxito de investigación 

 

En algunos casos por eso es 

importante que se tenga en cuenta 

el test de proporcionalidad donde 

existen los subprincipios de 

idoneidad, necesidad y 

proporcionalidad propiamente 

dicha o también conocida como 

ponderación. 

¿Qué consecuencias ha 

observado en la práctica cuando 

se reserva una actuación 

importante para los derechos del 

investigado? 

La consecuencia es que 

efectivamente se pueda encontrar 

elementos de convicción útiles y 

necesarios eso es lo más importante 

mantenerlo en secreto. 

 

¿Y respecto al investigado Dr.? Es que efectivamente se pueden 

encontrar mayores elementos de 

convicción que permitan 

justamente que el investigado no 
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pueda después negar determinados 

elementos de convicción que son 

importantes en la investigación. 

¿Qué reformas o ajustes 

normativos o prácticos 

propondría para evitar que esta 

figura afecte el derecho de 

defensa? 

Creo que primero debemos de tener 

como característica la 

excepcionalidad luego la situación 

de que es más importante que 

afecta el derecho de defensa, 

tercero que se puedan armonizar 

esas pruebas con las que después se 

va a seguir investigando. 

¿Qué derechos o intereses se ven 

salvaguardados con la 

disposición del secreto de la 

investigación? 

Es que, los derechos que se ven 

salvaguardados es el éxito de la 

investigación, claro que va en 

contra del derecho de defensa pero 

que lleva a un éxito mayor de la 

investigación. 

Nota. Elaboración propia  

Tabla 26 

  Entrevista N°02 

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón 

Fiscal Provincial de la Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Jacobo 

Hunter 

PREGUNTAS  

Considera que podría vulnerarse 

el derecho de defensa del 

investigado a disponer el secreto 

de la investigación 

No porque como te dije es que se le 

va a notificar 
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Teniendo en consideración la 

jurisprudencia contenida en: 

Casación 373-2018 fundamento 

tercero de los fundamentos de 

derechos 

Tercero: La norma in 

comento debe ser 

armonizada con lo previsto 

por el artículo trescientos 

veinticuatro del Código 

Procesal Penal, tal como 

expresamente lo ha 

establecido el legislador -

rige en cuanto le sea 

pertinente-. Ambas 

disposiciones regulan el 

carácter reservado de la 

investigación y la facultad 

del fiscal de ordenar el 

secreto de las actuaciones 

de forma total o parcial. 

Esto importa que sus 

efectos pueden 

circunscribirse a alguno o 

algunos actos de 

investigación. De ninguna 

forma se trata de la 

investigación preliminar en 

abstracto-en ningún 

extremo de la norma se 

aprecia tal enunciado- ni del 

Lo que hace referencia es una 

ponderación, y hablamos de 

ponderación porque supuestamente 

han derecho constitucionales que 

están en juego uno es la 

investigación el debido proceso y el 

otro es el derecho de defensa hay 

una ponderación ahí cual es el 

derecho que debe  de prevalecer o 

tener en cuenta, sin embargo hay 

algo que esta casación si dice, que 

no limita a que el imputado una vez 

teniendo conocimiento de los 

hechos pueda recurrir a todos los 

dispositivos o los medios que pueda 

hacer valer su derecho, así que en 

definitiva si bien es cierto uno tiene 

que ponderar de acuerdo al caso en 

concreto y ese caso en concreto es 

lo que digo para que hago el secreto 

de la investigación de un caso por 

decir de un caso que tiene una pena 

no mayor de tres años, si 

finalmente no voy a llegar un 

resultado jurisdiccional que espero 

como es el de una medida de 

Prisión preventiva, entonces hay 

que ponderar que casos si van a ir 

al secreto de la investigación. 
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integro de ella. La posición 

que sostiene esto último 

olvida que la 

constitucionalidad del 

secreto de las 

investigaciones y su 

compatibilidad con el 

derecho de defensa 

requieren, como condición 

esencial, que el secreto de 

las actuaciones fiscales o 

policiales venga objetiva y 

razonablemente justificado 

en circunstancias que el 

fiscal debe exteriorizar en 

una decisión motivada que 

posibilite a las partes, una 

vez alzado el secreto, 

conocer cuáles fueron los 

motivos que llevaron al 

fiscal a adoptar tal decisión 

e incluso de recurrirla por 

carecer de fundamentación 

o ser desproporcionada y, 

en definitiva, al órgano 

judicial a verificar si esta 

fue imprescindible para 

asegurar la eficacia de la 

administración de justicia y 

si se cumplió con realizar 

un juicio de ponderación 



 

177 
 

entre este y el derecho de 

defensa (Corte Suprema de 

Justicia de la República, 

2019). 

Dr. En base a su respuesta ¿Qué 

es el éxito de la investigación? 

El éxito de la investigación es 

finalmente lograr que el 

responsable pueda merecer una 

sanción penal consecuencia de sus 

propios actos ilícitos. 

Considera Ud. Que el secreto de 

la investigación es idóneo, 

necesario y proporcional en 

sentido estricto para garantizar 

el éxito de investigación 

Si considero, pero dependiendo de 

que delitos. 

 

¿Qué consecuencias ha 

observado en la práctica cuando 

se reserva una actuación 

importante para los derechos del 

investigado? 

Un resultado óptimo. 

¿Qué derechos o intereses se ven 

salvaguardados con la 

disposición del secreto de la 

investigación? 

Primero un debido proceso, 

segundo un proceso penal eficaz. 

Nota. Elaboración propia  

Tabla 27 

  Entrevista N°03 

ABOGADO DEFENSOR Mauricio Renato Flores Bardales 

Abogado defensor especialista en el Área Penal 

PREGUNTAS  
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¿Considera que podría 

vulnerarse el derecho de defensa 

del investigado al disponer el 

secreto de la investigación, 

indicar en que supuestos o casos? 

No se vulneraria el derecho de 

defensa conforme a lo indicado 

anteriormente 

Teniendo en consideración la 

jurisprudencia Casación 373-2018: 

 

Tercero. La norma in 

comento debe ser 

armonizada con lo previsto 

por el artículo trescientos 

veinticuatro del Código 

Procesal Penal, tal como 

expresamente lo ha 

establecido el legislador -

rige en cuanto le sea 

pertinente-. Ambas 

disposiciones regulan el 

carácter reservado de la 

investigación y la facultad 

del fiscal de ordenar el 

secreto de las actuaciones 

de forma total o parcial. 

Esto importa que sus 

efectos pueden 

circunscribirse a alguno o 

algunos actos de 

investigación. De ninguna 

forma se trata de la 

investigación preliminar en 

Lo que establece la corte suprema 

lo hemos hablado antes se tiene que 

motivar adecuadamente, que 

cuando se entregue y se levante la 

reserva del secreto el investigado y 

su defensa se restringió tantos 

derechos innecesariamente o 

desproporcionada, no podríamos 

mantener el secreto un hurto, te 

vigilado, te he asediado, te he 

tomado fotografías a ti a tu familia 

tengo videos de varias horas a ti y a 

tus niños, jugando con ellos, a tu 

auto, a tu auto sube tu mamá y a tu 

papá los tengo a todos en grabación 

para investigarte un hurto no tiene 

sentido, justamente a eso hace 

mención la casación, tienes que 

motivar adecuadamente para que 

puedas informar porque razones 

habrías transgredido. 
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abstracto-en ningún 

extremo de la norma se 

aprecia tal enunciado- ni del 

integro de ella. La posición 

que sostiene esto último 

olvida que la 

constitucionalidad del 

secreto de las 

investigaciones y su 

compatibilidad con el 

derecho de defensa 

requieren, como condición 

esencial, que el secreto de 

las actuaciones fiscales o 

policiales venga objetiva y 

razonablemente justificado 

en circunstancias que el 

fiscal debe exteriorizar en 

una decisión motivada que 

posibilite a las partes, una 

vez alzado el secreto, 

conocer cuáles fueron los 

motivos que llevaron al 

fiscal a adoptar tal decisión 

e incluso de recurrirla por 

carecer de fundamentación 

o ser desproporcionada y, 

en definitiva, al órgano 

judicial a verificar si esta 

fue imprescindible para 

asegurar la eficacia de la 
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administración de justicia y 

si se cumplió con realizar 

un juicio de ponderación 

entre este y el derecho de 

defensa  (Corte Suprema de 

Justicia de la República, 

2019). 

 

Considera Ud. Que el secreto de 

la investigación es idóneo, 

necesario y proporcional en 

sentido estricto para garantizar 

el éxito de investigación 

 

Si 

¿Qué consecuencias ha 

observado en la práctica cuando 

se reserva una actuación 

importante, como una 

declaración, un informe pericial, 

un allanamiento, detención 

preliminar para los derechos del 

investigado? 

 

Hay actos que son irreproducibles 

por ejemplo la entrega de 

información o la declaración, 

obviamente yo puedo pedir 

ampliación, pero ya está dicho, ya 

lo que está dicho o está plasmado 

ya no puedo cuestionarlo como por 

ejemplo cuando yo interrogo a un 

testigo, yo me puedo oponer, 

porque el testigo está leyendo, le 

están diciendo la respuesta, eso yo 

ya no lo puedo controlar. 

 

Dr. En base a esta pregunta en 

los derechos del investigado 

¿Qué podría vulnerarse? 

Es bastante amplio este extremo, 

obviamente el derecho de defensa 

es evidente, su derecho a la 

intimidad se vulneraría o a la 
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autoincriminación obviamente 

porque si estoy en secreto puedo 

grabarlo, puedo pedir a una persona 

también que le cuente sobre esto, 

esto es el agente encubierto, hacer 

que siga que digan sin saber que le 

están grabando. 

 

¿Qué reformas o ajustes 

normativos o prácticos 

propondría para evitar que esta 

figura afecte el derecho de 

defensa? 

 

Creo que lo que tendría que hacerse 

desde mi punto de vista, es que si el 

fiscal tiene un indicio sobre la 

persona que va a investigar debe 

comunicar el secreto de la 

investigación, porque resulta 

evidente, las ligerezas de los que 

resulten responsables están mal, 

porque la legalidad debería de 

primar ahí, sobre todo porque 

aparecen nombres, sino aparecían 

nombre lo entendería, pero dice 

fulano con nombre y apellido, es un 

absurdo que diga el fiscal en contra 

de los resultan responsables. 

 

¿Es constitucionalmente legitimo 

aplicar el secreto para proteger 

derechos de terceros, incluso si 

eso implica restringir el derecho 

de defensa del investigado? 

 

Si. 
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¿Desde qué momento se aplica el 

secreto de la investigación? 

El código es claro desde que emite 

la disposición es que se cuenta el 

plazo entonces no podría yo iniciar 

un secreto que recién voy a 

computar el plazo desde que 

identifico a la persona, para eso hay 

la prórroga, entonces si la fiscalía 

no trabaja eficientemente y notifico 

a la persona es un tema 

administrativo, pero lo que si 

concuerdo es que el plazo si 

debería ser respetado, en realidad 

no es prudencial en realidad dice 20 

días, prorrogables por 20 días más, 

pero claramente es muy poco plazo 

porque no se aplica acá. 

 

Nota. Elaboración propia 

Tabla 28 

Entrevista N°04  

ABOGADO Andrés Zúñiga 

Especialista en derecho constitucional, docente de la Universidad San 

Martín de Porres y Universidad Tecnológica del Perú 

PREGUNTAS  

Considera Ud. ¿Que se vulnera el 

derecho de defensa con la 

aplicación del artículo 324 

numeral 2? 

Considero que no porque se trata de 

una etapa de investigación y que 

por supuesto tiene un límite esa 

restricción tiene un límite entonces 

desde mi punto de vista no se 
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vulnera el derecho de defensa en la 

medida que se trata de una 

investigación preliminar, y que por 

supuesto las partes tendrán la 

oportunidad de cuestionar en su 

momento dentro de la etapa de 

juicio, yo creo que está bien 

implementada la medida siempre y 

cuando se respete el deber del 

ministerio público de sustentar los 

motivos y por supuesto levantar el 

secreto cuando se cumpla el plazo 

establecido. 

 

¿A su criterio considera que la 

redacción del Art. 324 numeral 2 

presenta una correcta redacción? 

Si, porque al leerlo se entendió 

completamente. 

 

Nota. Elaboración propia 

12.4. Respecto del tercer objetivo específico 

12.4.1. Entrevistas 

Tabla 29 

Entrevista N°01 

FISCAL Helder Uriel Terán Dianderas 

Fiscal Superior de Fiscalía Superior Mixta de Camaná 

PREGUNTAS  

¿Cómo equilibraría el interés de 

preservar la eficacia de la 

investigación con el derecho con 

Eso justamente la eficacia de la 

investigación es un elemento 

importante dentro del propio 
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el derecho del investigado a 

conocer los cargos en su contra? 

proceso de investigación que lleva 

el Ministerio Público. 

Dr. ¿Qué principios 

constitucionales considera usted 

que deben guiar la aplicación del 

artículo 324 numeral 2 del CPP? 

 

Esta básicamente plasmado como 

llevo a cabo la situación de la 

prisión preventiva, la detención 

preliminar, figuras procesales 

donde a la luz de la constitución 

permiten acceder a este tipo 

excepcional del secreto de la 

investigación. 

Dr. ¿algún principio en 

específico? 

Teniendo fundamentalmente el 

principio de proporcionalidad. 

Dr. ¿Cómo se equilibra el 

principio de publicidad procesal 

con la posibilidad de reservar 

actuaciones en una investigación 

penal? 

Básicamente con el principio de 

proporcionalidad. 

¿Qué importancia tiene el 

principio de presunción de 

inocencia al momento de 

restringir el acceso a la 

información de la investigación? 

Que su figura jurídica es corta, por 

lo tanto, el tiempo que se lleve a 

cabo este secreto de la 

investigación hace que lo que se 

pesquisa sea útil y necesario. 

¿Cree que el principio de 

proporcionalidad debe ser un 

límite para aplicar la reserva de 

actuaciones? ¿Cómo se evalúa 

esa proporcionalidad? 

Me remito a la pregunta donde 

hablábamos en que consiste la 

aplicación del principio de 

proporcionalidad, donde 

hablábamos de los subprincipios de 

adecuación, necesidad y 

proporcionalidad propiamente 

dicho. 
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Desde un punto de vista 

constitucional, ¿es suficiente una 

decisión fiscal discrecional para 

restringir derechos 

fundamentales? 

Siempre y cuando esté debidamente 

motivada. 

 

¿Qué derechos fundamentales 

podrían verse afectados si no se 

aplica correctamente la reserva 

de actuaciones? 

El derecho de defensa y por ende el 

debido proceso. 

Considera Ud. Que limitar el 

acceso o conocimiento de la 

investigación o participar en 

actos de investigación es una 

medida idónea, necesaria y 

proporcional en sentido estricto 

para garantizar el éxito del 

proceso 

Si en tanto se encuentre 

debidamente motivada. 

¿Considera necesario que el 

Tribunal Constitucional emita 

una interpretación vinculante o 

estándar sobre esta figura 

procesal? 

No ha sido necesario porque la 

norma es clara, pero no está demás 

que se pueda tener alguna 

interpretación al respecto. 

 

Nota. Elaboración propia 

Tabla 30 

Entrevista N°02 

FISCAL Carlos Alberto Arias Lovón 

Fiscal Provincial de la Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Jacobo 

Hunter 

PREGUNTAS  
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Considera que podría vulnerarse 

el derecho de defensa del 

investigado a disponer el secreto 

de la investigación 

Al final se equilibra con el 

resultado positivo de la 

investigación. 

Dr. ¿Qué principios 

constitucionales considera usted 

que deben guiar la aplicación del 

artículo 324 numeral 2 del CPP? 

Definitivamente el debido proceso, 

tiene que haber como parte del 

debido proceso la motivación para 

poder motivar bien el secreto de la 

investigación. 

 

Dr. ¿Cómo se equilibra el 

principio de publicidad procesal 

con la posibilidad de reservar 

actuaciones en una investigación 

penal? 

Es que tiene que equilibrarse 

partiendo desde un proceso penal 

eficaz entonces ahí ya 

evidentemente hay un equilibrio 

entre el secreto y la publicidad, 

pero busco que ese proceso sea 

eficaz. 

Dr. Para Ud. ¿Qué es el éxito de 

la investigación? 

Es que reciban una sanción. 

¿Qué importancia tiene el 

principio de presunción de 

inocencia al momento de 

restringir el acceso a la 

información de la investigación? 

No se vulnera, pero definitivamente 

en todas las etapas del proceso, el 

principio de presunción de 

inocencia tiene importancia y no se 

debería dejar de lado. 

¿Cree que el principio de 

proporcionalidad debe ser un 

límite para aplicar la reserva de 

actuaciones? ¿Cómo se evalúa 

esa proporcionalidad? 

Me preguntaste antes si era idóneo, 

necesario y proporcionalmente en 

sentido estricto y si lo es. 

Entonces ¿Cómo evalúa esa 

proporcionalidad? 

Con esos subprincipios 

definitivamente no hay otra forma. 
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Desde un punto de vista 

constitucional, ¿es suficiente una 

decisión fiscal discrecional para 

restringir derechos 

fundamentales? 

No, no es por discrecionalidad sino 

es por la naturaleza de la 

investigación, y debe ser de 

acuerdo con los parámetros que 

indica la norma. 

Dr. ¿se requiere control previo o 

posterior? 

Obviamente es completamente 

necesario. ¿es previo o posterior o 

previo y posterior? Posterior. 

¿Qué derechos fundamentales 

podrían verse afectados si no se 

aplica correctamente la reserva 

de actuaciones? 

 

El derecho de defensa y el debido 

proceso. 

Considera Ud. ¿Que limitar el 

acceso o conocimiento de la 

investigación o participar en 

actos de investigación es una 

medida idónea, para el 

garantizar el proceso? 

Si, porque idónea quiere decir que 

va a obtener ese resultado no hay 

otra que nos asegure ese resultado 

que tenemos. 

Considera Ud. ¿Que limitar el 

acceso o conocimiento de la 

investigación o participar en 

actos de investigación es una 

medida necesaria, para el 

garantizar el proceso? 

Si, es necesaria porque lo que se 

busca es que no tomen 

conocimiento para que no declinen 

en la actividad ilícita que se está 

investigando 

Considera Ud. ¿Que limitar el 

acceso o conocimiento de la 

investigación o participar en 

actos de investigación es una 

medida proporcional en sentido 

estricto, para el garantizar el 

proceso? 

Es proporcional en sentido estricto 

definitivamente porque ver la 

proporcionalidad en sentido estricto 

es que se vea un resultado positivo 

y efectivamente con el secreto de la 

investigación en la gran mayoría en 
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la experiencia nos dicen que hay 

resultados positivos. 

¿Considera necesario que el 

Tribunal Constitucional emita 

una interpretación vinculante o 

estándar sobre esta figura 

procesal? 

Si necesariamente porque hay 

muchos criterios distintos. 

 

Nota. Elaboración propia  

Tabla 31 

Entrevista N°03 

ABOGADO DEFENSOR Mauricio Renato Flores Bardales 

Abogado defensor especialista en el Área Penal 

PREGUNTAS  

¿Qué principios constitucionales 

considera usted que deben guiar 

la aplicación del artículo 324 

numeral 2 del CPP? 

El de legalidad son 20 días tienen 

que ser 20 días, son 40 deben ser 

40; que es el más trascendental 

porque si respeto lo que dice el 

código no voy a vulnerar derechos. 

¿Cómo se equilibra el principio 

de publicidad procesal con la 

posibilidad de disponer el secreto 

de las actuaciones en una 

investigación penal? 

Pero normalmente cuando hay una 

medida de coerción ya se conoce la 

investigación no tengo que llegar a 

juicio para saber de qué se trata, 

porque todas las audiencias son 

públicas. 

 

¿Qué importancia tiene el 

principio de presunción de 

inocencia al momento de 

Tiene correspondencia con el 

derecho de defensa. 
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restringir el acceso a la 

información de la investigación? 

 

¿Cree que el principio de 

proporcionalidad debe ser un 

límite para aplicar la reserva de 

actuaciones? ¿Cómo se evalúa 

esa proporcionalidad? 

Por supuesto, evaluó que se ha 

investigar, cuantas personas y si 

realmente necesito ver esta forma 

de investigación. 

 

Desde un punto de vista 

constitucional, ¿es suficiente una 

decisión fiscal discrecional para 

restringir derechos 

fundamentales? 

Yo creo porque si ya estoy 

restringiendo derechos antes de que 

se disponga el secreto yo debería de 

pasar por control judicial antes, no 

necesito llegar hasta la prórroga, 

esto creo que eso sería lo más 

adecuado. 

¿Es decir antes de que dispone? Si yo voy a presentar mi 

requerimiento al juzgado, 

obviamente si es que tengo los 

nombres de las personas que voy a 

restringir si no tengo los nombres 

no necesito, porque yo si se a quien 

voy a investigar por un principio de 

legalidad yo le pediría al juzgado 

autorización al juzgado para 

restringir derechos. 

¿Entonces debería haber una 

modificación del Art. 324 del 

CPP? 

Respecto de esa precisión yo creo 

que sí, es decir, si el fiscal conoce 

sobre los posibles responsables del 

delito requiere autorización judicial 

para que pueda yo investigar el 

secreto obviamente este 
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procedimiento tiene que ser 

reservado igual que la detención 

preliminar, y obviamente yo creo 

que es evidente si investigo delitos 

que requieren el secreto sean 

delitos graves, entonces de igual 

forma solamente el secreto debería 

de aplicarse a delitos que superen 

los 5 años de pena privativa de 

libertad, no receptación, hurto 

menos, que sean delitos que 

superen esa barrera que en la 

práctica siempre van a terminar con 

detención preliminar prisión 

preventiva, es decir, si sé que va a 

terminar en ello, solo podría 

investigar ese tipo de delitos. 

 

Dr. Si la estrategia es iniciar 

contra los que resulten 

responsables Ud. ¿Tal vez creería 

que siempre que disponga el 

secreto de la investigación? 

Como lo mencione antes si yo sé a 

quién voy a restringir derechos 

debería de pasar por control 

judicial. Entonces el control 

judicial tendría que ser previo. 

¿Qué derechos fundamentales 

podrían verse afectados si no se 

aplica correctamente el secreto 

de la investigación? 

El derecho de defensa, el derecho al 

plazo razonable. 

 

Considera Ud. Que limitar el 

acceso o conocimiento de la 

investigación o participar en 

actos de investigación es una 

Pero aún no hay proceso, debería 

de ser de la investigación. Si por 

supuesto ¿de qué forma idónea? 

Es idónea porque existe 
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medida idónea para garantizar el 

éxito del proceso 

correspondencia entre la forma en 

la cual voy a investigar con la 

naturaleza del delito o la 

complejidad del delito. 

 

Considera Ud. Que limitar el 

acceso o conocimiento de la 

investigación o participar en 

actos de investigación es una 

medida necesaria para 

garantizar el éxito de la 

investigación. 

 

Es obvio no habría otra alternativa, 

no habría otra forma de investigar 

para lograr el cometido que es 

esclarecer los hechos. 

 

Considera Ud. Que limitar el 

acceso o conocimiento de la 

investigación o participar en 

actos de investigación es una 

medida estrictamente 

proporcional para garantizar el 

éxito de la investigación. 

 

Cuando me hablas de los tres 

principios de la proporcionalidad, 

me estás hablando casi de una 

medida de coerción, lo mismo que 

se exigiría a una medida de 

coerción, y ahí refuerza la idea de 

que debería de haber un control 

judicial, estrictamente proporcional 

si, bueno si es que no hay otra 

forma de esclarecer los hechos si 

tiene correspondencia entre la 

complejidad, la pluralidad de 

delitos, la naturaleza del delito, 

estrictamente si es proporcional. 

 

¿Considera necesario que el 

Tribunal Constitucional emita 

una interpretación vinculante o 

No. 
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estándar sobre esta figura 

procesal? ¿Por qué? 

 

En caso sea que la Corte 

Suprema tenga que emitir una 

interpretación vinculante. 

No, no es necesario, si el poder 

judicial funciona bien no es 

necesario que intervenga el 

Tribunal Constitucional. Yo creo 

que debería de modificarse el 

artículo en algunos aspectos como 

qué tipo de delitos deben de 

investigarse o cuando se tiene que 

comunicar, ahora hay personas que 

se enteran de que los están 

investigando en secreto, entonces si 

ya me enteré ¿puedo levantar el 

secreto? 

Había una tutela de derechos de 

Nagasaki donde al sujeto lo 

detuvieron tenía la carpeta en 

reservar y no dejaron acceder, si ya 

él sabe que la investigación es 

reservada y está en secreto, porque 

sería de conocimiento las 

actuaciones relevantes, pero ahí sí, 

se declara fundada la tutela y que 

acceda, porque si ya te han 

detenido preliminarmente es porque 

ya hay una imputación quizás 

provisional pero ya hay una 

imputación tú puedes tener acceso, 

ahora que pasa si por cosas del 



 

193 
 

destino me entero que me están 

investigando en secreto ¿puedo o 

no tener acceso a la investigación?, 

el código no establece lo indicado, 

tal vez debería de pronunciarse, 

porque la finalidad ya se vería 

interrumpida, si yo te estoy 

investigando secretamente para 

evitar que tu sepas, interfieras pero 

ya lo sabes, cual es la finalidad de 

mantener la investigación en 

secreto, no tendría sentido. Debería 

de haber un inciso adicional que 

regule esa posibilidad. 

 

Nota. Elaboración propia 

Tabla 32 

Entrevista N°04 

ABOGADO Andrés Zuñiga 

Especialista en derecho constitucional, docente de la Universidad San 

Martín de Porres y Universidad Tecnológica del Perú 

PREGUNTAS  

A su criterio ¿existen límites 

constitucionales durante la 

investigación que realiza el 

ministerio público? 

 

Por supuesto claro, uno de ellos 

puede ser el plazo razonable, el 

cumplimiento de plazos, justamente 

lo que ocurrió con Betsy Chávez 

por lo haber cumplido el plazo, por 

no haber respetado los plazos para 

la prisión preventiva 
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constitucionalmente se configuro la 

circunstancia que ya le daba la 

libertad, eso por ejemplo es un 

tema constitucional, por un tema 

constitucional es que ella ha 

obtenido la libertad. 

 

Desde un punto de vista 

constitucional, ¿es suficiente una 

decisión fiscal discrecional para 

restringir derechos 

fundamentales? 

 

Yo creo que sí, porque el 

Ministerio Publico está a cargo de 

la conducción de la investigación, y 

tiene que tener las herramientas 

suficientes para poder llevar a cabo 

esta investigación con éxito, 

entonces sí creo que a discreción o 

a sola potestad del fiscal se pueda 

establecer este nivel de secreto 

siempre y cuando se respetó la 

obligación de la fiscalía de 

sustentar esa decisión. 

 

Dr. ¿Requerirá un control 

judicial previo o posterior? 

Puede ser posterior, porque está 

garantizado por el proceso, en 

cualquier momento puede pedir una 

tutela de derechos, incluso una 

facultad para salvaguardar el 

ámbito constitucional. 

Dr. Entendiendo que muchas 

veces el control judicial posterior 

no se pronuncia sobre el fondo 

los fundamentos de la defensa y 

del Ministerio Público aludiendo 

Es que si tú haces una tutela o 

control de derecho previo, entonces 

tendrías que revisar la información, 

entonces se quiebra la figura, es 

que yo creo que está bien, el asunto 



 

195 
 

sustracción de la materia ¿Qué 

opinión le merece? 

es que tendría que indicar vía tutela 

de derechos primero que se ha 

respetado el debido proceso que se 

concluido los plazos y que se ha 

sustentado, yo creo que está bien, 

siendo que tal vez en la tutela de 

derechos se verifique el sustento 

del Ministerio Publico, además del 

plazo el tema del sustento porque 

se supone que el Ministerio Publico 

ha tenido que motivar debidamente 

si es una decisión unilateral del 

ministerio público aun así sustentar 

porque motivos. 

Considera Ud. Que limitar el 

acceso o conocimiento de la 

investigación o participar en 

actos de investigación es una 

medida idónea para garantizar el 

éxito del proceso. 

 

Si yo creo que si porque como te 

decía la labor del Ministerio 

Publico es la persecución del delito 

y eso es de interés público porque 

si nosotros limitados esa labor 

previa de investigación esas 

diligencias, entonces tendremos a 

un fiscal que estará atado de manos, 

lo que nosotros necesitamos es 

mayor eficacia de la labor fiscal, 

entonces yo creo que si es 

necesario sobre todo en la medida 

que se sustenta que se determina 

que se hace en un plazo 

determinado, se haga además que 

se trata de una labor de 

investigación no es una etapa en la 



 

196 
 

que ya se termina, no, eso es 

básicamente. 

 

Considera Ud. Que limitar el 

acceso o conocimiento de la 

investigación o participar en 

actos de investigación es una 

medida necesaria para 

garantizar el éxito de la 

investigación. 

 

Bajo determinados supuestos si 

claro, sobre todo porque la labor de 

investigación puede alertar de 

repente a un potencial criminal 

condenado, es decir a un criminal 

podría alertarle respecto del delito 

que está cometiendo y de alguna 

manera quizá se quebraría ese 

deber que se tiene, de preservar la 

persecución del delito y el interés 

público. 

 

Considera Ud. Que limitar el 

acceso o conocimiento de la 

investigación o participar en 

actos de investigación es una 

medida estrictamente 

proporcional para garantizar el 

éxito del proceso. 

 

Es que yo creo que va a hacer 

proporcional si es fiscal demuestra 

que por la naturaleza de la 

diligencia de investigación que está 

haciendo se sustenta, bueno la 

pregunta es genérica deberíamos de 

ver en cada caso, podría ser 

proporcional para unos casos y para 

otros no, va a depender mucho de 

la naturaleza del delito, de la 

investigación de que se trata el 

caso, y en general, porque 

considero que me estás hablando 

del test de proporcionalidad, eso se 

deberá hacer en el caso porque en 
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genérico podríamos decir que es en 

cada caso. 

 

 

 

¿Para Ud. Prevalece el derecho 

de defensa por encima de la 

eficaz administración de justicia? 

Es que no podríamos compararlos, 

es decir, no podríamos ponerlos en 

un nivel, yo considero que se puede 

lograr eficacia de la investigación 

salvaguardando todas las garantías 

que le asisten a las partes no tendría 

por qué producirse una situación 

desproporcional o antagónica 

porque precisamente la eficacia de 

la investigación y todo eso será 

porque se ha respetado, más bien 

yo diría que es un requisito par, 

ósea es decir, la eficacia de la 

investigación es que se 

salvaguarden los derechos de las 

partes sino hablaríamos de una 

investigación torcida, tendenciosa, 

contaminada. 

 

¿Qué entiende Ud. por el 

principio de interdicción de la 

arbitrariedad? 

 

Es un principio fundamental que se 

produzca o que se cuente con un 

mecanismo que permita evitar que 

la autoridad pública actúe más allá 

de los límites de la investigación, 

entonces yo creo que eso se 
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condice con el estado 

constitucional de derecho. 

 

¿Considera necesario que el 

Tribunal Constitucional emita 

una interpretación vinculante o 

estándar sobre esta figura 

procesal? ¿Por qué? 

 

Quizás para regular un poco sus 

alcances en la medida que en 

muchas ocasiones el texto de la 

norma por más claro que parezca 

puede sufrir aplicaciones 

distorsionadas solamente ahí yo 

creo que sí, el Tribunal 

Constitucional, las cortes están 

facultadas a generar 

pronunciamientos dirigidos a 

regular esos aspectos, entonces va a 

depender mucho en que se suscite 

un caso en el que se haya aplicado 

indebidamente la figura o exista un 

vacío que finalmente la norma no 

resuelve ahí si consideraría que la 

jurisprudencia y la actividad de los 

órganos de justicia en la medida 

que sea emitan precedentes o 

plenos, puedan contribuir. 

 

Pero Dr. ¿en específico en este 

articulo? 

Es que para que se pueda responder 

al respecto tendría que haber un 

caso, que me expongas un caso en 

el que se haya aplicado 

indebidamente, sino la respuesta 

seria genérica, si me haces analizar 

el artículo tal y como está señalado 
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es correcto, pero si no voy a negar 

que en el practica encuentra de 

repente situaciones que el articulo 

está siendo mal interpretado. 

Nota. Elaboración propia 

13. DISCUSIÓN DE RESULTADOS 

13.1. Objetivo General 

Determinar si el criterio usado por los fiscales penales de Arequipa para 

aplicar el secreto de la investigación en el proceso penal vulnera el derecho de 

defensa.  

Del análisis de las disposiciones fiscales recabadas en la presente 

investigación se determinó que los criterios que utilizan los fiscales penales de 

Arequipa para disponer el secreto de la investigación son primero por la forma en 

la cual se tomó conocimiento del presunto delito (por medio de “escuchas” de otra 

investigación, por la videovigilancia realizada, etc.), segundo la necesidad de 

corroborar los hechos inicialmente denunciados, tercero la cantidad de delitos 

investigados (delitos de banda criminal, robo agravado, hurto agravado, entre 

otras), cuarto la gravedad de los delitos investigados (corrupción de funcionarios, 

crimen organizado, entre otras), quinto la disposición de diligencias especiales 

(videovigilancia, interceptación telefónica, etc.), sexto la disposición de realizar 

distintos requerimientos (allanamientos, detenciones y/o incautaciones, secreto de 

las comunicaciones en tiempo real e histórico, geolocalización), séptimo evitar 

que se borre, altere, o modifique información, octavo evitar que las pruebas sean 

destruidas o alteradas considerando la naturaleza de los delitos investigados. Es 
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preciso señalar que como se indicó en la parte de los resultados, de las quince 

disposiciones analizadas, en solo tres se encontró criterios desarrollados en las 

disposiciones, siendo que de las otras doce disposiciones se tuvo que sacar el 

criterio considerando el delito o delitos investigados y las diligencias dispuestas.   

Asimismo, de las entrevistas realizadas, el Dr. Helder Uriel Terán 

Dianderas refirió que el secreto de la investigación solo puede ser usado en casos 

extremos y peculiares, cuando las investigaciones sean urgentes y necesarias para 

que sin el conocimiento de la parte imputada la investigación sea un éxito, 

estableciendo que algunas de las diligencias que podrían justificar el secreto serían 

los peritajes, la evaluación de testigos, pudiendo a partir de ello recabar los 

elementos de convicción para realizar las respectivas corroboraciones. En esta 

misma línea el Dr. Carlos Alberto Arias Lovón, señaló que el criterio que utiliza 

para poder determinar que el secreto de la investigación, es que las 

investigaciones sean urgentes y necesarias, así también refirió que los actos que 

merecerían ser dispuestos en secreto son la detención preliminar, allanamiento, 

declaración de un testigo protegido, etc. Asimismo, el Dr. Mauricio Renato Flores 

Bardales, indico que de los casos en los cuales ha sido abogado defensor, el 

criterio usado por los fiscales fue que eran casos evidentemente complejos, esto 

quiere decir casos de organización criminal, por la naturaleza del testigo o 

testigos, la pluralidad de agentes que intervinieron, y básicamente cuando existía 

la necesidad de emplear actos especiales de investigación como agente encubierto, 

entre otras.  
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En suma, se determinó que los criterios usados para disponer el secreto de 

la investigación se centraron en la gravedad y naturaleza de los delitos, en poder 

recabar mayores elementos de convicción que permitan corroborar los hechos 

denunciados y/o la información obtenida por diversas fuentes confidenciales 

(informantes policiales) evitando la eliminación o desaparición de la información.  

No obstante se encontró una problemática al advertirse que dichos criterios 

no se encuentran desarrollados en el contenido de las disposiciones, siendo 

necesario recordar que toda disposición debe de contar con una debida 

motivación, siendo que toda decisión fiscal que carezca de una motivación 

adecuada, suficiente y congruente será una decisión arbitraria, existiendo una 

violación al derecho a la debida motivación conforme a lo señalado en la 

sentencia del expediente N°01394-2022-PA/TC-Arequipa (Tribunal 

Constitucional, 2024).  

Al respecto se podría cuestionar que indicar la no existencia de los 

criterios desarrollados no significaría que no exista motivación, sin embargo 

entendiendo que la motivación no solo se resume en colocar la norma aplicable 

sino subsumirla en el caso en concreto, si nos encontraríamos ante disposiciones 

que podrían ser ampliamente cuestionadas, esto considerando que el uso del 

secreto de la investigación implica la restricción de un derecho fundamental como 

es el derecho de defensa del investigado, lo que supone que la disposición debe 

contar con una motivación exhaustiva.  

Así también, siendo que de las disposiciones analizadas se determinó que, 

en tres de ellas, existen pronunciamientos, entorno a la decisión de disponer el 
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secreto de la investigación frente al derecho de defensa del investigado, en la 

Disposición N°01-2023-3DI-PFFCH, de fecha 17 de septiembre del 2023 y la 

Disposición N°01-2025-3DI-FPPCH, de fecha 09 de junio del 2025, se señaló que 

si bien existe una limitación del derecho de defensa del investigado al disponer el 

secreto de la investigación, una vez alzado el secreto es posible que el investigado 

conozca, intervenga o contradiga las diligencias realizadas, siendo además que 

puede cuestionar la legalidad de los actos realizados. Por otra parte, en la 

Disposición N°01-2023, de fecha 18 de mayo del 2023, se realiza una motivación 

exhaustiva de la aplicación del secreto de la investigación vinculando la propia 

naturaleza del delito para poder justificar con suficientes criterios la aplicación del 

secreto de la investigación, incluso mencionando a la Casación N°373-2018, de 

fecha 13 de febrero del 2019, señalando que si bien el Ministerio Público tiene la 

facultad de disponer el secreto de la investigación, limitando el derecho de 

defensa del investigado, es necesario justificar esta decisión, haciendo referencia a 

muchos de los criterios que se mencionaron (corroborar los hechos denunciados, 

evitar que se borre altere o modifique los dispositivos, habilitar la videovigilancia, 

solicitar levantar el secreto de las comunicaciones, geolocalización, naturaleza del 

delito investigado) indicando que en el caso en específico (se está investigando 

caso de corrupción de funcionarios) es necesario justificar la decisión, debiendo 

de primar la eficacia de las actuaciones fiscales a fin de determinar el 

descubrimiento de la vedad material, a efecto de no correr el riesgo que las 

pruebas sean destruidas o alteradas, considerando que el delito investigado es 

corrupción de funcionarios.  
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Por otro lado, de las entrevistas realizadas, el Dr. Helder Uriel Terán 

Dianderas, al consultarle si el secreto de la investigación vulnera el derecho de 

defensa, refirió que son casos extremos que hacen necesario que se realice el 

secreto de la investigación, siendo casos peculiares en los cuales se utiliza porque 

se podría llegar a afectar el derecho de defensa, debiendo de ponderar entre 

hacerlo o no en secreto, asimismo señalo que no se vulnera el derecho de defensa 

porque es una institución importante para una exitosa investigación. Del mismo 

modo, el Dr. Carlos Alberto Arias Lovón señaló que no se vulnera el derecho de 

defensa, porque si uno sabe utilizar la técnica especial de investigación no vulnera 

ningún derecho, siendo que el secreto permite recabar información que 

posteriormente será puesta en conocimiento de la parte a la cual se está afectando, 

en el sentido que la parte investigada tendrá la oportunidad de poder cuestionar 

cada uno de los actos que se dieron dentro del secreto de la investigación, siendo 

que si no existiera esta etapa en la que se pueda otorgar al investigado cuestionar e 

impugnar estos actos si habría una vulneración, pero no se vulnera ningún derecho 

menos aun el derecho de defensa del investigado.  

En esta misma línea, el Dr. Mauricio Renato Flores Bardales, abogado 

defensor, indico que el secreto de la investigación no vulnera el derecho de 

defensa, porque está legalmente establecida, siendo que incluso en la prórroga 

pasa por control judicial, no siendo de absoluta discrecionalidad del fiscal, además 

que si el plazo supera el legalmente establecido el abogado tiene la posibilidad de 

realizar control de plazos, además que si bien el secreto de la investigación se da 

para poder obtener elementos de convicción, estos pueden ser objeto de 
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cuestionamiento de la defensa en su momento (se podría pedir una ampliación de 

declaración, o ampliación de una diligencia, se puede realizar una convalidación, 

o incluso puede aplicar una tutela o solicitar un reexamen para convalidar o no los 

resultados que se obtuvo en el secreto).  

Entonces ¿es posible determinar que se vulnere el derecho de defensa con 

la aplicación del secreto de la investigación?  

A mi criterio si es posible determinar la vulneración al derecho de defensa, 

esto porque si bien se ha podido determinar los criterios utilizados por los fiscales 

penales de Arequipa para la aplicación del secreto de la investigación, es un 

problema que estos en su mayoría no hayan sido plasmados en cada disposición 

en el caso en concreto, porque no permite determinar si es que existió motivación 

justificada y exhaustiva por la cual se declaró en secreto esa investigación en 

concreto, si bien se indicó por parte de los expertos entrevistados que existirían 

herramientas posteriores para poder cuestionar la disposición del secreto de la 

investigación tales como el control de plazos, la tutela de derechos, el recurso de 

apelación cuando se tome conocimiento de las resoluciones producto de los 

requerimientos presentados por el Ministerio Público, esto no es suficiente, esto 

considerando lo indicado por el Dr. Mauricio Flores, quien explico que si bien se 

realizan los controles, como él, en el caso que llevo respecto a la transgresión del 

plazo, el juzgado determino que este problema solo sería una conducta que traería 

repercusión al fiscal más no a la investigación, existiendo un verdadero 

desequilibrio en la aplicación del secreto frente a lo que podría realizar la defensa 

cara a las irregularidades desarrolladas en la investigación.  
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Además es necesario recordar lo señalado en la Casación N°373-2018, en 

la cual se establece que debe de existir una ponderación entre la eficacia de la 

administración de justicia con la vulneración del derecho de defensa para poder 

disponer el secreto de la investigación, siendo que esta decisión del Ministerio 

Público debe encontrarse debidamente motivada y fundamentada para que una vez 

levantado el secreto el investigado pueda conocer los motivos que llevaron a que 

se disponga el secreto de la investigación (Corte Suprema de Justicia de la 

República, 2018).  

En cuanto derecho de defensa debemos entender que es aquella garantía 

que surge en el momento en que a una persona se le atribuye un delito, y se 

materializa  desde las etapas previas al inicio del proceso penal (Reyna Alfaro, 

2024), implicando ello tanto la defensa material (derecho del imputado de conocer 

los hechos que se atribuyen, la imputación necesaria, derecho al tiempo y las 

facilidades necesarias para la defensa, medios adecuados para preparar la defensa, 

autodefensa, derecho a confrontar la evidencia presentada, el derecho a no ser 

obligado o inducido a declarar contra sí mismo o declararse culpable, entre otros) 

y la defensa técnica (derecho a poder elegir un abogado defensor de libre elección 

quien podrá asesorarlo desde el inicio de la investigación).  

De las entrevistas realizadas se hizo referencia tanto a la defensa material 

como técnica, indicando el Dr. Helder Uriel Terán Dianderas que no existiría 

vulneración al derecho de defensa si es que se realizaba una ponderación entre 

disponer el secreto de la investigación y el derecho de defensa del investigado 

para determinar si la investigación se llevaba en secreto. Aunado a ello, el Dr. 
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Carlos Alberto Arias Lovón en cuanto a la defensa material al cuestionar si es que 

el disponer en secreto la investigación y no informar sobre los hechos que se le 

investigan se vulnera el derecho de defensa, indico que el secreto de la 

investigación se genera para formular una imputación, siendo que cuando recién 

se tenga esta imputación es cuando se tiene que notificar, haciendo énfasis en que 

al inicio de la investigación solo existe una sospecha de la vinculación de esta 

persona investigada con los hechos, no contando con una identificación plena, 

entonces al inicio se tiene solo una información, con la existencia de sospecha de 

vinculación de esta persona o estas personas con los hechos, no existiendo por 

tanto una vulneración al derecho de defensa en este sentido, del mismo modo 

señaló que la oportunidad de poner en conocimiento al imputado de los hechos 

investigados es cuando ya se tenga una imputación, contando con esto cuando ya 

se generaron medidas como un allanamiento, detención, entre otras, momento en 

el cual recién se tiene que poner en conocimiento su imputación, del mismo modo 

en cuanto a la defensa técnica, señalo que al existir la oportunidad para poner en 

conocimiento de los hechos denunciados, es que el imputado podría hacer uso de 

su derecho de elección de su abogado defensor, pudiendo este elegir a su abogado 

desde el momento que fue comunicado de los hechos investigados.  

En cuanto a lo señalado por el abogado defensor Mauricio Renato Flores 

Bardales al consultarle respecto si se vulnera el derecho de defensa al disponer el 

secreto de la investigación y no comunicar los hechos imputados desde el inicio 

de la investigación, precisó que el código establece que el secreto se dispone 

desde el inicio de la investigación, encontrándonos en una sospecha simple no 
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existiendo imputación en concreto hacia a algún investigado y menos aún la 

fiscalía podría establecer que hechos se le van a atribuir a cada uno, entonces no 

se vulneraría; siendo el supuesto en el que podría pasar la vulneración mencionada 

cuando se disponga la formalización y allí disponer el secreto, entonces no se 

estaría comunicando la imputación, además que en cuanto a la defensa técnica 

señaló que tampoco existiría una vulneración.  

Mi postura en torno a si el secreto de la investigación vulnera el derecho 

de defensa o no del investigado, es que, si vulnera el derecho de defensa del 

investigado en determinadas circunstancias, siendo preciso señalar que existe un 

punto en el cual este “limite” al derecho de defensa que se encuentra establecido 

en los artículos 68 numeral 3 y articulo 324 numeral 2 del Código Procesal Penal 

pasa de ser un límite a vulnerar el derecho de defensa del investigado, pasando a 

vulnerar el derecho de defensa del investigado cuando se transgreden los propios 

límites establecidos por los propios artículos 68 y 324 del indicado código, si bien 

de las entrevistas, jurisprudencia y doctrina revisadas se hace referencia a distintas 

posturas entorno a si el secreto de la investigación debe de ser aplicado desde el 

inicio de la misma, o solo debe de versar sobre determinadas actuaciones, como lo 

establece el propio Código Procesal Penal, el Art. 68 se debe de aplicar de forma 

sistemática con el Art. 324, es decir, en cuanto se tenga individualizado al 

investigado y se cuente con una imputación se debe de respetarse tanto que el 

secreto deba de versarse sobre determinado acto, o diligencia, y debe de 

corresponder al límite temporal de los 20 días prorrogables por 20 días más,  nos 

encontremos o no en la etapa de investigación preliminar o preparatoria.  



 

208 
 

Asimismo, conforme lo indico el Tribunal Constitucional en la sentencia 

del expediente N°01394-2022-PA/TC-Arequipa, y lo señalado en la Casación 

373-2018 es necesario que al momento de disponer el Ministerio Público motive y 

explique con razones la disposición del secreto de la investigación, debiendo de 

ponderar la eficaz administración de justicia y la posible vulneración del derecho 

de defensa del investigado, siendo que una decisión no motivada devendría en 

arbitraria. Tal como se indicó en los resultados, en las disposiciones analizadas se 

determinó que en solo tres se encontraba un pronunciamiento en concreto respecto 

a las razones por las cuales se dispuso el secreto de la investigación, 

evidenciándose la existencia de la vulneración al derecho de defensa del 

investigado en cuanto a conocer los motivos por los cuales se dispuso el secreto 

de la investigación, situación que si bien no devendrá en apartar los elementos de 

convicción recabados en la etapa de investigación preliminar, demuestra una 

deficiencia por parte del Ministerio Público la cual debería de ser solucionada, 

ello teniendo en consideración que el sistema penal peruano actual es de 

predominantemente acusatorio y garantiza los derechos del investigado, buscando 

llegar a la verdad en cada investigación, esto quiere decir que no solo se busca una 

condena sino que se busca la averiguación de la verdad, es decir, determinar si lo 

atribuido al investigado es cierto o no. 

Entonces el secreto de la investigación no vulnera el derecho de defensa 

del investigado si es correctamente aplicado, deviniendo esta correcta aplicación 

en que el fiscal no solo debe de considerar la persecución del delito como tal, sino 

que debe de respetar el debido proceso en el cual se encuentra el derecho de 
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defensa del investigado, respetando ello al realizar una ponderación entre la 

eficacia de la administración de justifica y el derecho de defensa del investigación, 

además que la decisión deba de ser motivada en la disposición que en su momento 

se notificará a las partes, teniendo el investigado la posibilidad de conocer los 

hechos que justificaron el límite a su derecho de defensa.  

Es preciso señalar que si bien tanto el Dr. Carlos Arias como el Dr. 

Mauricio Flores, concuerdan entorno a que al inicio de las investigaciones no 

existe una imputación como tal, obteniéndose esta cuando se formula un 

requerimiento (Dr. Carlos Alberto Arias Lovón) y cuando nos encontramos en la 

etapa de investigación preparatoria (Dr. Mauricio Flores), este extremo ha sido 

discutido en el Acuerdo Plenario N°06-2019-CSJPE, Pleno Jurisdiccional 2019 de 

la Corte Superior de Justicia Especializada en Delitos de Crimen Organizado y de 

Corrupción de Funcionarios en el cual se estableció que si bien existen casos en 

los cuales se necesitan de técnicas especiales de investigación sea por su 

naturaleza o complejidad, no se puede negar al investigado conocer la imputación 

que se le opone, es decir, se busca el secreto de la investigación no el secreto de 

la imputación, siendo que en el caso Barreto Leiva vs. Venezuela, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos se consideró que se debe de ejercer el 

derecho de defensa desde que se señala como posible autor de un hecho punible a 

una persona, por lo cual implica que el secreto se la investigación debe ser 

aplicado desde que se identifica a la persona y se le atribuyen los hechos 

investigados debería de aplicarse el Art. 324 numeral 2, en cuanto a las 

restricciones y el plazo.  
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En contraposición a lo señalado, la Sala Penal Permanente de la Corte 

Suprema de Justicia de la Republica en el Recurso de Apelación N°158-

2024/AMAZONAS, en un caso similar indico que el no notificar este tipo de 

disposiciones del secreto de la investigación no constituiría un acto arbitrario y 

menos aún lesivo de los derechos del investigado, esto porque se utilizó el articulo 

artículo 68 numeral 3 del Código Procesal Penal, no estando ello limitado a lo 

establecido en el artículo 324 numeral 2 del Código Procesal Penal, posición que a  

mi criterio es cuestionable, porque tanto el artículo 68 numeral 3 como el articulo 

324 numeral 2 del Código Procesal Penal, deben de tener una interpretación 

sistemática esto porque el secreto de la investigación no es absoluto, tiene ciertos 

límites como que se de en determinadas actuaciones y la temporalidad (20 días 

prorrogables por 20 días más por el juzgado de investigación preparatoria) los 

cuales permiten que esta figura jurídica sea legitima, y se garantice el derecho de 

defensa del investigado, guardando concordancia total con el modelo acusatorio 

peruano.  

13.2.  Primer Objetivo específico 

Identificar los criterios usados por los fiscales penales de Arequipa sobre la 

aplicación del artículo 324 numeral 2 del Código Procesal Penal.  

De las quince disposiciones revisadas, únicamente en tres se encuentra un 

pronunciamiento en el caso en concreto para disponer el secreto de la 

investigación, siendo que en las demás solo se hace referencia a la base legal 

utilizable como son los artículos 324 numeral 2 y 68 numeral 3 del Código 

Procesal Penal, alguna referencia en cuanto al secreto de la investigación y su 
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vinculación con el derecho de defensa genérico o únicamente se indica en la parte 

dispositiva que “se mantendrá en secreto la presente investigación”, ahora del 

análisis que se realizó a las quince disposiciones a efecto de extraer el criterio que 

se utiliza para disponer el secreto de la investigación en Arequipa ha sido la 

naturaleza del delito, y las diligencias que se establecen se mantendrán en secreto, 

determinándose que de la totalidad de las quince disposiciones los criterios usados 

son: la forma en la que se tomó conocimiento del hecho delictivo (producto de 

una interceptación telefónica, videovigilancia, etc.), la necesidad de corroborar 

esta información, la cantidad de delitos investigado, las diligencias de 

investigación especiales dispuestas como la videovigilancia, interceptación 

telefónica,  las otras diligencias necesarias para poder corroborar lo denunciado 

(recabar denuncias policiales y/o carpetas fiscales, la solicitud de información a 

diversas instituciones públicas y/o privadas), buscar la identificación de los 

investigados a quienes muchas veces solo se les conoce por sus apodos, dispone la 

realización de los requerimientos pertinentes (detención preliminar, allanamiento, 

etc.), la naturaleza y gravedad del delito o delitos, siendo en suma los criterios 

para disponer el secreto de la investigación.  

En cuanto a las entrevistas realizadas el Dr. Helder Uriel Terán Dianderas, 

indico que al ser excepcional que se disponga el secreto de alguna investigación, 

solo tiene que realizarse si es necesario y útil, porque permite que no se pierdan 

elementos de convicción que son importantes para la investigación, evita la 

destrucción de prueba por lo menos en casos en los cuales se ve que se podría 

influir a personas que van a testimoniar, además de que se aplica el secreto en 
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casos de mayor envergadura (corrupción de funcionarios, homicidio, feminicidio), 

por otro lado el Dr. Carlos Alberto Arias Lovón señaló que uno de los criterios es 

que la investigación tenga una relevancia tanto penal y que sea grave, hablamos 

de un delito grave que requiera recabar información, además indico que lo que 

busca el secreto es obtener medidas de coerción, medidas limitativas (prisión 

preventiva), por lo que cual el delito por el cual se investiga tiene que tener una 

pena superior a los cinco años, permitiendo el secreto hacer “jaque mate” al 

imputado.  

En otra línea el Dr. Mauricio Flores indico que los riesgos concretos que 

valora el Ministerio Publica al decidir el secreto de la investigación, es que exista 

una pérdida de información, de prueba, de destrucción, la intimidación que pueda 

hacerse hacia el testigo o testigos, coordinación que podrían tener los 

coimputados, porque “estratégicamente si me investigan a mí y sé que hay otros, 

el trabajo del abogado será coordinar estratégicamente”, asimismo señaló que no 

se aplica para todo tipo de delitos, siendo que no en todos se necesita, teniendo 

que ser elegido por su naturaleza y complejidad, si bien el código no lo dice 

jurisprudencialmente si se exige una motivación dentro de la disposición que debe 

obedecer a la complejidad del delito, porque es obvio que se va a restringir 

derechos, debiendo de exigirse  proporcionalidad. 

Como bien se ha visto de lo expresado se podría decir que los criterios 

usados por los fiscales penales de Arequipa para aplicar el secreto de la 

investigación son por la forma en la cual se tomó conocimiento del presunto delito 

(por medio de “escuchas” de otra investigación, por la videovigilancia realizada, 
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etc.), segundo la necesidad de corroborar los hechos inicialmente denunciados, 

tercero la cantidad de delitos investigados (en su mayoría de vio delito de banda 

criminal, robo agravado, hurto agravado, entre otras), cuarto la gravedad de los 

delitos investigados (corrupción de funcionarios), quinto la disposición de 

diligencias especiales (videovigilancia, interceptación telefónica, etc. ), sexto la 

disposición de realizar distintos requerimientos (allanamientos, detenciones y/o 

incautaciones, secreto de las comunicaciones en tiempo real e histórico y la 

geolocalización), séptimo evitar que se borre, altere, o modifique información, 

octavo evitar que las pruebas sean destruidas o alteradas considerando la 

naturaleza de los delitos investigados.  

En resumen, los criterios que usan los fiscales de Arequipa para disponer 

el secreto de la investigación es la gravedad de los delitos (tomando en cuenta la 

cantidad de ellos o como indico el Dr. Arias Lovón que estos delitos investigados 

bajo el secreto se pueda solicitar prisión preventiva es decir que tengan penas 

superiores a los cinco años), el uso de las técnicas especiales de investigación, la 

formulación de distintos requerimientos y evitar la destrucción y eliminación de 

información, debiendo de plasmar estos criterios en las disposiciones para evitar 

la vulneración al derecho de defensa del investigado.  

En cuanto a la base legal que se utilizó de las quince disposiciones 

analizadas se determinó que en la mayoría se señaló el Art. 68 numeral 3 del 

Código Procesal Penal, siendo que se utilizó en dos se mencionó el Art. 324 

numeral 2 del Código Procesal Penal. Asimismo de las  entrevistas realizadas: el 

Dr. Helder Uriel Terán Dianderas señaló que la base legal aplicable es la 
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contenida en el Código Procesal Penal; por otra parte, el Dr. Carlos Alberto Arias 

Lovón señalo que utiliza como base legal aplicable el Art. 68 punto 3 del Código 

Procesal Penal, haciendo una diferencia marcada entre el Art. 324 numeral 2 y 

Art. 68 numeral 3 del CPP,  indicando que la finalidad del Art. 324 numeral 2 es 

temporal, porque  el Art. 324 numeral 2 coloca un plazo mientras el Art. 68 no, 

indicando que el artículo 324 solo regula el secreto sobre alguna actuación 

procesal, además que el articulo 324 numeral 2 establece un plazo de 20 días, 

mientras que el artículo 68 hace referencia a un “plazo prudencial”. Por otra parte, 

el Dr. Mauricio Renato Flores, señalo que la base legal utilizable es el Art. 324 y 

el art. 68 del Código Procesal penal y la ley de organización criminal en la cual se 

establece las técnicas especiales de investigación. 

En este extremo en relación a la base legal aplicable, existe ciertas 

discordancias entorno a la elección del artículo para disponer el secreto de la 

investigación, si bien en la mayoría de las disposiciones analizadas se utilizó el 

artículo 68 numeral 3 del Código Procesal Penal, esto sustentado en los evidentes 

beneficios como señaló el Dr. Carlos Alberto Arias Lovón en que no existe limite 

en cuanto a si debería ser respecto de una sola actuación o si debería de ser sobre 

un plazo determinado (20 días prorrogables por 20 días más), considero que es 

necesario la aplicación sistemática de ambos artículos, esto quiere decir que si 

bien se tiene una sospecha inicial no teniendo identificado a ninguno de los 

investigados no correspondería declarar en secreto de la investigación esto 

teniendo en cuenta que en muchas de las disposiciones analizadas se tiene como 

investigados a los que resulten responsables teniendo como agraviado a la 
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sociedad, no siendo necesaria la notificación y por tanto mantener en secreto la 

investigación, siendo necesario que cuando se encuentre identificado a uno de los 

sujetos o a los posibles se aplique el art. 68 numeral 2 del Código Penal, 

estableciendo un plazo prudencial, el cual deberá de justificarse, teniendo que 

haber una interpretación restrictiva del “plazo prudencial”, que en lo pertinente se 

debería de procurar ser igual al plazo señalado en el artículo 324 numeral 2, 

además que no deberá de ser en ningún caso por toda la investigación sino por 

alguna actuación o actuaciones.  

De las quince disposiciones analizadas solo en tres se tienen pronunciamientos 

específicos de la disposición del secreto de la investigación en el caso en concreto, 

siendo que de las doce disposiciones siguientes se extrajo los criterios de los delitos en 

los cuales se aplicaba y las diligencias que se disponían, no existiendo una plasmación 

en estricto en las disposiciones. Además, que, de estas doce disposiciones siguientes, la 

justificación del derecho de defensa es solo una referencia vaga en relación al secreto de 

la investigación y el derecho de defensa del investigado, y la colocación del articulo 

respectivo, no desarrollando los motivos por los cuales el fiscal determino que la 

investigación se lleve en secreto. De lo señalado, se advierte que existe poca 

preocupación en realizar una motivación exhaustiva por parte de los fiscales al disponer 

esta herramienta jurídica, pese a que se limite un derecho fundamental como es el 

derecho de defensa del investigado.  
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13.3. Segundo Objetivo Específico 

Determinar si se vulnera el derecho de defensa con la aplicación del artículo 

324 numeral 2. 

De la entrevista realizada al Dr. Carlos Alberto Arias Lovón indico que no 

podría vulnerarse el derecho de defensa del investigado al disponer el secreto de la 

investigación, porque se le va a notificar con esta decisión, asimismo señalo que 

es cierto que se tiene que hacer una ponderación entre los derechos constituciones 

que están en juego, siendo uno de estos el derecho a la defensa porque hay una 

ponderación siendo ahí cuando el derecho debe de prevalecer o tener en cuenta, 

siendo necesario que se haga en el caso en concreto, señalando que si no se va a 

llegar a un resultado jurisdiccional como es una prisión preventiva, no sería 

necesario usar esta figura. Por otra parte, del Dr. Mauricio Flores, indico que no 

existiría una vulneración del derecho de defensa del investigado, esto haciendo 

alusión a que es una figura legalmente establecida en el Código Procesal Penal, 

por lo que su aplicación es totalmente legitima, asimismo refirió que es necesario 

motivar adecuadamente cuando se disponga el secreto de la investigación, esto 

porque es necesario que cuando se levante el secreto la defensa pueda saber si se 

restringió de forma innecesaria o desproporcionada. Además, que si en caso no se 

dispusiera correctamente el secreto de la investigación no solo se vulneraría el 

derecho de defensa, sino el derecho a la intimidad, y a la autoincriminación.  

En esta misma línea el Dr. Andrés Zúñiga, indico que no existiría una 

vulneración al derecho de defensa porque nos encontramos en una etapa de 

investigación, y esta restricción del derecho de defensa tiene un límite, entonces 
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no se vulnera el derecho de defensa en la medida que se trata de una investigación 

preliminar y que por su puesto las partes tendrá la oportunidad de cuestionar en su 

momento en la etapa de juicio, siendo necesario que el Ministerio Público pueda 

sustentar los motivos y claramente respetar el levantamiento del secreto cuando se 

cumpla el plazo.  

Para determinar si se vulnera o no el derecho de defensa con la aplicación 

del artículo 324 numeral 2 del CPP, se debe de considerar varios aspectos, puesto 

que, si bien es una figura que se encuentra regulada en el Código Procesal Penal 

como una facultad del Ministerio Público, esta debe ser sustentada debidamente, 

más aún considerando que se va a restringir un derecho fundamental como es el 

derecho de defensa del investigado. Al respecto en las disposiciones analizadas de 

las quince en solo tres se encontró un pronunciamiento en concreto respecto a las 

razones o motivos por los cuales se estaría declarando el secreto de la 

investigación, siendo que en las otras solo se colocó de forma genérica un sustento 

por el cual se estaría declarando el secreto la investigación, pudiendo establecerse 

de las disposiciones analizadas que en las doce existiría una vulneración al 

derecho de defensa del investigado, esto porque no se permitiría al investigado 

conocer los motivos del fiscal para declarar en secreto la investigación, es decir, 

no se contaría con una mínima justificación entorno a los motivos que llevaron a 

que la investigación sea secreta.  

Se vulnera el derecho de defensa con la aplicación del artículo 324 

numeral 2 del Código Procesal Penal cuando no existe una adecuada motivación 

del secreto de la investigación en el caso en específico, además si no existiera la 
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ponderación entre la eficaz administración de justicia y el derecho de defensa del 

investigado, siendo que vulneraría el derecho de defensa cuando se aplique a 

delitos no tan graves o cuando se disponga la realización  de diligencia que 

podrían llevarse en reserva, y no en secreto.  

Es importante señalar que, si bien existen distintos controles para poder 

cuestionar las distintas irregularidades en la aplicación del secreto de la 

investigación contenido en el artículo 324 numeral 2 del Código Procesal Penal, 

como indican los expertos entrevistados, a nivel judicial tutela de derechos, el 

control de plazos, el propio recurso de apelación en caso se haya solicitado 

distintos requerimientos, a nivel fiscal solicitar la realización de diligencias, el 

reexamen, no significa que exista una protección al derecho de defensa del 

investigado como tal, ello se desprende  de lo indicado por el Dr. Mauricio Flores, 

quien señalo que si bien en uno de los casos que llevo, se interpuso un control de 

plazos, el juzgado determino que la superación del plazo solo devendría en 

responsabilidad del fiscal no afectando lo recabado durante la investigación, 

dejando de lado el plazo en el cual el investigado ha venido siendo investigado, 

existiendo un desequilibrio en el tiempo en el cual el fiscal puede haberse 

encontrado disponiendo el secreto de la investigación realizando distintas 

diligencias, y el tiempo que tendrá el investigado, el cual podrá ser mucho menor 

al que tuvo el fiscal al investigar, esto teniendo en cuenta que muchas veces el 

investigado se entera de que lo han estado investigado cuando se hace efectivo el 

requerimiento de descerraje, allanamiento, y detención preliminar, contando el 
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investigado con un tiempo límite de siete o menos de siete días, hasta que el fiscal 

tenga lo suficiente para solicitar una prisión preventiva.  

Aquí es preciso hacer referencia a lo señalado por el Dr. Mauricio Flores, 

quien refirió que si bien no existiría vulneración al derecho de defensa del 

investigado al aplicar el secreto de la investigación, es innegable que este tipo de 

investigaciones conllevan muchas veces a que los investigados se desesperen y 

piensen que la única salida para poder salir de su problema sea confesar o llegar 

acuerdos, lo cual los mantiene en la incertidumbre, no permitiendo desarrollar un 

proceso en igualdad de condiciones con el Ministerio Público, además que en caso 

el investigado no cuente con abogado defensor privado, tendrá que llevar la 

investigación con el abogado defensor público el cual por la gran carga que tiene, 

no le dará la importancia debida y realizará los controles debidos.  

Como se ha señalado en la presente investigación el contenido 

constitucionalmente protegido del derecho de defensa es evitar la indefensión del 

imputado y propiciar la contradicción de los actos procesales, estableciéndose que 

el investigado deba conocer de forma oportuna lo que se le atribuye para poder 

ejercer todos los demás derechos implícitos en el derecho de defensa. En cuanto al 

secreto de la investigación tal como se ha indicado y lo han referido los expertos 

entrevistados, no existiría una vulneración al derecho de defensa si esta es 

correctamente aplicada, es decir si existe una motivación exhaustiva que permita 

conocer los motivos por los cuales se declaró en secreto una investigación, 

considerando la debida ponderación entre el derecho de defensa y la eficaz 

administración de justicia.  
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13.4. Tercer Objetivo Específico  

Desarrollar criterios constitucionales para la aplicación del artículo 324 

numeral 2 del Código Procesal Penal   

Para el Dr. Helder Uriel Terán Dianderas el principio constitucional más 

importante para poder guiar la aplicación del artículo 324 numeral 2 del Código 

Procesal Penal es el principio de proporcionalidad, por el cual se debe determinar 

que el secreto de la investigación sea una medida idónea, necesaria y proporcional 

en sentido estricto para garantizar el éxito del proceso, esto en cuanto esté 

debidamente motivada. Por otro lado el Dr. Carlos Alberto Arias Lovón, indico 

que considera que la restricción del derecho del investigado a disponer el secreto 

de la investigación se equilibra con el resultado positivo de la investigación, 

siendo necesario que para guiar la aplicación del Art. 324 numeral 2 del CPP, se 

aplique el principio del debido proceso, siendo parte de ello una motivación 

debida, señalando además que la forma de evaluar la proporcionalidad es con los 

subprincipios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto, 

siendo que si no se aplicará correctamente el secreto de la investigación se verían 

conculcados el derecho de defensa y el debido proceso.  

Por otra parte, el Dr. Mauricio Renato Flores Bardales señalo que el 

principio constitucional que debería guiar la aplicación del artículo 324 numeral 2 

del Código Procesal Penal es el de legalidad al ser trascendental y guiar los demás 

principios, además que es importante el principio de proporcionalidad por el cual 

se evalúa que es lo que pretende investigar con el secreto de la investigación, 

cuantas personas y si realmente se necesita realizar esta forma la investigación. 
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Del mismo modo al consultarle que derechos fundamentales podrían afectarse si 

no se aplica correctamente el secreto de la investigación, refirió que es el derecho 

de defensa, el derecho al plazo razonable.  

Además, el Dr. Zúñiga refirió que uno de los límites constitucionales 

durante la investigación que realiza el Ministerio Público es el plazo razonable, 

además que al estar el Ministerio Público a cargo de la conducción de la 

investigación por lo cual debe tener las herramientas suficientes para poder llevar 

a cabo esta investigación con éxito, siendo posible que se aplique el secreto de la 

investigación siempre que se sustente la decisión, además que la medida es 

idónea, necesaria y proporcional en sentido estricto, al respecto es idónea porque 

la labor del Ministerio Publico es la persecución del delito, interés público, es 

necesaria bajo determinados supuestos y es proporcional en sentido estricto, 

porque si el fiscal demuestra que por su naturaleza se está haciendo y lo sustenta, 

va a depender mucho de la naturaleza del delito de la investigación de que se trata 

el caso. 

En cuanto a los “criterios constitucionales” establecidos para la aplicación 

del secreto de la investigación, de la Casación 373-2018 la Corte Suprema de 

Justicia de la República estableció la necesidad del uso de la ponderación entre la 

eficaz administración de justicia y el derecho de defensa, y del Acuerdo Plenario 

N°06-2019-CSJPE-I Pleno Jurisdiccional 2019 la Corte Superior de Justicia 

Especializada en Delitos de Crimen Organizado y de Corrupción de funciones, en 

la cual se estableció que la restricción del derecho de defensa debe ser 

proporcional, necesaria e idónea, advirtiéndose de ambas jurisprudencias la 
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aplicación del principio de proporcionalidad, el cual se resumen en ser aquel 

principio que exige que cualquier medida restrictiva se justifique en la necesidad 

de preservar, proteger o promover un fin constitucionalmente valioso, siendo la 

protección de fines constitucionalmente relevante, que justifique una intervención 

estatal en el seno de los derechos fundamentales (Tribunal Constitucional, 2005).  

Al respecto tanto de la jurisprudencia revisada y de las entrevistas 

realizadas, se tiene que este criterio constitucional para la aplicación del artículo 

324 numeral 2 del Código Procesal Penal, se encuentra relacionado con el 

principio de proporcionalidad, el cual se aplica cuando se restringe cualquier 

derecho. 

En esta línea considero que para la adecuada aplicación del secreto de la 

investigación resultaría conveniente la aplicación del mismo test de 

proporcionalidad al momento en el cual el fiscal pretenda aplicar el secreto de la 

investigación, encontrándose justificada la disposición en los subprincipios 

establecidos siendo estos la idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido 

estricto, debiendo analizar en la idoneidad si al aplicar el secreto de la 

investigación de determinado acto o actuación se permite en el caso en concreto 

llevar a la eficaz administración de justicia, es decir, determinar si efectivamente 

las diligencias o actos que se mantendrán en secreto nos permitirán el “éxito de la 

investigación" (conocer la verdad material del hecho), por otra parte en la 

necesidad se deberá analizar en el caso en concreto si las diligencias o diligencia 

que se dispondrán en secreto solo pueden llevarse de esta forma o si sería posible 

llevarlas de forma distinta (por ejemplo recabar información de instituciones 
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públicas o privadas no es una diligencia urgente e inaplazable esta información es 

inamovible y podría solicitarse sin que sea en secreto), y en cuanto a la 

proporcionalidad en sentido estricto, el fundamento se tendría que sustentar en 

porque el mantener en secreto las determinadas actuaciones es “proporcional” con 

el derecho de defensa del investigado, valorando los beneficios que derivarían de 

este secreto (indicar por ejemplo que en el caso del allanamiento en un caso de 

falsificación de billetes, se encontrará la maquinaria, los instrumentos, los propios 

billetes, etc.).  

En resumen, los criterios constitucionales extraídos de la jurisprudencia y 

de lo indicado por los expertos entrevistados para aplicar el secreto de la 

investigación son el principio de proporcionalidad, legalidad y debido proceso, los 

cuales permitirían una correcta aplicación de esta herramienta jurídica, no 

obstante esto no ha sido suficiente, ello demostrado en las disposiciones 

analizadas de las cuales la mayoría (12) no tienen sustento en específico al aplicar 

el secreto de la investigación, siendo necesario a criterio de esta tesista que se 

aplique el test de proporcionalidad cada vez que se disponga el secreto de la 

investigación, lo cual podrá permitir al fiscal si se aplica de forma correcta se 

garantice una adecuada motivación de sus resoluciones, salvaguardando con esto 

derecho de defensa del investigado.  

CONCLUSIONES 

PRIMERO: Del análisis realizado se evidenció la existencia de vulneración al derecho de 

defensa del imputado en la aplicación del secreto de la indagatoria en algunas de las 
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disposiciones fiscales analizadas, en las cuales no existe un pronunciamiento en concreto que 

motive la disposición del secreto de la investigación.  

SEGUNDO: Del resultado de las disposiciones fiscales analizadas y las entrevistas realizadas se 

determinó la existencia de ocho criterios que utilizan los fiscales penales de Arequipa para 

disponer el secreto de la investigación, a pesar de que en el artículo 324 numeral 2 del Código 

Procesal Penal no se establecen criterios y se indica de forma genérica que el secreto de la 

investigación puede disponerse cuando el conocimiento pueda dificultar el éxito de la 

investigación.  

TERCERO: De lo analizado se evidenció que vulneró el derecho de defensa con la aplicación 

del artículo 324 numeral 2 del Código Procesal Penal cuando no existe una adecuada motivación 

del secreto de la investigación en el caso en concreto, además cuando no realiza una ponderación 

entre la eficaz administración de justicia y el derecho de defensa del investigado y cuando se 

transgreden los límites de los artículo 68 y 324 del Código Procesal Penal, en cuanto a la 

temporalidad y especificación de los actos de investigación en los cuales recae el secreto.  

CUARTO: Resulta necesario la aplicación y desarrollo de los subprincipios del test de 

proporcionalidad para una adecuada ponderación entre el derecho de defensa y la eficaz 

administración de justicia en el caso en concreto, lo cual podrá permitir al fiscal realizar una 

motivación exhaustiva, salvaguardando con esto el derecho de defensa del investigado.  

RECOMENDACIONES 

PRIMERO: Se recomienda la emisión de una Directiva Fiscal que establezca criterios 

específicos para la aplicación del secreto en la investigación en cuanto a las circunstancias que 

ameritarían que el fiscal decida disponer el secreto de la investigación, ello en razón a que se 
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determinó que en la mayoría de las disposiciones analizadas no existía una fundamentación en 

concreto en relación a los criterios por los cuales los fiscales dispusieron el secreto de la 

investigación, evidenciándose que no se podía determinar si los fiscales penales de Arequipa 

ponderaban entre la eficaz administración de justicia (la búsqueda del éxito de la investigación) y 

el derecho de defensa del investigado en cada caso en específico, además que el Art. 324 

numeral 2 del Código Procesal Penal, no limita la aplicación del secreto de la investigación a 

algún delito en específico, pudiendo el Ministerio Público aplicar el secreto a delitos de 

“bagatela” y cuando no sea necesario por la naturaleza de las diligencias dispuestas, siendo que 

esta Directiva Fiscal no solo contribuirá en la existencia de un criterio unificado para la 

disposición del secreto de la investigación sino que podría propiciar el uso de la propia figura 

jurídica.  

SEGUNDO: Se recomienda la emisión de una Directiva Fiscal que establezca criterios 

específicos para disponer el secreto de la investigación, sugiriéndose que se tenga en cuenta 

como criterios primero la forma en la cual se tomó conocimiento de los hechos (si se tomó 

conocimiento por una videovigilancia, interceptación telefónica), segundo la gravedad del delito 

o delitos investigados (este debería superar los cinco años de pena privativa de libertad), tercero 

la naturaleza urgente e inaplazable de las diligencias que se dispondrán, cuarto la necesidad de la 

presentación de diversos requerimientos y quinta la posibilidad que dada la naturaleza del delito 

los investigados puedan destruir o desaparecer elementos de convicción.  

TERCERO: Se sugiere a los diferentes colegios de abogados, al Ministerio de Justicia y 

Derechos Humanos y el Ministerio Público emitan una opinión jurídica entorno a la 

implementación de un “control judicial previo” en la disposición del secreto de la investigación, 

siendo que este control se realizará durante la etapa de investigación preliminar, en cuanto el 
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fiscal realice cualquier requerimiento lo que supondrá no solo un análisis por el juez del propio 

requerimiento sino de toda la investigación que se llevó en secreto esto a fin de que en cuanto el 

juez note alguna arbitrariedad resuelva las medidas correctivas necesarias, asimismo este control 

supondrá también que en cuanto la defensa interponga algún control de plazos o tutela de 

derechos se realizará un análisis de toda la investigación, esto debido a la diferente 

jurisprudencia revisada en la cual el juzgado no se pronunciaba en el caso en concreto indicando 

“sustracción de la materia” ello debido a que al ser el control posterior el Ministerio Publico ya 

había cumplido con notificar la disposición del secreto de la investigación y ya se habían 

solicitado y efectivizado en su caso las medidas del Ministerio Publico no existiendo un 

pronunciamiento sobre el fondo, asimismo pese a que en algunos casos se advirtió la evidente 

vulneración del derecho de defensa el juzgador indicaba que las consecuencias de la demora en 

el plazo o lo solicitado incurría en responsabilidad del fiscal, no manteniendo este principio de 

igualdad de armas. Además este control previo podría solucionar el problema advertido en el uso 

indebido de la figura de “los que resulten responsables” como estrategia fiscal, esto a efecto de 

superar el plazo de la disposición del secreto de la investigación, recayendo este control judicial 

sobre absolutamente toda la investigación siendo que este control judicial se podrá realizar 

incluso cuando en la investigación el Ministerio Publico solicite algún requerimiento como 

allanamiento, descerraje, detención preliminar, entre otros. 

CUARTO: Se recomienda el desarrollo de los subprincipios del test de proporcionalidad en las 

disposiciones del secreto de la investigación, por lo que se propone un modelo de disposición a 

seguir.  
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Figura 1 

Modelo de Disposición Fiscal propuesto  

Carpeta fiscal:  

Fiscal a cargo:  

DISPOSICIÓN N°01-2025 

DISPOSICIÓN DE DILIGENCIAS PRELIMINARES Y SECRETO DE LA 

INVESTIGACIÓN 

Arequipa, tres de marzo del dos mil veinticinco. -  

DADO CUENTA: Al Oficio N°34-2025, de fecha 12 de enero del 2025, mediante el 

cual se puso en conocimiento la presunta comisión de los delitos de Banda Criminal, 

Robo Agravado, Hurto Agravado y Receptación, en contra de XXXX, en agravio de 

XXX.    

ATENDIENDO A:  

Conforme lo prevén los artículos IV del Título Preliminar del Código Procesal Penal 

concordante con los artículo 60 y 61 del mismo cuerpo legal se tiene que el Ministerio 

Público es el titular de la acción penal y como tal tiene el deber de la carga de la prueba; 

es así que recibida una denuncia de parte de cualquier ciudadano o conocida la 

existencia de un hecho delictuoso (notitia críminis) el Fiscal realizará -si correspondiere- 

las primeras Diligencias Preliminares o dispondrá que las realice la Policía Nacional 

pero conduce desde su inicio la investigación del delito y con tal propósito la Policía 

Nacional está obligada a cumplir los mandatos del Ministerio Público en el ámbito de su 

función, siendo la finalidad de la investigación preliminar la obtención de los elementos 

de convicción necesarios para la acreditación de los hechos delictivos, así como para 

identificar a los autores o partícipes en su comisión. 

SEGUNDO: IMPUTACIÓN FÁCTICA:  

Del Informe Policial XXX, de fecha XXX, se tiene la comunicación de que las personas 

de XXXX, estaría cometiendo hechos de hurto agravado, robo agravado y receptación, 

esto en el distrito de XXX, usando diferentes estrategias como el ingreso de estos sujetos 

por las noches con la ayuda de distintas herramientas como pata de cabra, además del 

uso de distintas armas de fuego para la sustracción de bienes XXXX.  
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TERCERO: IMPUTACIÓN JURÍDICA:  

Se atribuye la comisión:  

- Contra la tranquilidad pública, en la modalidad de banda criminal previsto y 

sancionado en el artículo 317-B del Código Penal que establece:  

El que constituya o integre una unión de dos a más personas; que sin reunir 

alguna o algunas de las características de la organización criminal dispuestas en 

el artículo 317, tenga por finalidad o por objeto la comisión de delitos 

concertadamente; será reprimido con una pena privativa de libertad de no menor 

de cuatro ni mayor de ocho años y con ciento ochenta a trescientos sesenta y 

cinco días-multa (Código Penal, 1991, art. 317-B). 

- Contra el patrimonio en las modalidades de hurto y robo agravado, previstos y 

sancionados en los artículos 186 y 189 del Código Penal, que establecen:  

El que, para obtener provecho, se apodera ilegítimamente de un bien mueble, total o 

parcialmente ajeno, sustrayéndolo del lugar donde se encuentra, será reprimido con 

pena privativa de libertad no menor de uno ni mayor de tres años. Se equiparán a 

bien mueble la energía eléctrica, el gas, los hidrocarburos o sus productos 

derivados, el agua y cualquier otra energía o elemento que tenga valor económico, 

así como el espectro electromagnético y también los recursos pesqueros objeto de 

un mecanismo de asignación de Límites Máximos de Captura por Embarcación 

(Código Penal de Perú, 1991, Artículo 185). 

El agente será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor 

de seis años si el hurto es cometido: 1. Durante la noche. 2. Mediante destreza, 

escalamiento, destrucción o rotura de obstáculos. (…) 5. Mediante el concurso de 

dos o más personas. La pena será no menor de cuatro ni mayor de ocho años si el 

hurto es cometido: 1. En inmueble habitado. 2. Por un agente que actúa en calidad 
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de integrante de una organización destinada a perpetrar estos delitos multa (Código 

Penal, 1991, art. 186). 

El que se apodera ilegítimamente de un bien mueble total o parcialmente ajeno, 

para aprovecharse de él, sustrayéndolo del lugar en que se encuentra, empleando 

violencia contra la persona o amenazándola con un peligro inminente para su vida o 

integridad física será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni 

mayor de ocho años multa (Código Penal, 1991, art. 188).  

La pena será no menor de doce ni mayor de veinte años si el robo se comete: (…) 1. 

En inmueble habitado. (…) 3. A mano armada. 4. Con el concurso de dos o más 

personas. (…). La pena será no menor de veinte ni mayor de treinta años si el robo 

es cometido: Cuando se cause lesiones a la integridad física o mental de la víctima 

multa (Código Penal de Perú, 1991, art. 189).  

CUARTO: DEBER DE MOTIVACIÓN:  

El TC ha establecido que la garantía constitucional de la motivación no se relaciona con 

su extensión. Su contenido esencial se respeta si concurren la fundamentación jurídica, 

la congruencia entre el petitorio y el fallo, y una justificación intrínseca suficiente, 

independientemente de si esta es lacónica. El derecho tampoco impone un 

pronunciamiento explícito y detallado sobre la totalidad de las alegaciones de las partes, 

sino que exige que el razonamiento judicial sea pertinente, proporcionado y congruente 

con la controversia sometida a conocimiento del juez penal. 

QUINTO: DEL SECRETO DE LA INVESTIGACIÓN 

5.1.BASE LEGAL APLICABLE 

El Artículo 68, numeral 3 del CPP garantiza el acceso del imputado y su defensor 

a las diligencias policiales y al contenido de la investigación. Sin embargo, el 

Fiscal puede decretar el secreto de las investigaciones por un plazo prudencial 

(aplicando el Art. 324), con la limitación de que la reserva debe finalizar antes de 

que culmine la investigación. 



 

230 
 

 

El Art. 324, numeral 2 del CPP permite al Fiscal mantener una actuación o 

documento en secreto por veinte días, prorrogable por igual plazo por el Juez de la 

Investigación Preparatoria, siempre que su conocimiento comprometa el éxito de 

la investigación. La Disposición que ordena el secreto debe ser notificada a las 

partes. 

 

5.2. CRITERIOS  

1) FORMA EN LA CUAL SE TOMO CONOCIMIENTO  

El caso en autos fue puesto en conocimiento de este Despacho Fiscal por parte 

de un informe policial reservado, siendo que se pretende desarticular una 

banda criminal que desarrolla sus actividades ilícitas, siendo necesario 

corroborar el accionar de los sujetos XXX correspondería disponer el secreto 

de la investigación.  

2) GRAVEDAD DEL DELITO O DELITOS INVESTIGADOS  

En el caso en concreto de la información brindada por la policía se tiene que 

los sujetos XXX se encontrarían involucrados en los delitos de Banda 

Criminal, Hurto Agravado y Robo Agravado, ello en concurso real, 

estableciéndose una pena superior a los cinco años de pena privativa de 

libertad.  

3) NATURALEZA URGENTE E INAPLAZABLE DE LAS DILIGENCIAS  

Dada la comunicación realizada de los presuntos hechos, correspondería 

realizarse la medida de videovigilancia para el esclarecimiento de los hechos, 

esto considerando que en el informe remitido se hace conocimiento de hechos 

recientes, siendo posible que en el plazo de 20 días siguientes se pueda 

visualizar a los sujetos XXX en la comisión de sus actividades delictivas.  

4) NECESIDAD DE LA PRESENTACIÓN DE REQUERIMIENTOS  

Dada la gravedad de los delitos investigados, habiendo tomado conocimiento 

de estos diversos hechos XXX, existe una gran probabilidad que se requiera 

en su momento la medida de descerraje, allanamiento y detención preliminar, 

esto porque al encontrarnos ante delitos contra el patrimonio, existe una alta 
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probabilidad que los objetos sustraídos se encuentren aun en poder de los 

investigados.  

5) POSIBILIDAD QUE DADA LA NATURALEZA DEL DELITO 

PUEDAN DESTRUIRSE O DESAPARECER 

Si es que los sujetos XXX tomaran conocimiento de la medida de 

videovigilancia dispuesta por este Despacho fiscal, no solo dejarían de realizar 

sus actividades delictivas por un periodo de tiempo, sino que ocultaran y 

destruirán los objetos que tuviesen relación con los delitos.  

5.3. DEL ACTO O ACTOS QUE SE DISPONDRAN EN SECRETO 

El artículo 324 numeral 2 del Código Procesal Penal establece que el secreto de 

la investigación se deberá de disponer el secreto respecto de alguna actuación o 

documento, en el presente caso teniendo en consideración que se tienen como 

investigados los sujetos XXX, dada la naturaleza de los delitos investigados, 

siendo necesario recabar elementos de convicción necesarios y útiles para el 

esclarecimiento de los hechos, se dispondrá la medida de videovigilancia, 

correspondiente con apoyo de la Policía Nacional del Perú, esto conforme a sus 

atribuciones. 

 El sustento legal se encuentra en el Artículo 300°, inciso 1 del Código Procesal 

Penal, el cual establece la potestad del Fiscal para requerir la intervención 

policial o practicar directamente diligencias preliminares con el objeto de 

establecer la necesidad de formalizar la investigación. Asimismo, el Artículo 

207° del CPP confiere al Fiscal la atribución de disponer, para la investigación 

de delitos graves o contra organizaciones criminales, y sin notificar al afectado, 

el uso de medios técnicos especiales (fotografía, registro de imágenes, 

observación de residencia), siempre que sean indispensables para el éxito de la 

investigación. 

Estando a lo antes señalado, corresponde amparar la Medida de Videovigilancia 

teniendo en consideración la gravedad de los delitos a los que se hacen 

referencia, además que en los últimos meses se vienen incrementando la 

incidencia de perpetración de delitos de XXX, XXX,;  siendo necesario, la 

utilización medios técnicos, con la finalidad de conocer el modus operandi; 



 

232 
 

razón por la que resulta indispensable la Video Vigilancia, la misma que estará a 

cargo del personal policial del Grupo Operativo de  Investigaciones Especiales - 

DEPINCRI y en estrecha coordinación con la División Macro Regional de 

Inteligencia de la PNP. 

5.3.1. RESPECTO DE LA IDONEIDAD 

En este supuesto se evalúa si aplicar el secreto en estos actos de 

investigación declarados en secreto permiten la eficaz 

administración de justicia, esto quiere decir que permitirán el 

éxito de la investigación esta entendida como el esclarecimiento 

de los hechos.   

La medida de videovigilancia realizada a los sujetos XXX, 

permitirá conocer el modus operandi de la banda criminal en 

investigación, dando a conocer en donde desenvuelven sus 

actividades, los medios que usan para la perpetración del ilícito, 

tal vez mas integrantes que formen parte de esta, el destino de los 

bienes sustraídos, lo que permitirá corroborar la certeza de las 

imputaciones inicialmente realizadas a los sujetos XXX.  

5.3.2. RESPECTO DE LA NECESIDAD 

Se analiza en el caso en concreto si las diligencias o diligencia 

que se dispondrán en secreto solo pueden llevarse de esta forma o 

si fuera posible llevarlas de forma distinta. 

La medida de videovigilancia es una medida que debe de llevarse 

en estricta reserva, esto entendiendo que se desea que los sujetos 

investigados no cesen de su actuar, siendo que en caso se 

conociera de esta medida, los sujetos podrían sustraerse de la 

justicia (escapar), eliminar los objetos delictuosos, cesar su actuar 

(a efecto de no ser atrapados), entre otras, siendo necesario que se 

lleve en secreto.  

 

5.3.3. RESPECTO DE LA PROPORCIONALIDAD EN SENTIDO 

ESTRICTO  
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Este fundamento se sustenta en que mantener en secreto de las 

determinadas actuaciones es “proporcional” con el derecho de 

defensa del investigado, valorando los beneficios que derivarían 

de este secreto.  

Teniendo en consideración que en el caso en autos se tienen 

identificados a los sujetos XXX de los cuales se realizará la 

medida de videovigilancia este secreto durará conforme a lo 

indicado por el artículo 324 numeral 2 por el plazo de 20 días 

naturales, siendo que de forma inmediata una concluida la medida 

de videovigilancia se realizará la notificación, lo que permitirá a 

los investigados interponer los controles correspondientes ante el 

Segundo Juzgado de Investigación Preparatoria.  

DECISIÓN:  

PRIMERO: DAR INICIO A LA INVESTIGACIÓN PRELIMINAR seguida en 

contra de XXX por la presunta comisión de los delitos de Banda Criminal, Hurto 

Agravado y Robo Agravada en agravio de la sociedad, por el plazo de SESENTA 

DÍAS, la misma que se realizará en SEDE POLICIAL- GRUPO OPERATIVO DE 

INVESTIGACIONES ESPECIALES DE LA DIVINCRI – PNP con la estrecha 

coordinación de la DIVISIÓN MACRO REGIONAL DE INTELIGENCIA DE LA 

PNP.  

SEGUNDO: DECLARAR EN SECRETO EL PRESENTE ACTO POR EL PLAZO 

DE VEINTE DÍAS, disponiéndose la realización de la siguiente diligencia:  

2.1. EJECUTAR LA MEDIDA DE VIDEOVIGILANCIA POR EL PLAZO DE 20 

DÍAS CALENDARIOS, la misma que se realizara con la finalidad de captar 

las actividades delictuosas de los sujetos XXX los cuales estarían inmersos en 

la presunta comisión de delitos contra el Patrimonio – Robo Agravado, Hurto 

Agravado y otros delitos conexos; así mismos, identificar el modus operandi de 

estos, extendiéndose de ser el caso a inmuebles y vehículos que estén 

vinculados con los mismos hechos, donde también se podrá identificar a los 

presuntos autores; la medida de Videovigilancia autorizada, se realizara sin 
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conocimiento de los afectados; debiendo actuarse las diligencias necesarias, 

ello de la información recabada. 

Notifíquese el presente una vez vencido el plazo del secreto, siendo que en caso se 

requiera la prórroga del secreto se deberá disponer la ampliación, esto informando al 

Juzgado de Investigación Preparatoria.  

Nota. Elaboración propia  
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